
CAPITULO VI. 

DE LOS DEIIECHOS y DEBERES IIESPEGTIVOS nE LOS IlSPOSOS. 

fiECClON l.-De los deber'es comllnes á los dos es/JOsas, 

S 1. PRINCIPIOS GENERALES, 

82 El matrimonio es una sociedad, En las sociedades 
ordinarias, 105 asociados son iguales; no sucede lo mismo 
<In la sociedad conyug~1. Al casarse, la mujer cae bajo el 
dominio del marido, El có,ligo Napoleón no pronuncia la 
palahra poder' lIIa1'ilal, pero consagra el hecho al decir 
que «el marido debe protección It su mujer y ésta obedien­
cia á su marido,» El principio que rige las relaciones do 
los esposos es, pues, el princirio de desigualdad. Pothier 
lo expresa en términos formoles: «El po,ler del marido en 
la persona de la mujer consiste en el derecho que el mari· 
do tielle para exigirle todos los deheres de su misión que 
se dehen á un superior ~l). Hay, plles, un superior y un 
inferior en el matrimonio, y por lo tanto dependencia y des­
igualdad. Pothier agrega que ésto es de derecho natural. 

1 Potl..der, TrC1lado del poder del marido, n'úll1. 1. 
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Portalis va á decirnos cuáles son las razones, que se dice 
son de ,lerecho natural, que justifican el poder marital. 

"Mucho tiempo hace que se disputa, dice Púrt~lis, sobre 
la pref"reneia L la igualdad de los dos sexos, Nada tan va­
no como estas disputas,» Nosotros 110 participamo~ de es­
te rlesdén pOI' las discusiones fil, sófic:ls acerCl de 1" igual­
dad, Los pl'ineipios son lo~ 'Ine rigen al mundo; y dos 
principios tan diferent.es como el de la igualdad y el de la 
d~sigualdad deben tener y en ef~cto tienen consecuencias 
muy diversas, tanto en el derecho como en la moral. No 
es esta, pues, una vana disputa de palabras, Sin duda al, 
guna 'luo existen diferencias, pero no las hay también en­
tl'e los hombres? Cada individuo está dotado de facultades 
especiales, y, en consecuencia, tiene una misión que le es 
propia, esto no impidió á la revolución de 89 proclamar' la 
igualdad, ¿Por qué no ha de sel' lo mismo entre el hom­
bre y la mujer? 

Portalis, al contrario, deduce de la diferencia que existe 
en el sér del hombre y de la mujer, que hay también una 
diferencia en sus t1ereflilOs y en sus deberes, hl hablar de 
derechos difm'entes, Portalis 110 pretende toeal' la cuestióll 
t11i los ,Itlrechos politicos; se eneierra eu el dominio do I 
derecho privado; su objeto es justifiear la d,)sigualdad que 
el poder mat'lri,1! establece entre los esposos. La diferencia 
'lIJe existe entre el hombre y la mujer no es, como él lo 
expresa, una difcnlncia en su sér, es una diferencia de fa. 
Qultades, ¿Esta diferencia es de tal naturaleza que justifi­
que la superioridad del uno sobre el otro? Así se pretende: 
.La fuerza y la audacia estlÍn por parte del hombre, dice 
POJ'tali~, la timidez y el pUllor por parte d", la mujer,» Da 
ah! dednce que la mujer necesita de protecóión, porque es 
más débil, que el hombre es más libre porque es más 
fuerte. Hé aqul una consecuencia que no podrtamos admi· 
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tir, A.l docir que el hombre os m~~ fu~rte, ¿se iJuiel'e ,l(leír 
qUA teng~ más fnenl ,le intcligllllcia y ,1", carácter? Si tal 
fuese la idea de Porta lis, los h0d105 le darian ciertamente 
un menUs, No se trata, pues, sino de la rUeml corporal; 

on efecto, el oradol' uel gobierno compl'lwba '¡Ile el hom· 
bre y la mujer no pueden participar de los mismos traba· 
jos, soportar las mismas fatigss ('1 J, ¡Seria, pue<, pnr'lue 
el homhre tiene una constitllción miÍs fuert'] por 1,) ([11'] 

tendria derecho á la preeminencia! HC aqnt U" derech'l 
natural contra el cual prote,ta la conciencia moderna, Nó, 
la luerza no da el poder, impone deberes. También hay 
otra clase de desigualdades entl'o los h,)!nbres; los hay 
fuerles y los hay délJiles; ¿'Jllién se atr~ver¡ai decir que 
el más luerte tiene el derecho de dominar sobre el más 
débil? La fuerza era la J"y del mll)llJo antiguo; la humani· 
dad la ha reemplazado por 111 ley de la igualdad y de la li­
bertad. 

83, No vacilamos en afirmar que el poder marital, tal 
como Portalis lo defiende, esta en oposición con las canso 
tumbres, los sentimientos y las irleas de la sociedad mo· 
derna. Cuando se discutió el código civil, se entraba en la 
reacción contra las ideas tle 89, Escuchemos á un hombre 
de la Revolución; Condorcet Vil á decirnoi! cuáles son las 
aspiraciones de la humani,hl en lo concerniente :\ la pre· 
tendida preeminencia dd homhre sobre la mnjer. gl cali­
fica de preocupación la desigualdad de los dos s·'xos. «En 
vano se buscarlan, diee él, motiv0s para justificarla en la~ 
diferencias de su org,lIlización flsica, en las que se t]nisiera 
hallar en la fuerza de la inteligencia, en la sensibilidad mo· 
ral. Esta desigualdad na ha tenido más orlgEIl <¡ue el abu­
so de la fuerza, y en vano es iJue en lo sucesivo se haya 

1 l'ol'talis, ExposiciólI de tIIoti\"os, núm. G:! (r~OCl'(\ t. lf1 p. 890) . 
• 
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querido ju~tificarla por medio de sofismas (1). Nada mA~ 
oier1o que esto; si quisiéramos subir á 103 orlgenes del po· 
der marital, por t~das partes encontraríamos la fuerza. 
¿Poro para que? ¿No lo confiesa el mismo Portali3'? Pues 
Lien, la fuerza que reinal)a en el munrlo antiguo fué des· 
tronada en 89; la ley de rlcsiguald:ul ha cedido elluga,' á 

la de igualdad. Pdra exprnsarno, mejor, la Revolución no 
ha hecl,,, m-lS qne consag'';II' la tl'i1nsfor!f;ación que se ha· 
bia 0l'orarlo en las constumbes. A despecho del CÓlligo que 
ha mantelli,¡" la tradi"ióll vieja, la igualdad reina en el 
matrimonio COltlu en el orden político; no son la protección 
y la obediencia la~ r¡uc d"minan, es el carino, vínculo de 
¡as almas; no se trata de UIl amOLO r¡lIe impone su voluntad 
y un escl.lvo r{ue l:l. sufre, sino que las decisiones se toman 
por la vía de Jeliberaci~n cumún y de concurso de consen­
timiento. ¿Pero, exclama Portslis, cómo podría existir una 
sociedad ,le do; personas si rlQ se diese voz p'lnllerati va á 
uno de los aS'lciados? (2). Portalis olvida que muy bien pue­
de haber sodeda,les de dos personas, sin que una de ellas 
tenga preeminencia sobre la otra. Si los asociados est~n on 
disentimiento, el tribunal decide. Lo mismo pasa en la so· 
ciedad couyugal, á pesar del porler marital. Cuallllo el ma­
rido se niega á autorizar á la mujer á hacer un actfJ jurídi­
co, la mujer puede dirigirse ú la justicia. Cuando el mari­
do no proporciona á la mujer el sostenimiento á que ella 
tiene derecho, pueden también recurrir al juez. ¿Por qué 
no habría de organizarstl un recurso en todos lo; caso~ en 
que los esposos estuviesen en desacuerdo? 

No ÍlBistimos, porque nuestrrt objeto no es criticar la 
ley, sino exponer sus principios. Hagamos notar, sin f!m· 
bargo, con Condorcet las funestas consecuencias <Jue dima· 

1 OO1Ji.\Qrm1t. /JQsqlU'jo dI', taoS prol}r¿~os del espíritu hUl/ulIo. 
2 POl'tali!-l Di~cUt'8(} preiirnillilI\ núm. 4~ (t. 1'.', p. 16:;). 
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nao' del principio de la desigualdad. La mujer no es igual 
al hombre, luego no debe gozar, con el mismo Ululo, de 
108 beneficios de la enucación. Se entiende que ella debe 
tener una religión, mientras que el marido es libre pensa­
dor. ¿Quién no sabe la hermosa armonla que reina en el 
hogar en donde la mujer es esclava de la superstición? So 
entieude también que la mujer debe tener más moral que 
el hombre; libre es ésttl para adulterar cuar.tas veces quie­
ra; nada tiene que reprenderle la ley, CO<l tal que se cuide 
de no tener á su concubina en la casa común! La ley de la 
igualdad es á la vez más severa y más benéfica. Quiere 
que los esposos vivan de la misma vida intelectual y mo­
ral; les reconoce los mismos derechos, pero tambiéfl los 
mismos deberes. ISólo cuando este ideal haya entrado en 
nUestras leyes y en nuestras constumbrc5 halm't un verda­
(Iero matrimoniol 

S JI. Debe1'es esveciales. 

NUlo!. l.-FIDELIDAD, AS[STENC[Á y AUX[LlO. 

84. «Los esposos se deben mutuamente fidelidad,. dice 
01 código Napoleón (art. 212). Ciertamente que éste es un 
deber común, el derecho natural nos lo dice, y la ley pa­
rece copsagrar el grito de la conciencia. Sin embargo, na­
da de esto existe. Leánse los artículos 229 y 230; en ellos 
se verá que el marido puede pedil' el divorcio por causa de 
adulterio de su mujer, mientras 'Iue la mujer no puede pe­
dir el divorcio por causa de adulterio de su marido, sino 
cuando haya tenido á su concubina en la casa común. 
Abrase el código penal, y se leerá que la mujer convicta 
de adulterio será sentenciada á una prisión de tres meses á 
dos anos; mientras que al marido adúltero no se le senala 

P. de D._TomollI_1R 
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pena alguna, ti menos que no haya tenido á 'su t.l>nmIbina 
en la casa comúu, y aun en este caso, IÍ pesar de la cir~ 
cunstancia agravante del insulto, no será castigado sino oon 
una prisión de un mes á un año (arta. 387-389). ElllÓdi~ 

go de 1810 no castigaba sino ton una mulh (ort. 339). 
¡Taleg son las lecci'ones de moral que la ley de desigual. 

dad da al hombrel Montesquieu ha trata,lo de justific'l!' es­
ta i¡lritQtJte desigualdad :.'Las leyes, dice, exigen Ii las mu­
jeres un gtado de modestia y de continencia qUI' no exigen 
á los hombres, porque la villlación del pudor supone en la!! 
mujeres la renuncia de todas las virtudes. (t;. Si las leyes 
hacen ésto, las leyes hacen mal; porque el legislada!' nun: 
ca dehe dar lecciones de inmoralidad, y las da cuando por" 
mite que el hombre viole impunemente el deber de fideli" 
dad, miéntrns qUtl castiga esta violacion en la mujer. ).<¡U 

vano se dico que el adulterio de la mujer tiene consecuen· 
cias más graves, puesto que introduce en la familia y pone 
á cargo del marido hijos que le' son extraños. Es ésta una 
circunstancia agravante que justificarla una pena más fuer­
te, pero no es ciertamente una razón para exeusi1r el adul· 
terio del marido. Mucho menos es razón para dar al mari· 
do el derecho de divorcio, cuanllo se le JUega á la mujer. 
La desigualdad conduce á la injusticia lo mismo ,ple á la 
inmoralidad. 

80. "Los esposos se deben aaxilioy asistencia,. dice 
además el art. 212. Egtas dos ohligacione; se refieren á lo 
(Iue se llama el peso de la vida. Nuestra existenilia tiene 
sus miserias, necesidades f¡siCáS y torméntos del alma. El 
esposo debe á su cÓliyuge las necesidalles matMlales, 1 es· 
to es lo que se llama la obligaéión alimeutidi1; de ella 'Y'" 
hemos hablado. En cuanto á los consuelos, en cuanto a la 
abnegación que aligera las desgracias inevitables 'ínherento$ 

1 Montesquion, <lol Espíritu de ¡!l' leyes, !X:XVI, 8. 
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a h condición humana, éstos, de'beres son mas bien del re­
sort~ deL sentirnieuto que del dereeho. Este es el dominio 
del afecto conyugal, el IIlÁS vivo, el más intenso de los 
afectos. No puede resultar acción judicial de la asistencia 
que deriva de la moral ID IS bien que del derecho. No su­
cede lo mi~mo con la oLligación de auxiliarse. Sin em­
bargo, los dos deheres tienen una sanción civil: su viola­
ción puede constituir una injuria B"ave, lo 'lile es una cau­
sa de divorcio ó de separación de CUCl'pO (arts. 2'~1, 306). 

Núm. 2.-Dela vúln común. 

86. "La mujer, dice el art. 21l¡, está obligada á habitar 
con el marido y á seguirle por donde él juzgue oportuno 
residir: el marido está obligado á recilmla y il procurarle 
todo lo que es necesario para las exigencias de la vida, 
seg.ún sus facultades y su estado.» Esta obligación dimana 
de ia esencia misma del mat'rimonio, supuesto que éste ini . 
plica una vida común. La comunidad de vida supune una 
sola y misma hahitacion para los dos esposos; esta habita­
cion es la del marido; esta es la consecuencia más natural 
y más legítima del poder marital. De aquí el principio es­
tllblecido por el art. 108 que la mujer no tiene más domi­
cilio que el de su marido. La ley comprende el domicilio 
de hecho tanto como el domicilio de dcreeho. 

El códigú Naroleón no ha hecho más que formular 105 

prinripios mJmitidos en el,Jerecho antiguo. Pothier dice, 
casi 'en ¡os mismos términos, que la mujer está obligada á 

seguir á su marido por donde éste juzgue á propósito ir á 

residir; pero agrega, con tal que no sea fuera del reino y 
en p.(s extranjero. Si el marido, dico, abjurando de bU pa­
tria, quisiere estaLlecerse en otl'a parte, la mujer, que debe 
muchB más li su ttatria qull á SU marido, no estará obligada 
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á seguirlo (l). El proyecto de código reprodur.la esta excep. 
ción: .Si el marido quisiese dejar el suelo de la rflpúbli 
ca, no podra forzar á su mnjer á seguirln, á no ser en 
el e~so de que esté encargado pOI' el gobierno de alguna 
comisión que exija residencia.» Esta disposicion fué s!l~r;. 
mida por el consejo Ile Estado lÍ instancias reiteradas del 
primer cónsul: éste hizo notar, con razón, que siendo ge­
neral y ahsoluta Íil obligación de la mlljer de seguir i su 
marido, no debía recibil' ninguna modificación (2). Romper 
la vida común, habría equivalido á romper el matrimonio. 
No se pOI!ia permitir ti la mujer romper el l'natrimonio por 
su sola voluntad, siendo as[ que en el sistema riel poder 
marital, ella no tielle voluntad, supuesto que debe obede­
cer á su marillo. Eu cuanto á los motivos dados per Pothier, 
tienen por origen las idllas del viejo régimen que fijaba al 
hombre en la lien'a en ebnde vió la luz; la abjuración de 
la palria 110 es ya un crimen según nuestro uerecho públi­
co, sino un derecho que se deriva ue la lihertad individual. 

87. Asi, pues, en principio, el ueber de cohabitación no 
permite oxce.pciones. ¿Quiere esto decir que es absoluto? 
Tocios admiten que la obligación do la mujor de habitar 
con su marido, está subordinada á la obligación que al ma­
rido incumbe de recibirla según sus facultades y su estado. 
Está juzgado 'lue cuando la casa conyugal está desprovis­
ta de los objetos de prinlc'l'a necesillad, la mujer no está 
obligada á habitarla; basta el buen sentido para uecitlir que 
la mujer no puede verse obligada á habitar una ca.~a que 
no PS habitable, y el derecho agrega qUtl si la rr,ujer debe 
habilar con el marido, á éste corresponde recibirla (3). Los 

1 Pothit:\r, Del poder dtl Jnl1.,rido, núm. 1. 
2 Sesión <11\1 1) yemllmiario año XI, núm. 307 32 ([,ocr~, t. n, p. 

433 'S .ignientes). 
~J Véase la juriRprndencia cu Da1lo?;, en la palabra j{atrinton¡n. 

núm. 749, 3?_7~) 
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autores e8tán, además, de acuerdo en onseíiar que ~i el ma· 
rido búscase su subsistencia por mo,dins vm'gon7.0S0S, Ó si al· 
bergaseá una conrubina enla c,sa común, la mu.ier no esta· 
rla obligada 1\ habitar con él (t). En efecto, no está satis­
fecha la oblig.ción que la ley imp0'le al marido de recibir 
tí su mujer, si el marido ofrece :1 su mujer las cuatro pare· 
des de una habitación y los muebles, así como las necesi­
dades do la vida; esto no es más que el elemento mate­
rial de la vida común, pero la vida común, es ante todo 
una vida moral; si la mujer sólo encuentra en el domici­
lio conyugal la deshonra tÍ infami;j, ya no hay vida cornac, 
y por lo tanto, la mujer no tiene obligación de compartir­
la. Se ha juzga,lo muy bien que si el marido, á la "ez que 
pone á disposición de la mujer un alojamiento, no apetece 
una vid& común, y se mantiene en barrio aparte, en ¿an­
de rehusa recibir á su mujer, por est" hecho mismo dis 
pansa á su mujer de hahitar la casa conyu¡pl (2). Nosotros 
somos de opinión que debe resolverse, por los mismos mo­
tivr,s, que si la mnjar sufre malos tratamientos en el domi· 
cilio del marido, no estará obligarla a habit~r ea su com­
paJ'i[a. En vaao se dirá que la ley obliga IÍ la cohahitación 
desde el momento on que el marido le s~tisface las necesi· 
dades de la vida según sus facúltades y su estado. Nó, la ley 
exige más, prescribe la vida común; ¿y es vida común la 
que consiste en malos tratamientos? Dlcese que estos exce· 
sos Ó e~tas injUl'ias serúa para la mujer una causa de divorcio 
ó de 5eparacióa de cuerpo, pero que no la dispensan del 
deber de cohabitación (3). Ya n(lS hemos encoatrado con 
esta objeción y la hemos contl!stado con la jurisprudencia, 

1 Dnranton, CU1'.'~o de derecho frallces, t. ll, p. 403. 11 úm. 431. 
2 Sentencia de casa"ión .Io ~O de Eneru 1830 (Dallaz, on la [)ala­

bra matrimo,,':o, llúm. 748, BO). 
3 DemolomlJe, C'urso dd dódigo Napoleón, t. IV, p_ 117, nÚln. 97. 
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diciendo que el divorcio es un derecho que la rrmjer puede 
no- usar, y .que seria il)moral obligarla á él iodirelltamenle' 
Vale. más una separación do hecho que puede llegar á, ce· 
sar, q¡.¡e una ruptura definitiva que es siempte un mal ira 
ve aun cuando sea una necesi,lad (1). 

88. ¿ha absoluta la obligación que el marido tiene de r.o­
cibir á su mujer? Se ha juzgado que el marido no· estaba 
obligado á recibir á su mujer ni á ministrarle alimentos, 
cuando olla hubiese abandonado el domicilio conyug;¡1 para 
entregarse á una mala conducta (2). Esto es dudoso. Sin 
duda alguna que la mujer viola sus deberes y por todo el 
tiempo q,ue no solicite volver al domicilio conyugal, no 
puede tratarse de pagarle una pensión alimenticia. Pero 
desde el momento en que ella (juiere restablecer la vida ep· 
mún, no hay motivo jurldico para que el marido se niegue 
á ello, salvo el medio oxtremo del divorcio ó de la separa­
ción de cuerpo. Hay, á este respecto, una diferencia entre 
el deber de cl'habitación de la mujer y el deber de cohabi· 
tación d'll marido. El primPI'o estR subordinado á nI) deber 
correlativo tlel marido, el de recibir á su mujer; el segun­
do no tiene correlativo;. es, pues, absoluto, y no puede ce· 
sinsar o por la ruptura legal de la vida común, 

139. ¿La" obligación de la vida común tiene una sanción? 
Esta es una de las cuestiones más controvertidas del códi­
go civil. Ordinariamente se presenta en favor de la mujer. 
¿Si ella deja el dnmicilio conyugal, puede el marido obli­
garla á volver? ¿Y cuáles son las vias de violencia que éste 
puede emplear? La opinión admitida con bastante genera­
lidad es qua los tribunaleR tienen un poder discrecional en 

1 La jurisl>rlulencil\ está en esto 8Outi!lo (Dalloz, on la palabra 
Matrimonio, uúm 7.49, 8") 

2 Sentencia de Paris, do 29 do Agosto 110 1857 (Dallo./ eo~iÓtt· 
l'erid!l;t4 1858, :l, 27. 
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estafnateria (1). Hay sentencias que lundan este pretendi. 
do porler en el sile;,r,io de la ley. El código establere Dn 
deber, ó por mejor decir, una obligación civil; nada dice 
de la sanción de este deber: ¿y de 8sto se ded ucÍ\';i que el 
código haya de atenerse á los tribunales? (2). Elte razona­
miento nos parece muy poco jurldico. En princif,io, los 
tribunales no tienen poder discrecional en lo que 'coneiAr­
ne .1 la ejecución for1.osa de las ubligaciones legales' ó con­
venciona1es; ,~I código de procedimient',s traza estas vlas, 
y el juez no puede prescribir otras. Esto se conoibe: las 
vi as de ejeeución son de derecho público; ahora bien, na­
da Jo lo qoe se refiere al derocho públieo puede ab&n,lo­
naTse al arbitrio ¡Jc los tribunales. Para que asl fuese, se 
necesitarla una voluntad ,Iel legislador, claramente mani­
festada_ Se pretende que l'ls autores del código hanqueri­
do, en el caso del art. 21~, dejar pleno poder al juez (3). 
Pero la discusión que tnvo lugar en el consejo de EstaBo 
no dice esto. La cuestión que én su seno se debatió ni si, 
quiera era la nuestra. PreguntábaM si la mujel' estaba obli­
galh\ á seguir :\ su marido al extranjero. Este era el pare­
Cer dél primer cónsul. Réal objetó que no vela un medio 
de o'bligar a la mujer; Regnauld contestó que el marido in­
timarla á la mujer á seguirlo, y que' si ella persistla en su 
negativa, se darLI por hecho que lo habla abandonado.Es­
(o no era conteslat á la objeción; Réal, replicó que seria 
preciso lln fallo que exigiese á la mujer seguir á su marido; 
pero ¿cómo se lograrla ejecutarlo? El primer cónsul dijo 
que el mariJo, cesal'la de dal' aliment'ls á la mujer, Baulay 

1 Demoloml>e, Curoo del Código de N"poleún, t. IV. p. 119, núme­
ro 100. 

2 Sentencia ,lo Brusel" .. (le l° de Auril de 182i (D .. lIoz, en lupa­
labra 1IlIItrimordo, nÚm. 759). 

3 Setltanoia <16 Aix, d. 23 de Marzo de 18~0 (Dalloz, en la 'p~I"­
bra matrimonio, núm:" 7621 4.?) 
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concluyó por observar que todas estas dificultades deber[an 
·abandonarse á las constumbres y á .las circunstancias (1). Es­
ta es la discusión de donde se ha querido deducir que el 
legislador da un p:lder discrecional á los tribunales. Las 
palabras de Boulay flue se citan son de esas que sólo ex­
presan un sentimiento individual. Y aun aSI, él no dice lo 
que se le atribuye, y m~s hipn dice lo contrario. En elec­
to, si llSta es una cuestión ue consllt1nbres, en ella no de 
bcn intervenir los tribunales. Y nada es tan cierto, como 
vamos á verlo. 

90. La única sanción jurfdica ue que se haya tratado en 
el consejo de Estado, es la que el cónsul inició. Si la mn­
jer abandona el domidlio cO'l)'ugal, es evidente que el ma­
rido no le dehe alimentos, p''''que ella debe recibirlos en 
el domicil:o del marido. Hay algunas sentencias en este 
sentido (2) Y esto no puede dar m:\rgen á. sombra de duda_ 
Pero e¡;ta sanción no es suficiente. Si la mujer no pide ali­
mentos, no hay lLlgar á que los rehuse. Si la mujer está 
casada Laja el régimen de la separación de bienes ó bajo el 
régimen dotal, ella misma dispone de todo ó de parte de 
sus rentas. ]<;n e¡;te caso no necesita alimentos, y en con­
secuencia, la ohligaeión de cohabitar con su marido no ten­
drá esta sanción . ¿Y no ha y otra? 

91. ¿El marido puede tomar las rentas de la mujer y e~­
trar en posesión de sus bienes? Esto supone que los espo­
sos están casados bajo el régimen de la ~eparación de bie­
nes, ó bajo el régimen dotal. La mujer t!<lLle en estos dos 
régimenes el derecho de disfrutar de sus bienes, salvo los 
bienes dotales propiamente dichos. Hay una hipótesis den-

1 Sesión uttll\ollSljlÜ UU B::;t:.Hlo dd 5 YOlllliminrio afio X, núme· 
ro 32 (Locré, t. 1I, p. 3114). 

2 Veáse la jurisprudencia 011 DaIloz, en la palaura. matrimonio, 
núm. 757. 
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tro de la cual el marido tiene el derecho incontestable dQ 
apoderarse de los bienes de su mujer, y es cuando 'lO en· 
trega al marido la porción de sus rentas con la cual debs 
contribuir á los cargos del matrimonio. La corte de Par[s 
ha resuelto en el sentido de que como la mujer que ha 
conseguido la separación de Lienes debe soportar, en pro­
porción á sus facultades y á las del marido, los gastos del 
hogar, habia lugar á atribuir á su marido una parte de las 
rentas de su mujer hasta el día del reitegro de ésta al do­
micilio conyugal (1) 

Pero es diferente la cuestión de saber si el marido puede 
tomar todas las rentas de su mujer y ponerse en posesión 
,le sus bienes para obligarla á volver al domicilio conyu­
gal. Nosotros creemos que la cuestión debe resolverse ne­
gativamente y sin vacilar. La mujer tiene el derecho de 
administrar sus Lienes y de disfrutarlos. Para privarla de 
un derecho que debe :i su calidad de propietaria y á su 
conlí-ato de matrimonio, se necesitaría un texto. El derecho 
del propietario es absoluto, y los tribunales no pueden 
modificarlo sino en virtud de la ley. En vano se dice que 
el acreedor puede apoderarse de los bienes del deudor, en 
el caso en cuestión no ha y ni acreedor ni deudor (2). Por 
otra parte, el apoderamiento de los bienes es una vla de 
ejecución que termina en la "enta forzosa de los biene~ 
para satisfacer á los acreedores, mientras que on 01 caso 
presente la mujer estaria privada, durante todo el matri­
mogio, de la administración y del goce de sus bienes, lo 
que sería un verdadero cambio en las eonvenciones matri­
moniales. Se objeta que el apoderarse de los bienes equi. 
vale á negar alimentos, y que si la denegación de alimen· 

1 Sentencia üe 27 de Enero (le lR55 (Dalloz, Oolecci(JI! perúídic(l, 
1855,2, 208). 

2 Dnranton, OI(I'SO de derecho ftances, t. I1, p. 110, 412, nÚlIIs. 'la8 
J siguientos). 
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tos es permitida en un régimen, debe autorizarse en todos 
los régimenes. Nosotros contestamos que no hay lugar á 
rehusar alimentos á la mujer que no los pide; que la oe­
negación de alimentos no es legitima sino en el sentido oe 
que la mujer debe recibirlos en la casa conyugal, y ~i ella 
la abanuona, no puede reclamarlos de ~u marido. AsI, 
pues, no há lugar ti una denegación de alimentos cuando 
la mujer nada reclama. La jurisprudencia está dividida: 
so pronuncia generalmente por la toma de posesión (1), y 
11) mismo sncede con los autore, (2). 

92. Se pregunta si la mujer puede ser sentenciaoa a 
danos y perjuicios hasta el momento en que reitegre el 
domicilio conyugal. Hay sentencias y autores que admiteu 
esta vla de ejecución. A decir verdad, ésta no es una vla 
de ejecución es una pena, una multa, COIIIO lo expresa la 
ccrte de Bruselas. que ha sentenciado á la mujm' á pagar 
uua su ma de dinero por cada dla que tardase en cumplir 
la obligación de cohabitar con su marido (3). ¿Esta palabra 
pena, qu!' la corte pronuncia, no hahrla dllbido recoroarl\! 
que no puede haber pena sin ley penal'? ¿Y cómo unos ju. 
risconsultos han podido concebir la idea de aplicar al ma­
trimonio los principios sobre daños y perjuicios? (4). Como 
mny bien lo dice la corte de Colrrlar, basta leer los arlicu-

1 ScntOllOi:L de JUo', .1. 13 do Agosto <l" 1810 (D.,lIoz, en II1I,ah.· 
in'do matrimoniQ, uúm. 759,2':'). Seutellcia tle Colmar de 10 de Julio 
,le 1833 (0 .. 110', i/Ji.l, nÍ!m. 761). Sentenci" tio UI\cn. H ,le AgOllto 
tle 184:9 ,Di.llluz, O?lección petiódicfl, 1850,2, 18:». J~D Belltillo UOII_ 
t""rio, sentoncia .~o 1'''", 11 tio Mayo <le 1863 (Vallo", Colección 1,e­
riodien, 1863, 2, 193). 

2 Znchariae, etl'ici6n de Ara~sé y Vergé, t. I, 1). 219, Ilota 4. De_ 
molombe, t. J V, p. 1 ~.j., UIUll. 105. 

S SUlIteUe1u. tlt! }O de Abl"i ,le 182! (Dalloz un 18 lHlluuru,1 malTi.. 
1/1Qnio, núm. 750, :;~). 

,1 Dllrauton, t·o Ir, p. 41~, núm. 410. Dumolomuo, t. 1 V, 1),125, 
núm. 106. Bu .cuti,lo ooulr,'r;o, ZaolIariaJ, etiioi~1l <lo Dubry t. [11, 
),. ~20, nota 4, pro. 471. 
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los del código referentes á danos y perjuicios para conven­
cerse de que es imposible hacer su aplicación al deber que 
tipne la mujer de habitar con su marido (1). En los térmi­
nos rlel ~rt. 11l!9, los danos y perjuicios que SH deben al 
acreedor son por la pérdida que ha sufrido y por la ganan­
cia de que se ha visto privado, ¿El marido es un acreedor? 
¿Cuál es la pérdida que ha sufrido? ¿Cuái la ganancia de 
que se ha visto privado? Estas cuestiones, tan naturales 
cuando se trata de una deuda de dinero, son ahsurdas 
cuando fe plantean con motivo de una oLligac:ón moral. 
En definitiva, ¿de qué se trata? De obligar á la mujer á que 
vuelva al domicilio conyugal. Supongamos que lo haga; 
¡,Sil presencia material en la casa que su mArido habita res­
tablecerá esa vida común que hace de dos sere,; uno solo? 
¡Cómn, la mujer ha abandonado la casa conyugal y vuelve 
á ell~, no porque apetezca restablecerla, sino para no pa­
gar danos y perjuicios! ¿Si al marido le queda un senti­
miento de honra, no debería estar avergo;:ado de haber 
"Ltenido por el interés lo que en vano haLia peJido al 
amor? ¿Y cómo conciliar el carilla con las penas y las 
multas'l 

B3. La jurisprudenoia y la doctrina han ido más léjos; 
admiten que el juez puedo autorizar al marido para reque­
rir la fuerza pública á fin de obligar á su mujer á reitegrar 
el domicilio conyugal. Se invoca el principio elemental que 
permite la ejecución forzosa para todo derecho consagrado 
por lit ley, 11 deber de la mujer de cohabitar con su mari­
do no es únicamente un ueber moral, es además una ohli­
gación civil, de la que nace un derecho para el marido; es· 
te derecho le da acción contra la mujer; aSI, pues, á instan­
cias del marido, el juez debe ordenar á la mujer que vuel-

1 Sent,eucia (je 10 tic Julio uc 1833 \ Dalluz, en la pal"lJ", ",nl1L 
maní., núm. 761). 
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va á la casa conyug~1. ¿Qué seria de la autoridad de las le­
yes, qué del respeto deoido á las sentencias de los trihuna· 
les, si la lIlujer pudiese provocar al legislador y al magis· 
trado? (l \. Al leer p,stas sentencias, recuérdanse las palabras 
de Napoleón en el consejo de Estado: .No sauen vdes· lo 
que es el lIlatrimonio.» Sin duda alguna que el deber de ca· 
habitación es una obligación civil ¿pero resulta de esto que 
pueria awgurarse esta obligación por la ejecución forzosa? 
Véamos como ob,·ará la fuerza. Los gendarmes llevan .1 la· 
mujer á la casa conyugal. Ahí no tendrán á la mujer á la 
vista, si no haOría una violación de la libertad individual. 
El marido no podrá tampoc" poner á su mujer bajo de lla· 
ves. Así, pues, desde el momento mismo en quo constre­
nida por la fuerza, la mujer pone el pié en el domicilio con· 
)'ugal, pucde salirse. ¡,Ilalmi que recurrir de nuevo á !a 
fuerza·! ¡,Los gendarmes se ocuparan permanentemente en 
transportar al domicilio conyugal á la mujer recalcitrante'l 
¿h esto se llama restaolecer la vida común? Confesémoslo: 
en este caso los gendarnes son impotent~s. No hay en el 
mundo fuerza alguna (Ine pueda obligar á la mujer á habi­
tar con su marido, cuando ella ya no lo apetece (:2). 

Lns autores están divididos. Y los hay, pOI cierto, de 
los mejores, que admiten (¡ue se emplee la fuerza. En ver­
dad que la argumentnciún de Zacarías seguida por Marcadé, 
bastaría para rcchazar una ,loctrina tan mal defendida. El 

1 Sentencia de Pan, 11e 1:J 110 Abril tle 1810 (Dallor.. (,n la paliL 
hrn. matrimollio, núm. 762, In); de la corte tlc casaciólI, de 9 do Agosto 
<le 1826 (Daltoz, ¡bid, 762, 2"); <le Parí" 31 !le Marzo <le 1855 (Dallo1" 
¡bid., 1863,2, (93); de Pall, 11 de Marzo ,le 1863 (Dalloz, ibid., 1863, 
!!, 192). 

2 Sentencia fle BOllrgo~, Hi de .Julio do 1B11 (Dalloz, on la pala_ 
hra matrimonio, JlúlIJuro 761); de rrl)lo~a. 24: de Agosto de ]818 (ibid., 
lJíllll. 758 ,e); de Colmar, 10 <lo Jlllio 1833 (ibid., núm. 761). I,as coro 
tes <lo Holanda se "ronuum"n en et lUismo santillo. Yéans& ,los sen· 
teneiascitadas por Dalloz, 1852, 2, 105 Y 106. 
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marido, dice el jurisconsulto alemán, liene un ,tOl'Odlll cu­
yo objeto es la persona ¡te la mujer; en donde yo encuen­
tro una cosa la reivindico (i). Zacari~R olvid~ que si la mu­
jer es una cosa, es por lo ménos una cosa mobiliaria; y que 
las cosas mohiliarias no StJ reivindican. Marcadé da otro 
giro á este argumento brutal. «En d matrimonio, la mu­
jer me ha ofrecido su persona misma: ¿por qué no habrla 
yo de poder perseguir por las vias legales la posesión de 
esta persona (2)?» ¿Por qué, agregaremos nosotros no ha­
brían de instalarse los gendarme" en la cámara nup~ial? 
iNo le vemos término á la cuestión, y con razónl 

La opinión que sostenemos la enseilan Delvincourt, Du­
rantón y Duvergier (3). Nosotros no aceptamos todas las 
razones que se dan en pró ó en contra ,te osta d,)ctrina. En 
general, los que repelen la fuerza invocan la libertad indio 
Tidual; ven p.n el empleo do la fnerza ur.a especie de pe­
na corporal, y por consiguiente, una violación del art. 
2063, que prohibe al .i uez pronunciar la pena cor­
poral fnera de los casos determinadus por la ley. A nues­
tro modo de juzgar, nada común hay entre el u~o de la 
fuerza, con el fin de obligar á una persona A hacer lo que 
está obligada á hacer la pena cDrporal (4). En principio, 
admitimos que el deudor puede ser [or7.ado á cumplir su 
obligación cuando se pued.¡, pOLo el empleo rle la fuerza. 
En esto no hay la menor lesión á b líLerlad individnal. Se 
violaría la libertad cuando el delJ·lnr f(]p~p' "" ~arc"lado; se 
violaría respecto á la mujer, si fuese CllCel'l':l la ell el domi-

1 Znchnrire, oflioión ,le Vl~rg(\, t. lo:', p. 3~R, Ilota ,t. 
2 Mal'oadé, curso demelltrrl t. 1", p. 45;, art" ~u.. nÚIII. Ii. 
3 Deh·inconrt, t. 1, p. 79, Ilota ,1. Unralltoll. t. n. p. 412.n(i,lluo 

4,10. Dnvergiof sobre TnlllJior t. Uf lIúrn. 666, nota r, p. 10. 
J Esto esLá muy bien domoatrallo 1;'11 Hna St!llt~n()j¡L d~ la (\orto de 

DijOD. 25 de Julio de 1840 (Dalloz en la p .• lahra rJt~lrimo~io, mIme· 
ro 762, 5"). ' 
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r,iIio conyugal; no se viola la libertad si únicamente se la 
obliga á volver, puesto que á ello está obligada: ella misma 
es la que IIn este sontido, está privada de la IiLertad desde 
el memento en que SI) casa. Si rechazamos la fuerza, es 
porque se trata \10 sólo de obligar á la mujer á rllintegrar 
p.l domicilio conyugal, sino de la vida común; ahora billn, 
en este caso la fuerza es impotente. La obligación, por más 
qoe esté consagrada por la ley, sigue siendo un deber mo 
ral, en el sentido tle que es imposiblo la ejecución por la 
fuerza. 

94. El marido está obligado á recibir á su mujer. t,Si se 
niega á ello, cual será la sanción? Cierto os que la mujer 
podrá pedir una pensión alimenticia. Enséoase también que 
podrá reclamar daños y perjuicios. La jurisprudencia deci 
de igualmente que ella podrá reclamar el empleo de la fuer· 
za pública con el fin de hacerse abrir el domicilio couyu· 
gal (i). ¿Pero si el marido abandonase el domicilio conyu­
galpodrla la mujer exigir que volviese? evidentemente que 
si podrla, ¿yen dónde estarla la sanción? Los autores no 
quieren otra que no sea la de daños y peljuicios. Esto se· 
rla una flagrante lesión al poder marital, dice M. Dumo· 
lombe (2). ¡Cómo! ¿seria violar el poder marital. forzar al 
marido á que cumpliese su deber? ¿Por qué no aplicar al 
marido lo que se hace respecto de la mujer? ¿Existe un de­
recho aparte para el marido? ¿Una sola y misma obligación. 
la rle cohabitar, tendrá una sanción, si de la mujer se tra. 
la, y no la tendrá si se trata del marido? ¿No probarla 
psto, que la doctrina de h fuerza 110 es suficientemente sóli­
da? A nuestro juicio, no hay sanción, salTO el derl;cho pa­
ra cada uno de los esposos, de pedir el divoreio ó la sepa· 
ración de cuerpo. 

1 8ent~n"i .. ,l. Brneela., 7 (le Diciembre ,lo 1821 (Dalloz, 011 la 
l'lIluhn. matrimonio, n1lm. 748, .3°) 

2 DemoloDlb'c, Curso de código Na¡ioleon, t. IV, p. 131. núm. 110. 
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SECCION 1I.-De la incapacidad de la l1wjer casada. 

S L PI\INCIPIOS :GENKRALES. 

9:';, La mujor casada está destinada á la incapacida,1 ju­
rldica, Sil la coloca entre los i ncapares por el código civil 
(art. t 124). ¿Qué fundamehto tiene esta incapacidad? Ya 
en el antiguo derecho los autores estaban divididos en e~­
te pUlltO, y no ha cesado del todo la incertidumbre bajo el 
imperio de la nueva legislación. Hay desde luego una ra­
zón bastante banal, que pl'er.isa rechazar, por mÁs que ten­
ga su parte de verdad. Invocáballse en otros tiempos la Ii. 
gereza de la mujer y su inexperiencia para justificar la in­
capacidad que la ley le impone. Cierto es que las mujeres 
no tienen ni pueden tenor en el mismo grado que los hOIll' 
]Jres, la experiencia de los negocios. ¿Pero esta diferenCia 
de capacidad influye en el derecho? Nó, porque la OIujor 
no casada ó viuda es tan capaz corno el homLre. Supuesto 
que sólo la mujer casada es incapáz, debe buscarse la ra­
zón de esto en el matrimonio; en efecto, desde el momen­
to en qne el matrimonio se celebra, la incapacidad comien­
la, y cesa cuando el matrimonio se disuelve. El lIhttrilllO­
nio coloca á la mujer bajo el poder de su marido, }<;ste po­
der debe ejercer una influencia en la incapacidad juridica Je 
la mujer; como ella debe obedecer en todo á su marido, es 
claro que no conviene que ejecute acto alguno sin haLer 
solicitado su consentimiento. Esta es la razón que da 1'01-

hiel'. «El poder, dice, que el marido tiene en la persona 
de su mujer no permite a ésta hacer algo sino bajo la de­
pendencia de aquel (1) .• Deduciase de aqul, en el derecho 

1 Pot-hior, Trillad:; dd poda dd I/wrjdo, secoión 11, t. 11, p. 170. 
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antiguo, que la incapacidad de la mujer era absoluta y trala 
consigo una nulidad absoluta. 

¿Y esta es la teorta del código civil? Nó, la dependencia 
de la mujer hace ciertamente su papel en su incapacidad, 
pero no un papel predominante, como en el derecho anti­
guo. Hay, á este respecto, una notable diferencia en los 
textos. Las constumbres decian: «La mujer casada, de 
ninguna manera puede contratar.» Mientras que el articulo 
1124 dice que la mujer es incapaz de contratar en los ca­
e08 expresados pOI' la ley; esto equivale á decir que la in­
capacidad no es absoluta, en el sentido de 'lue engendre 
una nulidad absoluta. En efecto, el articulo siguiente 
asienta el principio de la nulidad relativa. Esto revela un 
cambio completo de sistema. Una nulidad relativa implica 
que no esta establecida por un motivo de interés general. 
Ast, pues, no puede decirse con Coquille que la incapaci­
dad de la mujer casada esté fundada en el decoro público; 
hay que decir que está establecida para poner á cubierto 
los illtereses de las que pueden prevalerse de la nulidad. 
El marido lo puede, porque su autoridad ha sido menos­
preciada. La mujer lo puede, pero ¿por qué? Debe contes­
tarse que porque ella no ha disfrutado de la protección que 
la ley ha querido asegurarlo. ¿Pero cuáles son los intereses 
que la ley ha pretendido poner á cubierto? La mujer ca­
sada no está 1'a en la posesión en que se encontraba aien­
do doncella; no puede ejecutar acto jurídico que no rellu· 
yil sobre sus hijos ó sobre su marido; ast, pues, los actos 
que se halla en el caso de ejecutar interesan á toda la fa­
milia. ¿Y siendo e5to asl no es necesario que el jefe de la 
familia intervenga para garantizar los interes comunes? 
El matrimonio es una sociedad; cada asociado tiene su es­
fera de acción, su misión; tócanle á la mujer los cuidados 
del interior de la casa, la oducación de los hijos; al mari-
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do, la dil'ecc;ón de lo~ negocios, En este sentido; reqnié­
Tese su intervención no sólo pOl'r¡ne tiene auloddull sobre 
la mujol', sino también porque dehe velar por los intereses 
generales de la familia (1), 

Esta teorla descansa en los textos del eór!iw,; hemos ci­
tildo losarticulos j 124 Y 112t:i, Hay allom¿s otras dispo­
siciones fJue no pueden explicarse por el principio del po­
ller marital. En el derecho antiguo, el marido menor do 
edad podia autorir.ar á su mujer; no puede hacerlo según 
el código (art. 224), Y es porque en el derecho antiguo la 
incapacidad de la mujer sólo se fundaiJ:t en el poder Jel 
marido; ahora bien, el mellor tiene este p~der t.nto como 
elll1ayor oe etlad, aSi, pues, Jebia solicitarse su autoriza, 
r.ión, En el derecho mouemo, al contr"rio, la idea de pro­
tección es la que preferentcmento domina, y ¿de qué ser, 
viría la protección de un marido menor que á su vez nece­
sita ser protebido? 

Cuando el marido es menor, eslá aU5ento Ó incapacitado, 
se acude á la justicia para f]Ue autnrice n la mujm' (articulos 
224 y 222), Evidentemento que entonces ningún papel ha­
ce el poder marital. Así, pues, si la incapacidad de la mu­
je,' casada no tuviese más fundamento fJuc el poder dolma­
rido, la mujer deberia volver al goce de su capacidad natu­
ral. Si sigue siendo incapaz, si necesila la autorización de 
la justicia, esto prueba que ]¡ay además otros intereses en 
juego, el interés de la familia fJue se confumle con el de 
la mujer, 

96, El principio de flue la incapacidad de la mujer está 
fundada en el matrimonio tiene importantes consecuencias, 
fiesulta que es de orden público, supuesto que el matri­
monio es de orJen público, Sigucse oc aquí, que las con-

1 h¡1Chariac, Curso de darcho civil frallr:es, t.. IlI, p. :J:J;), pfo, -172. 
P. tIc D._Tomo IH_'.W 



venciones matrimoniales no pueden tla.r á la mujer la capa­
cidad fine pillr,¡e al casar·Re. El arto 1388 lo dice: .105 
IlRl'osns no pueden derogar IOR dereehos 'lue resultan del 
palier marital suure la pcrson.~.Je la mujer.» Ilé u'lnl por 
(jué los art.s. 2W y 217, 'lue estableeen la incnpn"ida,¡ de 
la Illujer casarla, agregan que esta illcapueidad exiRte aun 
Cllllllt!O la mujer esté separada Ile hienes ú no viva en ca­
mlrn. Sin embargo, la regla formularla por el urL 1388 no 
es absoluta; el contrato <le matrimonio puede 'Ilodifi"ar la 
incapacidad de la 1llt1)Br. Esto ar.onleee toda vez 'llle la mu­
jer' Sil l'eserva la arlministr'ación de tallo ó de rarte de SIlS 

bienes; puede entonces cj~cutur los a~tos I'ehtivos á esta 
administración sin antorización del marido ni de la justicia 

9'>3 1 r "'G 1" ~G) (art~. _N', ;),) Y :¡ I . 

Del principio de qne la incapaddu,l de la mujer es una 
consecuencia del matrimonio, slgncse adernús, que subsis­
tn durante tocio el tiempo tlelm;:lrimonio. La mujer, aun 
separ·,.!a de CUCl'jlo, signo siendo incapáz, [>'1I'(lue la sera­
radúll de crwl'l'0, rompe únicamente b "ida común, no 
arrel,al.:l al lIIari.!o el poder 'lue LÍene ,obre Sil mujer sino 
en lo quc concierne nI deber dc culIabitaciún; en todos los 
dermis respectos, la autoridad marital ,ubsisto, y en conse­
cuencia la irwapacidad de la mnjer. Sil! embuI'go, la se· 
I'ur:lciún Ile cncrpo tiene una influencia considerable en la 
[~a\,acirlad de la mujer, puesto que trae consigo la separa· 
ción de hieneR (art. 3i 1); allOra bien, la mujer separada 
en Lienes tiene la libre administración tle su patrimonio, y 
la incapul'Ídad, por lo mismo, est,'! QjsminuiJa. 

El principio tiene otr'as muchas consecuencias, 'lue ex­
pondremos sucesivamente al entrar en los detalles de la 
materia. 



Dm~ :'Ir A nU:-'10N LO 

SIL EXTENSlON Dl~ Lt\. INCAPACIDAD. 

",'Ú/JI. l. /},. los aclos ,·;ctl'(fjlldicial~". 

!l7. 1\ art. ;¿17 estaLlecc: "La mujer alln 110 llevando 
Tida COITnln Ó sepal';lIh dD lJiencs, lIO Pllede dar, pnnr:<cnar, 
hipot.ecar, a[lquirir á titnlo 00el'l)50 él gralnilCJ .... , ,» I.Es 
restrictiva esta enumeración? Es esto I'reguntar si ia imca­
['Jcidad de la muj()~ casnd,1 es gcnt~ral, Ó si s(,\o se refiere 
:\ ciertos actos détermina[los por la ley. Es ,le principio !jue 
la mujer es incap;íz d~ ejecutar 110 al'to jurídico Si!1 :lUtori· 
7.áeión d~ su marido. Los motivos '¡1l0 hall hech" estable­
cer la incapaciJad son generales; la sumisión 'llIe la mujer 
debe á su marioo exige quo ella obtenga su cOllselltimien­
lo para todo acto, y .,¡ interes do la familia exige igu~l. 

mento que el marido tOllle conocimiento de todos los actos 
que la mujer se propone ejecntar. Este principio rcsulta, 
por otra parte, del con.jl1llto de I.1S disposiciones riel código. 

El articulo 207 di"e: « La mujer, aun no llevando vida 
común él separada [le bienes.)) asi es 'fue la incapacidad 
existe en totlos los régimcl1os. Acaballlos de dccir que esta 
es una consecuencia del principio, enel cual se lunda la in­
capacidad. El código, á este respecto, deroga el antiguo 
derecho. hn la naciones de t1erecllO oscrito, la mujer ca­
salla bajo 01 régimon dotal temía la libre disposición de sus 
hienes parafernalos. E'3ta era una evidente inconsecueneia 
El legislador moderno con mos lógica, mantiene la incapa 
cidad en todos los régimencs; salvo el minorar su ripl' cuan­
do la mujer tiene la administración de sus bienes en virtud 
del contrato de matl'imonio; en este caso, puede ella ejecu-
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tar los actos que conciernen á esta administráción sin auto­
rización marital, pero sigue siendo incapaz pu·ra todo acto 
extraflO á la aúministraeión, 

La incapaeiúall so aplica ti toda especie de actos, sin dis· 
tinguir si son ti titulo gmtuito ó á título oneroso. De ma, 
nera '1ue la mujer necesita la autorización marital, aun pa­
ra aCeptar ulla donación '1ue se le hace, Así era ya en el 
antiguo derecho, en virtulI de la ol'úenan;:a de 1731; era 
esta una de las ral'as disposiciones aplicables á la~ provin. 
cías tle derecho escrito c¡)mo á los paises del det'echo CO'1' 

suetudinario; lo flue pl'lleba '1ue la incapacidad g'l runllaba 
en un motivo de órden púhlico, Cierto es '1ue, cuando la 
mujer adquiere á titulo gratuito, no contmc ningnna obli­
gación, pero las buenas constnmbrcs exigen rlllo el rnarillo 
intervenga para autorizar la aceptación, 

El art. 217 no diee, "amo las constul1lbres, rrue la mujer 
no puede de ninguna ma[Jera contratal', Sin erniJarg", cla­
ro es que la muje\' casada es incapaz para ohlisal';O, Esto 
resulta de los textos mismos del código, El arto 220 esta· 
blece que la mujel', si es comerciante pública. puede, sin la 
autorización de su marido, obligan'o en lo rlllO concierne ú 
su negocio, Esta excepción supone que la incapacidad de 
obligarse, forma la \'egla, Los arts, 2i!1, 22z y 224, exi­
gen que la mujer obtenga la autorización de justicia para 
contratar, cuando 01 marido está .en la imposibilidad legal 
de dar su cO[Jsentil1lientfl; contl'atar, (13 obligarilfl por 
convención; así, pues, ia mujer [JO puede 0bligarse sin an 
torización de justicia, lo que de nne,·o implica que Stl inca, 
pacidad es general. Po\' (¡Itimro, el articulo 1121 pone á las 
mujeres casadas entre los mOllore; y los incapacitados, L~ 
ley' agrega, e[J verdad, fluO la mujel' es incapaz de contra· 
tal' en lo, casos previstos por la'ley; pero, según lo hemos 
hecho notar, estos términr,s no son restrictivos, 
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Los textos cOQfirman, pues, el principio elemental que 
declara a lag mujeres casadas incapaces de rj'!rcitar acto ju. 
ridico ninguno. Pero la incapacidad recibe exeepciolles, y 
sin duda, por esta razón el legislador Ili) Ila querido forlntl· 
larla de una manera demasiado absoluta. 

1I.-Exce!Jcione~. 

fl8. La doetrina admite como principio que los incara­
ceo puedell ejecutar los actos conservatorios, sin autoriza· 
ción lIi asistcneia ninguna. Este principio se desprende de 
la natllrale7.a misma de los actos conservatorios; tienden iÍ 

conservar los derechos, y aprovechan nc,'esarialllente á los 
que los tienen, y por lo mismo no ha y razón para prohibir· 
los á los incapaces. En cuanto á la mujer, hay, no obstan· 
te, Ull nlotivo para dudar. Su incapacidad estrilla no en la 
edad, como para con el menor, ni en las lacultarles inte· 
lectuales, como en el ineapacit;.do, sino en el poder mari· 
tal; ahora bien, en teoría puede decirse que el poder mari· 
tal no tolera exeepeiones; la mujer debe oiJedilll1ci:t á su 
marido en las cosas pC'Iuei\as como en las grantl~s. Si este 
principio se siguiese con todo rigor, habría que exigir siem· 
pre la autorización marital, hasta para los aNos conservato­
rios. Pero l., ley misma deroga esto. Así es que permite á 

la mujer requerir la inscripción de su hipoteca legal (1). La 
aplicación del principio es lo que !pernJite á los incapaces 
ejecutar los actos conservatorios. Hay '[UB apli"ar' el lIlismo 
principio tí la inscripción Ile la hipoteca "'¡I!\'endonal Ó tes· 
tamentaria. 11 código civil lo dice expresamente de la trans 

cripción de las donaciones hechas :í la mujer; ];¡ lIluler pue· 
de procerler sin autorización (art. 940). Nuestra ley hipo­
tecaria gener'a!iza el l'l'Íncipi,) do la transcrip<:ióu (art. 10); 
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,es .el) todo caso uu acto conservatorio, para el cual la mujer 
puede en tod,) tiempo requerirla, Interrumpir ulIa prescrip, 
ción, hac(Jl' una protesta, son actos conservatorios, en 105 

que 111 mujel' puerle pror.eder sin antorización. 
99. Hay, en segundo lugar, actos que la le-y permite 

e,iQclltar á la .mujer, dispensándola expresa ó tácitamente 
,le la alltol'Ízacióu marital. Tal es d tcstameuto. Eu nues' 
tro antiguo derecho, habia cnnstumbres que declaraban 11 
la mujer incapaz de testar. Esto Dra exagerar el principio 
de 1(, illcapadrIad: como el testamento no ha de tener "fec· 
to sillo IÍ la muerte de la muj~r, uo ha lugar ti hacer ¡nter· 
venir eu él la autoritla,t rlCl Illarido, supuesto que, á la 
mut)I'tc ya no tiene potier marital. POI' otra parte, rs de la 
rsencia del tastamento qne sea la libre expresión de la vo· 
lunVl,1 del testador, y ningnna voluntad extraña pnede in· 
tm'venir 00 él, sin viciarlo, El código Napoleón ba devuel· 
In á la mUJer nn derecho de quc malamente la habian des· 
poja(lo las leyes antiguas (art. 226). 

Las ,l .. naciones hechas entre esposos ,Iurante el matri' 
monlO participan de la naturaleza de los testamentos, en el 
~rntido ,le que son siempre revocables. (.Quiere esto decir 
que la mujer puede hacerlas sin autorización? Nó, porque 
la donación, aunqne revocable, es un contrato por el eual 
la mnjer enagena á titulo gratuito, y desde luego la mujer 
no pue,ie donar (3rt. 217). Pero el código le permite que 
revoque la donación, siu estar autorizarla por el marido ni 
pnr justicia (art. 1096). Esta excepción resulta de la natu, 
raleza nlÍsma de estas donadones; si la ley las declara re. 
vorR\.lps, es porqne abriga el temor do que no sean la ex­
presión de la voluntad libre del donante; desde entonces de­
bla permití l' á la mujer que manifestase su voluntad revo· 
cando sin autorización las liberalidades que sólo hizo en 
vista de una violencia moral. 
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La ley pbrmitn :'t la madl'e que acepte una donación he­
cha á su hijo menor rle criad (arl. \)8:»; y por esto mismo, 
puede aceptarla sin autorización; s; la ley hulJierc prtllcu­
di do exigil' la autorización, iMlti! habriasido decir que el 
el ]J(uI1'c y la madre pnCdf'll acoplar por d menor, IIay, 
sin embargo, esto Un singular, J' es ']ue uu incapns est:'t 
llamado á cubrir la iJl,~ap:lCid:\lJ tic ntrtl i'lo,:1l'lZ, 1:1 razón 
de est:> annm:¡]ia "parenl" e,1 fine la iO'''ll'a,'idnd 00 la mu­
jer ca,,;:¡d1. no ros ah~,nllll.¡,; Illl S(~ csbldp(>,(l :"ir.o en l':l'~ÓIl deL 

p"d!'r marital y tle It,s intereses d,~ la familia; allOra bien, 
cuando sr> trala de aee;,!ar Ul):! donación en nombre del 
hijo mellor, f~St.0S n1oLiyu~ no I if'rlf~I1 "J'a valor. 

El arliculo ~¡~17 permite al esposo h",',)I' durante el ma­
trilllOnio el reconnl'Íllliclllo dc 1111 hijo natural r¡1l~ hubiese 
tenido a~teH di, Sil matrimouio, de l,',rsnna que no es su 
cónyuge. Se rn~punLll si la mujel' Ill1Adc hac/?'rlo sin auto­
ri¡,acióll. Gencralmeut" ~r; cnsd'¡;¡ la :dirnntiva. Insistiré 
mos en este pllllto el! cllitulo de la {'atornillad, 

100, La IllU.iA" ""s~,h e, incill,:IZ, "'1 el sentido dc I{ue 
no puede cjceut;n' lJillgún (lJ~to juridi(',I) :;in nU[OriZilciÓtl. 

Siguese de "'!ui que !lQ puede estar olJli¡;ada por el Iwdlo 
de haberlo ejecutado, Pero hay casos en ']'18 est.11l10S "bj·· 
garlos siu acto nuestro: b muj[)!', dice l'othier, es capaz e:' 
estas Qblioa~ionl\s, rO!I1iJ cualquiera otra persolla, sin Ilin­
guua aulol'izaci"'fl, El principio es cierto, pet'll h aplica­
ción presenta al¡;llllaS r1ilíclllladc3, 

S!'gtin los términos del :lIt, 1 :170, hay comprolllisos 
({ue resll/t:JIl de la sola ant.ol'itlatl de la ley: talcs SOIl, tlice 
el código, lns ti" los tul.rHt~S y otros adlllinistradores que 
n0 pueden re/lOs:1r la r,lJlci'Úl 'lile s'" I~s ha cOllliada, Se 
pregunta si la Inujer queda I':¡bleranwutc cOlllPrometida 
cuanllo tiene (, su cnrgo !lna Illt81a, sin ({UI' la haya ~cep' 
tatlo con uutori7.ación del marido, Illll'anl.oll diee 'T'lO la 
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mujel~,no está obligada, como tutora, sino c¡:¡ando ha acep­
tarlo.la tutela con autori7.ación. Zacharire critica esta deci­
sión; pretende que las obligaciones que nacen de la tutela 
se desprenden de la. ley misma, inaependientemente de to­
da aceptación. Esto es cierto en general, pero no tratán. 
dose de la mujer; la madre tutora puede rehusar la tutela, 
luego si na la rehusa es porque la acepta, y por lo tanto, 

'la~ obligb.ciones que coutrae proceden de un hecho volun-
tario. Hay, pues, lugar para aplicar la regla general :<.no 
la, excepción (1), entend iúndose bien si la viuda vuelve á 

casarse. ¿Pasaría lo mismo si una ascendiente fuese nom­
brada tutora? La cuestión presenta otras dificultades. lnsis­
tirémos en ellas en el titulo de la tutela. 

Por aplicación del mismo principio, la mujer está obli­
gada por sus delitos y por sus cuasi delitos. Esto no tiene 
duda. ~,a ley lo expresa as! respecto del menor (art. 1310); 
con mayor razón debe ser lo mismo respecto de la mujer. 

101. Pothier aplica también la excepción á los cuasi 
contratGs, en el sentido de que los compromisos que de 
ellQs se derivan, sin concurso de consentimiento, existen 
respecto á la mujer, aunque no esté autorizada. Tal es la 
gestión de negocios. Si es negocio de la mujer el que se 
gestiona, ella quedará obligarla, ~omo cualquiera otra per­
sana) por el hecho del gerente. ¿Puede ella también 
gestionar negocio agcllo sin autorización? Nó, porque aqul 
se trata de un hecho personal ti la mujer, y ella no puede 
quedar obligada de hecho sin estar autorizada (2). Ningnna 
dnda hay en cuanto á las obligaciones que ella contrae res­
pecto á tercero corr.o gerente; evidentemente que serían 
r:n1a8 .. ¿Pero al menos la mujer no estarla obligada res-

1 Dnranhm, t. U , p. 449, núm. 500. Zac]H\,rim, t. HI, p, 327, Hota 
18, .1'fo. 472. 

:l 1'o11l10r, Traf4do del poder del marido, núm. 50. 



DBL MATUnlONIO Ila 

pecto al actor pOI' el perjuicio que ella le causa por su mala 
gestión? Aquí hay una duda. Ciprio es que la: mujer qo 
puede verse obligada C0ll10 gerente, porque no puede ser 
gerente sin autorización. ¿Pero no podrla obligársele eu 
virtud de un cuasi delito? La dificultad consiste en sa'ber si 
puede aplicill'sel~ el art. 1382, en cuyrs términos todo h/:)­
cho cualquiera del hombro qu" caUM dano a otro, obliga. 
á aquel por cuya culpa ha tenido lugar á repararlo (1). Hay 
un motivo para dudar; el hecho de gestionar asuntos dfl 
otro está previsto por el arto "]372, en el capitulo de los 
cuasi contratos; ahora bien, ¿lm solo y mismo hecho puede 
ser á la vez un cuasi cOlltrato y un cuasi delito? ¿Desde ese 
momento, lIO es ['reciso decir qUe hay lugar á aplicar los 
principios que rigen los CIlasi contratos, y no los que rigen 
los Cl1~si delitos? Nó, ponluo en realidad no hay gestión de 
negocios, sLlpllesto fJlle la fULljor 1JO puede ser gerente. 
Queda, pues, en pie un lteeho volnnlario de la lllujer que 
causa un daflo, es deCir, LHI cuasi delLto. 

La mujer lecibe un pago indebido. ,~Estú obligada á res­
tituir lo 11118 le ha sido pagado? l'utl¡icr establece como re­
gIa quo la mujer debe Clllllplir las obligaciones que produce 
la sola equidad; cita CUIllO ejemplo ~l caso de un préstamo 
hecho á la mujer; ésta debe restituiL' lo 'lile ha recihido en 
tanto que con "Iio se ha enriquecido, 1I0.8L: virtud del prés­
tamo, sinu en virtull de la lllOxima de efluidall que "prohi­
be eIll'iquecerse á expensas de otro (2). Hay que aplicar el 
mismo principio al pago indebido; la lllujer tl quien se ha 
hecho quedará ou!igada eu tauto que se ha enriquecidu. 
S~ pregunta si estaria oLligada ~ restituir todo lo que hv. 
recibido en el caso de 'Iue, estandu separada de bienes, es 

1 DClJlO]OUlbo, t. IV, p. 21í, UÚtlI. 181. l\Iotlrlon, llepcticiona, t t·, 
p. :JU3, nota. 

:J Pothier, Tratado del poder JellllariJu, núm. 51. 
1', Ile ])._1'OIlJO lII_:!I 
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Q8páz de recibir un pago (1). La cuestión está lllal plantea­
.la. Es de pl'intiipio que el que recibe UIl pago indebido, 
aun ('11 a [1(10 sea cal'á1., 110 está obligado sino en tanto r¡ue 
se ha enriquecido, si él es de buena I"é. Asl, pues, cuando 
l. mujer separada (le bienes recibe de buena fé l.) que no 
le es dehido, ella 110 llche restituir sillo aquello COIl lo qne 
!le ha enl'iquet'ido. ¿Pero qué se resolverá si ella es de lila 
la I .. ? Debe aplicárselo el principio de derecho c1'lllún, se· 
gún el cual 01 'Itle recilJe de mala fé lo r¡ue no le es dehi­
,to, está ohligado it reparar touo el perjuicio que causa? r· .. 
eate caso hay dolo, y en consecuoncia delito civil más bien 
(tue cuasi eontrat,... Ahora bien, la lIl11jer está obligada por 
sut delitos y pOi' Sil. cl1asi delitos. 

NUM. ~. DE LOS ACTOS JUDICIALES. 

1. REGLA GE~EnAJ., 

'102. El 3rt. 21ti previene que la mujer no pued~ com­
parecer ell juicio sin la autorización del marido; lo que 
'luie~e decir l/ue ella no puede litigar ni C0ll10 actora, ni 
llomo dllmandada, si pum elio no estn autorizada. Esta in' 
capacidad es más ahsoluta que la de que acabamos de ha­
blar, La mujer sepanula de hienes puede fljercitar los ac­
t09 relati\'os á su administración sin autorización marital; 
pero si con motivo de Bstos actos se suscita un litigio, no 
puede ella cumpurecer en juicio. ¿Por finé si es capáz de 
administrar, no ha de serlo para sostener las causas judi. 
dales l'eferenteg á su administración? Al permitir á la mu­
jel' que adluinistre sus bienes, el legislador deberia, por lo 
mismo, perlr.itirle que fljecutase los actos de adminlstra­
dúo sin autorización marital, porque estos actos son de lo-

1 DeulUlollllm, 0llr30 del código de Napoleón, t. IV, p. ~18, ll(lIne_ 
.rll 182. 
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dos los días y de todos los momentos. No se palpa la mis­
ma necesidad respe~t() á las causas judiciales que afortuna­
damente son cosa rara en la vida. Además, los litigios son 
actos peligrosos que pueden comprometer la fortuna de la 
mujer á eallsa de los gastos que ocasionan, miontras que 
los actos tle administración siempre le son más ó mllnos 
provechosos. Por esto es que la prohibición de litigar es 
absoluta (1). 

El art. 2t!:i agrega: "aun CIIando sea comerci&lltR pú­
blico .• Cuando la mujer e5 comerciante pública, pued€ 
obligarse y hasta hipotecar y enagenar sus muebles para 
las necesidades do su comercio. Sn capacidad os, pues, 
mayor que la de la mujer separa,la de bienes. ?ilo obstan­
te, la ley la declara incapaz de comparecer eu juicio en las 
causas judiciales referentes á SU comercIo. Las razones Ron 
las mismas que acabamos de exponer para la mujer separa· 
da de bienes. La incapacidad es idéntica y tan absoluta en 
uno como en otro caso. Sorprende, pues, que un~ cort~. 
haya resuelto lo contrario. Se ha juzgado que la mUler au­
torizada 1'01' su marido para hacer toda clage de operació­
nes de comercio, y con relación á estas operaciones, todos 
los acto~ permitidos por la ley á la mujer comerciante, 
puede, en virtud de esta autorización, proseguir un; iOB­

taneia mercantil (2). Esto es violar la ley en su letra '! en 
su espiritu. Cuando la ley exige que la mujer comerciante 
esté autorizada para comparecer en juicio, quiere una atl 
torización especial para cada instancia mercantil, y desde 
luego tuda autorización general, y que 11: siquiera hable de 
causas judiciales, Pi ineficAz. 

La expresión compal'ecel' en Jutcio es general; se aplica 

1 Sontencia dH ca.ación, 13 ,le NO\'iemhre ,fe 1844 (Dallo., Colrc_ 
ción periódicrr, 18-1:;, 1, 33). 

2 Sentencia de la corto de Aix, 9 do Enero de 1866 (Dallo., Colec­
ción ptriódica, 1867,5.35). 



161 DE LAIi PERSONAS 

al ~aso en que la mujer es la demandada. En efecto, la 
razón es la misma; puede interesade no defenderse. Aun 
se .. dmite que la mujer necesita estar autorizada para pre­
sentarse á la oficina do conciliación (1). Que la mujer deba 
estar autorizada, esto no tiene duda; ¡.poro debe estarlo en 
virtud de la disposieión que le prohibe comparecer en jui­
cio? Nó, porque el preliminar de la cODciliación 110 es una 
instancia judicial: es, como la palabra lo indica, una ten­
tativa para conciliar á los que van á entrar en un litigio; 
asl, pues, no hay todavla litigio, y 110 puede decirse que la 
mujer comparece en jnicio cualldo comparece ante el juz. 
de paz. Pero por lo mismo que los preliminares de la COll­
ciliación pueden llevar á ur.a transacción, la mujer debe es­
IBr autorizadaj de lo contrario, su comparescencia ante el 
juez de paz no teQdrla objeto. 

f03. ¿Cuándo debe otorgarse á la mujer la autorización 
para cOITIparecer en juicio? Es de jurisprudencia que no 
debe darse ilntes que la instancia comienee y que basta que 
la mujer la obtenga autes del juicio definitivo. Asl es que 
se ha juzgado que la autorización puede darla el marido á ~u 
mlljer ,separada rJe bienes, por la primera vez en la audien­
'lia, J que, en este caso, hace válido tod,) ei procedimien. 
to anterior (2). La lIorle de c~saeión ha i,lo lOa~ lejos; ha 
resuelto que la autori7.allÍón á efe.cto do apelar de un juicio, 
cubro la nulidad del def~cto de autorización pal'a proceder 
anle 01 primer juez (3). P,)r aplicación de fl,te principio, 
se ha Juzgado que la apelación interpuesta por una mujer 
no es lIula, aun cuan<!a la ha~a hecho sin autorización de 

1 Do 108 fiutort'S c\jt.at!t,,,, por Dallol" cu la. p;~lahrl\ matri11lol,io 
nútneo i~O. 

2 Sentenoia ,le Pothiel'., 11 ,lo Marzo ,le 1828 y ,le BOSRII2on , 
1~ de Octubre <lo 1810 (Dalloz, en 1" palabra matrimonio, n (1111. 859, 
,,~ y; 5~), 

3 SelJtellchl, 5 <lo Diciemuro ,le 1809 (Dallez, en la palabra Culto, 
núm. 625. 
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IU marido, y que basta que esta autorizacion 8fl le haya d~­
do p.osteriormente (l). Según el rigor dll los principios es 
nula la instancia a\¡ierta por la mujer no autoriza la, lo mis 
mo que el acto extr~illrlicial ejercitado por ella. En el m)­
mento en 'lue un incapaz obra es cuando se Ip- ,Iche auto­
rizar so pena de nulidad de todo lo que hace. Pero la nuli­
dad puede quedar cubierta, como lo expresa I a corte de ca 
saciónj la autorización que se dé des,lUés de la introduc­
ción de la instancia confirma lo que se ha hecho irregular· 
mente. ¿Podria darse la conlirmación después de que la 
instancia ha quedado terminada por un juicio definitivo? 
Más adelante examinaremos esta cuestión. 

1I.-Hxcepci one.q. 

f04. La corte de casación asienta corno pl'incipio, en 
esta materia, que no pueden admitirse más excepciones 
que las que o~tlÍn formaln¡ente establecidas por la ley (2). 
Tratábase de saber si la mujer qU'l pide la nulidad de' su 
matrimonio, por vicio de consentimiento, debo estar auto­
!'izada por su marido. Nosotros hemos enseiíado la afirm~­
tiva, (3) y, á nuestro juicio, "" ofrece duda alguna. La ley 
no establece excepciones, y por lo tanto el caso entra en 
la regla general r¡ue exige la autol'izaei<Jn. Es la aplicación 
del principie> element"1 que rige las excepciouc; ([~). 'Iuy 
rliversa seria la cnestión, ¡¡si como su resollldón. si la. ni:! 

jer pretendiese que jamás hubo matrimonio. E,ltori, es 110 

1 Véaso la. .inri~pru:lonei¡J. en D,lllo7" ell la palalJn\ II!rr/l'il/tlmio, 
números 860 y 861. 

2 Sentenoi:\, 21 (\e l~nero tin 1815 (Dalloz, l~!!i! r. !ti, 
3 Véase el tomo II .10 mis Principios, núm. 436. 
4 Véase el tomo 1 !le mis Principios, núm. 377. 
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obra como mujer casada, y, por lo mismo, no necesita au­
torización. La COl't~ de casación ha resuelto mU1 bien que 
la mujer 'Iue se insCl'ibo en falso cillltra el ac~o dtJ celebra· 
dón de su matrimonio, 110 debe estar autorizada por su 
marido (1). Est() no es !lila excepción de la regla, sino la 
regla misma que 110 recibe aplicación. 

tOn. Hay lugar para al'liear la regla cuando la mujer li­
tiga contra su marido. Si es como actora, es evidente que 
debe SOl' 'lUtori7,ada; más adelante ,cremos si por el marido 
ó por lDs trihunales. Si es como Gemamlada, se admite 
que no le "'s necesaria la autorización. Formulada de est~ 

modo, la decisión es inadmisible. Desde el momento en 
que la mujer litiga, debt: estar autorizada; la letra y el es­
píritu de la ley lo exigen. ¿Qué. importa qUl' el marido so~, 
el actor? Hay siempre que examinar si la mujer está inte' 
resada en def'JI)dersc. Necesita, pues, una au torización. lA­
gicamente la ley habría debido exigir la illtervención de 
la justicia, supuesto que el mari .. lo es parte en la causa. Ya 
"eremos que no es este el sistema tlel código. El marido 
es llamado para aul')rizal'. ¡,l'ero precisa una autorización 
expresa, ó el IwcllO de que el mal'i,lo intente una acción 
contra su mujer puede considerarse l:omn una autorilación 
tAcita? Es de principio que la autorización puede ser tácita, 
cuamlo M trata de acciones judiciales, tanto t:omo cuando 
se tr1ita de actos extrajudiciales. La autorizaciólI es tácita 
cuando el marido asienta un hecho que implica necesaria­
mente la voluntad ,le autol'Ízar. Talos, sin duda alguna, el 
hecho de intentar una acción CO'ltra su mujer. ¿Que es lo 
que quiere el marido que demanda? Quiere obtener un jui­
cio; ahora bien, para esto, es fuerza que la mujer pmlda 

1 Sentencia tle 31 tle Agosto <le 1824 (Oalloz, 182t, ~, 336). 
Pi,use mi, prinéi¡Jios, t. n, núm. '(46, 
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defenderse. Intentar acción contra la mujer, e~uivale, puos, 
á autorizarla para litigar (1). 

106. La jurisprudencia admite que no ha lugar a auto. 
rizar á la mujer, cuando contra ésta se ha dirigi,lll una ac· 
ción de expropiación. Desde luego. (lice la cOI'le de Agen, (2) 
la acción \'a mús particularmente dirigida contra la ~osa qlHl 

contra la persona. Este primer argumento prueha demasia· 
do, ¿no pasa lo mismo en todas las aeciones reales? El nse· 
guramiento, se dice, no es una instancia judicial. Cierto es 
Ijue tiene sus caracteres particulares; pero esto no impi,le 
que venga ¡f terminar en un juicio. As[ es '¡IlO se adrnit~ 
que la adjudicación, aun preparatoria, no puede prollun· 
ciar8e contra la mujer ~in autorizaciún (:3). Esto !lOS parece 
Ijue decirle la cuestión respecto á los actos de procedimien. 
to que pre"Cllen á la adjudicación. El principio que domi· 
na en esta materia, es, en erecto, que la mujer no pueda 
figurar en un acto jurídico sin estar autorizada. Poco im­
porta, pues, que el procedimiento do expropiación sea in­
,licial ó extrajudicial. 

M. Demolornbe dice que la cuestión la decide el texto 
del código (4). En efecto, el art. 2:208 supone 'lile la mu­
jer debe estar antorizada. Pero no lo previene así sino para 
el caso en que la mujcl es deudora. La mujer puede ser 
tralda á juicio por detener un inmueble hipotecado por la 
deuda dé un tercero. I,n est.J caso, pueJe decirse con la 
C'lrte de Agen, 'lue no es la mujer la perseguida, sino el 
inmueble. Sin embargo, hay entonces una razón de más, 
para exigir la autorización. El tercer3 dekntador tiene de­
rechos, I'uetle desistir, puede pagar; ahora bieu, desde el 

1 Bsta ns la o;)iniúu unc'tnillte, (Dalloz~ R':pertorio, on la palabra 
matrimonio, 1111/11. 770.) 

:l Sallt.,4 do Enero 184J (Dall("~J 1815, 4,1-1. 
:~ YéIlTlS.O las ~elltelleiaB eiCi.ULI15 pur Reper:orio, en la palaura .Ira· 

{rimonio, núm. 770. 
4 DCOlolombe, curso de codigo .1Vtlpoleon t. IY, p. 153, núm. 13.J.. 
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lJIomento en que ge trata del ejercicio de un derecho, el 

marido debe intervenir para garantir los intereses de la muo 
jer y los de la familia. 

107. Hay casos en que la mujer no necesita autorización, 
ó por mejor decir, en que la autorización del mari,lo l~ re· 
empl"za la intervención de la justieia. La mujer puede, sill 
previa autorización, intentar la acción en divorcio por causa 
determinada. Según los términos de los articulas 240 y 
241, la mujer debe pedir al tritJUnal permiso para citar;l 
su marido. Este permiso equivale á una autorización. C'lIl­
clbese ,/ue ,¡ causa de la naturaleza de la acción, la mujel' 
110 esté obligada á dirigirse á su marido, il quien debe su­
ponerse culpable, y el cual, autorizando a su mujer, con· 
fesarla hasta cierto punto, sus faltas y sus crímenes. Por el 
mismo motivo, la mujer puele [onllular Ulla demanda de 
separación de cuerpo sin la autorización del marido. En e~­
te caso, llámase al presidente tlel trilJUnal para que la nuto· 
rice (código de procedimientos art. 875, 878). POI' análo­
gas razones, la mujer que pide la separación de bienes, de­
bo estar autorizada no por el marido, sino por el presidente 
del tribunal (código de procedimientos, art. 86i.>1. 

108. ¿Debe aceptarse la misma excepción cuando la 
mujer pitle el interdieto do su marido? L~ COI· te do 
Tolosa ha resuelto que la mujer no necesitaua de au· 
tllrizaoión, fundándose en el artículo 490 'Iue da á ca­
da esposo el derecho de provocar el interdicto de su 
cóoNuge. Lejos está esta decisión de ser decisiva. De­
cir que la mujer tiene calidad para ejercitar una acción, no 
es autorizarla para que la ejercite sin auturización. La cor­
te de Tolosa asi !o ha sentido. Sustituye la autorización de 
marido por la de la justicia; y esto no porque la mujer esté 
obligada á pedir al tribunal una autorización formal; el tri­
bunal interviene para nombrar el consejo de familia y para 
la notificación que debe hacerse al demandado en juicio de 
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interdiClo. Esto equivale á una autorización, dice .lw'carte, 
para lo que invoca la analogla que exist~ entre la acción de 
interdicto y las ahcionesde divorcio, de separacit'TI de auer­
po y de separación de bienes ('1) ¿Pero e3 cierto qno,exista 
tal analogía? Las tre~ últimas acciones sbn D1IIS Ó Dlenos 
injuriosas, y hasta infamantes; niientras qne el i"terdiclo 
se pide por inter83 mismo riel marido;· pom no debe inten­
tarse con ligereza, Bueno es qlJe ha ya acucl'tlo· entre los 
cóuyuges, si ello es posible; y en el caso de qua el marido 
lo rehuse, es inútil que la justicia intervenga antes de pro· 
ceder á las formalidades necesarias. 

En rnateria cl'iminal. 

109, El arto 21G establece: "No eh necesaria la alltori· 
zación del marido cuando la mujer es persAguida en Itl,IW­
ria cri'llinal ó de policía.» Se ve que la exc~pcion so llace 
CrI el caso de que la mujer sea acriminada; si ella C.l la 'IlIO 

ejecuta la persecuciÓn, el caso entra en la sola regla geue· 
ral; la mujer necesita autorización, porque ningllna 1"lzón 
hay [lJra disp8llsidsela (2). 1.1'01' ql~Ú no ha de 5,'1' aulori­
zada cuando se la persigue? La mujer debo lener la autorI­
zación de su marido, en maleria civil, ;tUII ClIalldo S!la la 
parte demandada, ¿Qué razón de difercnch /¡ay pntre];¡s 
causas civiles y las criminales'! h ve<:es Sll aduce una raZÓll 
débil, diciendo qne la defensa es de d"l'L'c11O natural, euull­

do la mujer es perseguida en mate!'i". criminal. ¿Y acaso 
en derecho civil la defensa lJO es llll ,lercdlO natural? L;¡ 
verdadera razó,l es ASia, Puede illtl.·rC5c.rle a la mUjer dé!­
mandada en matcria civil el !ln dcféIldcr"o para eVIta! tías­
tos inútiles; importa, puos, que 01 mariclo llltcrvOllga. El! 

1 Sontencia.lO ele ll'olll'ero de LS:!J (L\llt,'j~:, Jú:.pr:.r'{urw núrll;·778~" 
:t Véase la jurisprw.lf'llcia. en Dallo~, RcpertQ/'io, núm. 70-1. 

P. de D._TolllO III_~~ 
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materia criminal, la causa sigue su secuela, defiéndase 6 
nó la mnjer; de domle resulta que ella está siempre int~rc­
sada en defenderse, por lo que es inútil la intervención del 
marido. 

i iD. ¿Qué debe resolverse respecto de la acción civil 
que emana del delito? Si se intenta ante llJs tribunales civi­
les, es una acción de daflos y pm'juicios, y, por lo mismo, 
una acción puram"lnte civil. Asl, pues, no estamos All el 
caso de la excepción establecida por el 1Irt- 216: la mujer 
no está persegui,la en ll1at~ria criminal, y puerle interosar· 
le no defenderse_ Volvemos ~ entrar en la regla genel'al 
del arto 2115: la mujer no puede comparecer en juicio sin 
estar autorizada por su marido. Si la acd,;n civil se pl'O­
mueve en los tribunales criminales, hay que hacer distin­
ciones. Hay una hipótesis en la cual todo~ est¡\n ue acuer­
do. El ministerio púl,lico es el (Iue promueve, y la parte 
lesiona(la se constituye 1'111 té civil: la mujel' no necesita 
autoriz3eilÍ1I, p"l'que se la persigue pn materia criminal. 
Cierto es qne hay 01"8 acciolleS distintas, llOl'lnallas por di, 
ferentes principi"g, pef'O estas diferencias no tienen ningu­
na influencia en la solución de nuestr" easo, La '¡"ción d­
vil es aqn\ el acceoorio ue la aceión pública; la mujer, al 
derendel'.e contra la acción pública, se defiende contra la 
acción civil; y I como puede defenderse sin at:loriz3ción 
contm la acción del ministerio púhlico, pu,~de tambión 
,Iereuderse contra la parte civil, sin autorizaei6n. Es 
más dificil la cuestión cuando la parte lesionaua intenta di­
rectamente su acción ante el tribunal correccional ó de po­
licia. Aunque intentada ante un tribunal penal, la acción 
no es criminal, supuesto que tiende á una sentencia en da­
nos,! perjuicifls_ Asl, pues, es una acción civil, y en con­
secuencia, estaruos dentro de la regla que exige la autori­
zación cuando la mujer es la parto demandada en el orden 
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civil. Tal es la opi nión de Zacarias, seguida por Marcarlé (i). 
Objétase que la acción no es puramente civil, supuesto que 
el ministerio público puede de nn m.Jmento á otro to­
mar conclusiones contra la mujer, si la parte civil prue· 
ha la existencia de uu delito ó rle una contravención (2). 
No nos parece concluyente la ohjeción. Para que haya lu· 
gar á la excepción Jel art. 216, Sil necesita que la mujer 
esté perseguida en materia criminal, es decir, como culpa­
ble de un delito ó rle uua contravención. Pues bien; no 
puede decirse que la mujer esté perseguida en materia cri­
minal cuando la acción tiene por objeto único r'Jclamar da­
flOs y perjuicios. Poco importa lo que pueda llegar á suce­
der; la naturaleza de la acción se determina no por lo que 
el ministerio pueda hacer, sino por lo qne In parte vulne­
raJa demanda. En euanto al esplrilu de la ley, es igual­
mente contrario á la opinión que comlJatimos. I.Por qué el 
artículo 216 dispensa á la mujer de la autorización en ma­
teria criminal? Porque pcrseguida criminalmente tiene siem· 
pre inter6s en defenderse. ¿Y puede decirse que la mujer 
está siempre interesada en defenderse cnando es requerida 
ante un tribunal criminal por la parte vulnerarla? Cierta­
mente que 110; puede interesarle indemnizar de5de luego 
al quejoso, para impedir que el ministerio público conclu· 
ya contra ella, en el caso de que se estableciese un hecho 
criminal. 1sto quiere decir que estamos dentro de la regla 
que prohibe á la mujer comparecer en juilio sin autori­
zación. 

S 111. De la aulo7'ización marital. 

NUM. 1. -PRINCIPIOS GENERALES. 

1 i 1. ¿Qué so ()nti~nde por ~utorización? ¿Es una de esas 
1 ~,Wh¡Hi:C, t. JI f, pfc. 'tí::!, 11 8::;' y lInta 1:1. Marcaflé t. 1, p. 549, 

núm. 1, flobru el Art. !!lü.) 
2 DClllolomue, curso dé cadigo NUl'oleón, t. IV, p. 157 nuúUl. 143. 
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formalidades que llamamos instrumentales y que la. ley 
presujbc para garantizar la libre expresión de la voluntad 
del que ejercita una acción? ;,0 AS un simple consenti· 
miento, una nprolJaeión que el marido da al acto que b 
mnjor r¡uicJ'B o¡eeutar? Esta cuestión se ol'igina de la cotn­
paraciÓ¡l elltm el tl"l'eeho de las constumbres y el código 
actual. EII el ll"ligllO (I(~r',)eho, la mayor parte de las cons 
tunllu'tlS distillgui:ln CII[I'O la [llltorizació'l qlle se daha por 
las instancias judiciales y b ({lIe illtcrven[a en los aelo.,ex 
t.rajudiciales; .Ia primera era un simple consentil1lientr¡, 
mientras que la otra er,\ llna forma solemno, de dando se 
(Iellucla que lwbia (¡UO servirse del término autorizar, 
lérmino sacramental, sin 10 ellal no había autorización (1). 
Pothiers no da ninguna razón para esta diferencit El ctí 
digo la ha rechazado; se sirve indiferentemente de las pa· 
labras. autori;ación. y consentimiento, para lo; acto ex­
trajudiciales como para los juicios, (2) yatlmiteJormal. 
mente la alltorizacibn tácita (art. 21t)), lo que excluye too 
da forma solemne La teoría del código está en armonia 
con la esencia de lu ,llltorización, Si el marido interviene 
es paraal'roiJar lo qua la mujer .Ilace y no para asegurar 
la libcrtad de su voluntad; así, pues, so le llama para dar' 
una aprobación Ó un consentimiento (3), 

112. No hay que confundir la autorización con el 
mandato, La mujer debe ser autorizada por su marido 
cuando obre en su propio nombre, cuando litigue ó cuan­
do sea contrayente; ella es la que se obliga, el marido que 
la autoriza no se obliga, 110 haco más que aprobar la obli· 

1 f'othiorR, 'l'rnfrulo del l)f)da l1U1l'itaf) llÍlm. nq y 7r,. Merlín, jl~­
llo'lq,rja, ml hL paI;Lbr;t·nlt{ori.:-(fl~ián nwrif.al,_p.cll. Vf, pfo. 2. 

:.! "értnso lor. art~. 21;1, 226, 7'j'G, 93·j, 2'.l,!W, 1.119, l:,;l5, y eÓllign Ile 
eornorcio, rtl'tlI. ti' Y 1). 

3 Zaoltarim. trarlneoión tle ;\fas8{\.r Yergl\ t. T, p. 2~m, not.\ 3. 
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gación contraída por la mujer. CUilndo el marido da man­
dato á su mujer, trátase de los pr"pins ueredlOs de ar¡uél, 
ue sus intereses; 83 óI quio¡] litiga, q" ell bv.iJla en el ¡)JIl­

t!'ato, Y 4uien se ouliga; la mujer malldataria no s·, ol,j;ga 
mil' que otro mandatario eualr¡uiera. Cuando el Illaritlo 
otorga un mandato a su tnujer, llO llol~esita aulorizarla, (')J 

por mejrlr decir, no h.y lug'll' Ú autorización; aun cllan,lo 
el marido se hubiese servirlo de esta palabra, habría man­
dato. Granue es la uiferencia entre el mandato y 11 anto­
rización. Según los términos dúl articnlo 223, 1,1 aut'lriza­
ción no puede ser general, dcbe ser especial, ¡"',in pena de 
nulidad, mientras f¡Ue el man.lato puede ser gonentl (ar­
lionlo 1987). Cuando la autol'izadún fJS expres;¡, el c0Jigo 
Ijllicl'B r¡lle se otorgue por oscrito :al'L 21Li; el man,lnVJ n'l 
debe dal'so por escrito. 

Importa, pues, mucho distinguir CtlauJo hay autoriza­
ción y cuando mandato. No son los lI\l'mino, lns r¡oo do­
ciden la cuestión; posible es que el marido se haya sel'vi­
O" ue la palalJl·a aUlopización, siendo así que otorga ;í su 
mujer un Verdadero mandato. La cuestión de sabor si so 
trata de los derechos de la mujer ó de los derechos del ma' 
rido, depende de las convenciones matrim0niales. Supon­
gamos que los esposos so hayan casado bajo el rógimen de 
la comunidad legal. No flS necesario r1ecil' Ijlle, si el mari­
do otorga poder á la mujer para ¡¡no intcntf) accionos judi­
ciales respecto á sus bienes propios IÍ l'CSrccto il lus hie~es 
de la comunidad, hay mandato y no aulo"¡zac:ón. Síguese 
de aquí, que si el poder se refiere á la a,lministración de 
los bienes de la mujer, hay todavía manrlato, porque en el 
régimen de ¡a comunidad, el marido administra los bienes 
de la mujer; se trata, pues, de un derecho del marido, y 
la mujer no puede ejercitarlo sino en virtud do un manda­
to. Si- al contrario, el poder es concerniente á la propie-
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dad ,le los bienes de la mujer, ésto pretendido poder no se 
en realid¡¡,1 m:ís IjIlO una alltorizaeÍlín, porque se trata de 
!lU derecho de la mujer. Tlrsulta de ésto Iflle para la ad· 
ministración de los him19s de la mujer, n0 hay nunca lu· 
gar :i autnl'Ízación. Si cota admiuistración pertenece al ma­
ri,jo, la mujer no tiellO ya ningún derecho, así es que nn 
puede obrar sino en virtud de un rnJlllbto. Si el contrato 
delmatrimooio da ti la mnjl)r 1:1 administración de sus bie· 
nes, pueda ejecutar todos los actos de administración sin 
autorización lnaril.al; ó, eomo lo expresa el art. 223, la 
claüsula del cuntratn de matrimonio so considera como una 
autorización general. 

Núm. 2.-Es¡Jecialidad de ln autorización. 

113. La autorización debe ser especial. El arto 223 pro 
hilm tOlla autol'ización geueral. ¿Qué debe entenderse por 
autorizacitln especial? La cuestión es ineontrovertible. Nos 
parece quo el texto y el espíritu de la ley la deciden con 
claridad. El al·t. '211) dice que la. mujer no pueele éompa­
re-Jer en juicio sin la autorizaeión de su marido, lo que 
implica que la mujer debe sor autorizada para cada causa en 
'Iue sea (:emaudante ó demandada. Cuando se trata de un 
acto. extrajudicial, el art. 216 '1uiere el concurso del mari· 
do en el acto; esta expresión nos revela la mente del legis 
lador; se necesita 'lu8 en cada nelo que la mujer ejercite, 
el marido intervenga para aprobarlo. JJ! ley agrega: .ó su 
consentimimiento por escrito.» Deben entenderse estas pa 
labras en el mismo sentido; la autorización expresa no 
puede regirse por otros princi pios Ijue por la autorización 
tácita. El esplritu de la ley 110 doja duda alguna sobre esta 
interpretación. ¿Por qué se llama al mari,lo para que auto­
rice á la mujer? Para resguardar los intereses de la mujer 
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y los de la familia; ahora bien, la autorización .nil puede 
llenar este objeto si [1<) os que el marido tomll conocimiento 

de cada acto antes du autorizarlo. Ll ley exige adeiOú~ la 
autorización, porque la mujer deue re,;peto y obcdienda al 
marido, lo que igualmente implica que la muje¡' con.ultc á 

su marido en todl) acto jurídico que se halle en el caso de 
otorgar. ¿Y sel'ia mantener su anloridad, si el mnrillo dio~ 
se de antemano á la mU;'lr la autorización para hacer toJ~ 
lo que le viniese a las mientes? 15to seria [JO cj~!'cer el 
poder marital, sino abdic;¡rlo. Ahora bien, el poder mari­

tal es de orden público, y por la mismo no es permitido 
de rogarlo (art. 6). La ley ni siqlliera permite á los futnros 
esposos derogarlo por sus convcndones rnatrim,)ni~lt)s, por 
más que el contrato de matrimonio sea el más favorable de 

totlos los contratos (arts. 223, 1388). 
Los autores del código uo han hecho más flue rejlrorlu­

cit, los principios consagrado, por uuestras alltiguas cons· 
tumbres forenses. Importa recol'llarlos plleóto que. hay 
controversia. Pothicr nos ha~e sallol' que se IJauia tleda· 
rado en varios actos de notoriedad, elTl~\I1atl s del CIJatelet 
de Paris, que la aut'jrízacióu debe sor especial, 05 dclcir, 
IJllesta en el aelo miórllo ó por medio ¡je una procuracilin 
h'~cha especialmente par.! el acto en cuestión CI J. E.la era 
tallluién la opilli01l un:'tnim', de los autores. Pothior Jnseila 

que la autorización del marido deue ser especial para tul y 
tal acto (2). «Estimo, dice Leul'Un, r¡ne las antnr izaciones 
deu"" ser espccialc5 en cada negocio y en cada contra­
to (3), 

Tal es también la opinión generalmcnl'J seguida bajo el 
imperio del código. Hay, sin omuarg", disentimientos y 
cierta vacilación en la jurisprudencia. Duranton y Zacari re 

1 Potbi6r, 7'nl((/.[1) ,Jel pader delmr1r¡'¡(), núm. 67. 
~ Pothier, IlItrothlrdón nI tít'lllo X (le la CODstutnhre de Orloau8. 
~; Lourl1n, Ce lo COIILllllidud, Jil,. 11, cap. 1, seco IY, nÍlm. 8. 
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entienden la palabra e,special en el sentido de determina· 
do; decir que la autorizaci¿n os especial cuando los bienes 
:1 lo! cuales se reriore están determinados: por ejemplo, la 
autorización para enagenar los inmuebles situldos en tll 
departamento, Lo que la ley prohibe, seglin estos allto"oS, 
es la autorización dada en términos generales de enagenar, 
de hipotecar, de litigar (1). Se ha resuello en este sentido 
rlue la autorización dada á una mnjer 'para pedir IJI'estadas 
lus sumas que le son ó que pueden serIe necesarias para 
pagar lo que puedo deber, y para hacel' reparaciones en una 
de sus propiedades. ó para hacer el uso que juzgare conve· 
niotlte,» es especial; la sen tencia ha conservado, ell conse· 
cUbncia, las hipotecas que la mujer había consentiúo para 
;a garantía de los préstamos pOI' ella contraídos (2). 

l!;~ta docldo,' LID ha prevalecido en la jurisprudeneia, y 
con razón; ella se aparta de la tradición, es contral'Ía al 
texto y al espíritu de la ley, tales como los acallalllos de 
comprobar, L~ curte do casación ha juzgado (Iue era pl'd' 
ciso un consentimiento especial del marido para cada ven· 
ta, cada préstamo, eada constitución de hipOICC'l. Invoca 
el art. 11.i3S, qUIl declara nola la autorización general de 
enagenar hs inmuebles de I~ mojel'; este texto, dice la 
corte,se extiende,. por identidad de razón, Ii los pré"tamos 
y ú las hipotecas (3), El 3rt. Hi;lS no nos parece decisil'o: 
no dke lo que debe entenderse por autorización general; 
hay, pues, que recurrir, com~ lo hemos he~IIO, al antiguo 
del'echo y al esplritu de la ley (4), 

1. Dnrantou, t. 11, p, 417, II(WI. 4.J-n. Zacilrim, t.. Ill, pru. 3:n, ilO_ 

ta 42. 
~ Sentenuia df~ I;~ ourtll dI! \\a~:It:jÓII 11u a dt\ g"lll'o de lS:!2 (Dic 

Hoz, Repertorio, \-/1 L~ I-*ala!¡r¡~ lIt:ttn!JtJ/ú,), UÍlHI. S52 l~) 
3 SBlltmicia dH l~ dll U:u'1.0 ILu 1810 (Didlu¡¡; l\lI h l'tdabra J/a/ri­

monio lIlíOl. 85:3, 1'.') 
4 Ext,,, tÜ~ la opinión d~l la maror pal'te de los autol'es. Vóafio Du-

11\010"'00, f.. IV, p, ~H, II(UII. 207, 
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114.. Por aplicación Je ~SI03 principios, la corte de ca· 
saeión hac.tlci[li[lo que la anlor:zaei'Jn da,1a pnr "outrato 
de matrimonio pam enaWlnar un ill[lln"l'¡c in,li,,,,,lo nomi 
IInlmente era nula; era preciso, di,'o ella, 'in.)"¡ marido 
interviniese en el ado dn b ellagHI1:lci('HI. EII el e:l.30 tl~! 

que se trataba, la yenta so hal,ia hecho lreinta ailos des· 
pué, del contrato de malrimonin, P"I' I1I1 j)re¡~ir) [llle se pre 
lentIla era inferior al nlor rllal, v sin 'pI" se supiese en lo 
~ue habia pararlo este pro,)io. El "IJlIsejero d¡".i,alllinar!ol' 
hizo [lolar, cOl!lIludJa razrJo, I¡nc sempj:l1Jle antorizaeiún no 
correspondia [lel todo a! objeto di) la lpi" Ul1 conscntimien­
lo ,ago, ua[lo COI! treinla ;¡iles de anlilOipaciil1l, para nI oh 
jeto de un:1 coajenaeiún BVfHlln,d, SLll ¡['IU el rnarido et¡Il'l_ 

ciese ni pudiese conoc"r al adqnirclIle, ni las (~"lJlliciunes 
dc la venta, ni el precio, ni d empleo del precio ¡,es esto 
lo que el legislarlor ha Ijuerido al exigil' ulla autorización 
especial? La facultad discrecional, irrevocable, de el1ag8nar 
un inmueble, aun CUill}[]O eslé rleterrnilla[hl, seria compa­
tible con la obcdiencia que la [lJujer del,,) al marido y eDil 

la protección que érile de he il ar¡lleel!;l (1), 
Ante la corte de casación de B.~rlin so ha 1l1'!;sentado una 

cuestión cuya solución pOlle el principio en tod" Stl luz, Un 
marido tmtorizó ti su mujer I,ara que calldonasc todas las 
deudas qlle pudiere conlrU8r con motivo) de las ope.raciollCS 
que h:ciese COl1 un terc,)\'o, La corte de C'Jlocia llizo válida 
esta autorizaciúlI, pOrijUC hallÍa si,lo "torgarla para un aeto 
especial, la caución, y porque se rderia ir personas desig­
nadas y á un género determinado de negocios, Su senten, 
cia sufrió casación por la corto de Berlín ~2), por~ue lacan-

1 SUIlt., l-l (ltl Dinh':n!n',' ¡SIO (D¡¡·:lp/" el¡ JI J"dahr¡l 1I1,(tn.liwlI¡o: 
lIíUII. Hf.i3, ;2") 

2 SClltt'¡W¡it de H do .No\"iornhn~ ¡jIJ 1."\11) (D".lIoz. 1817,:J, 1.(6). 
n~slluJto el! el lIlismo fielltido por la eortll de Brusela.') (suntuIHJ¡i\ !I 
dn i\Tarzo de 18GB, t'lu)¡l. Pasicrisia, 1868, 2, J06.) 

P. (lo D._Tomo III_~:; 
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ción para la que ge habla dado la autol'iz:tcwII era general; 
en efecto, comlmmt!ia no sólo una obligaciótl ,IAt9rmina­
da, sino el con.iunlo de lo,las ¡as ohliga~if)nes 'lU') pu'lieran 
resultar de las rclariuneR ,le negados entre el marido y l1U 

tercero, Para ser especial, la autoriza"i6n hahla debid,) 
otorgarse para cada ohligación cont,'aida p"r el mari,Jo; la 
mujer habria sabido entÓllces á 'lulÍ 'JuedalJl1 nhligarla, 
mientras que en el Cilsn "n cuestitm, no podia saberlo, N~: 
da es tan peligroso como un:! clmción contraida d,) .. )~t() 
modo, Esto equivale á decir 'lue la rnlJj~r no había disfru 
tado de la protecci6n qu,) la ley 'luiere ascglll"lrl,', La <l1J > 

torizaciún era, pues, nula: est.o es lo que Hluy bien ha re­
suelto la corte ,le ?lIdz en un Ileg"ci,) unáíog:J (1 J, Como 
otra corte lo eXl'ru,n, "la autoriz •• -:Íún del marido se exige 
110 sólo como UII homenaje al po,ler rnwital, sino también 
como un aelo Jo tlltel;]. y de pl'otecei,ill; preciso es, ¡mes, 
para que se euml'Lt ,·,1 obj lo ,le la ley, 'file la autorización 
se otorgue con 1,1'>'110 conocimiento d" C.lnS1, es decir con la 
mira de un [Ido dctcnninado por la conVenieileia )' acerca 
de cuya opOI't.l1nidul'll maritlo pn".Je iIlJ,lrarilsull1njet'." (2) 

1115, La regla de que h ul1toriz,t,,;{JIl deb.J ser cspeeial 
recibe algurias l'xcepeiones, S'~gúll los téI'Illin,)s ,Id articu­
lo 223, "toda aul.ol'iza"ión genoral, aun e,ti0nJa.1:t por con 
t.rato de matrimonio, lIO es válida sino cn cuanto lí la ad, 
ministración d~ los bienes de la mujer." La mujer puede 
<lstipular por Sll contrato di] llIatrimollio Ifue tenga la libm 
administración Ih sus Lillues, Esto e" lo que se !lama el 
régimen de separación tle biellcs, La mlljer serJra~a de 
bienes puede ejecutar los acto3 de a.dministl'&ción sin eslar' 
autorizada por su marhlo, ó por mejor decir, sin especial 

1 Selltcnoia (111 7 d(l .lllHio (lo ]810 (DallC\;~, lWíl, ~,li}(j). 
~ St~Tlttlllcia ,1(\ la col'tu d\~ t'as,lC1óll, do:!'j tlt~ gllHfO <le IRfil (Da. 

J:oz, lR5~, :J, :.!7\ 
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autorización; la e!¡J1I5ul" dpl contrato .le m,trimonio valo 
lo '¡ne 11l1a ant'lri7,ccirlll 1:í"lIeral (1), ¡,P"l' qué el legislador 
("m este e:lso, pro5cin lu del rig-or d,"~ 11):-; principios? Lo ha­
ce por favor!),'e,' ,,1 matrimonio. P,mnite ,¡ los consortes 

que e"nv,~nl:ían PIl '1lln la mujet' admillistro sus bip.nes; y, 
desde el illOnlunt" e'l '1110 1" Jnnj,~r a,j,ni,lÍstre, ,Jeh'l tel)"l' 

derech,¡ ;t verili':rr I,s a,'t"s de adlTlillistraciún Sill una un, 
tnrizaeiólI esped;¡!, l'Jl"fue 1-1 lle~csidi1d de sf~lnejanto auto« 
I'ización par.\ e;lda net.o qnu fuese;í \'í~rifi,:ar~n! ostol'l,arín Ü 

carla instante su gestión, 
Potlli"l' cnscÍla qne !a aulorizaci,"n gcrHlr,'¡ d'l ad nlinis, 

tración pnede tallll,ión darse:i la mlljer lúera d,,1 contrato 
cle ltlatrimonio (2). Parece 'jlW el art. 223 reproduce esta 
cloclrill": "Toda autorizad,in general, aun ",lipulada pOI' 

contrato de matrilllonio, t'te,» De donde pudiera deuucirsn 
que el marido l'llll,]rJ dar ú la mujer una aulorización gene, 
ral para atlmillÍstrar durante ni rnatl'imonio, POlhier con­
funde el mandalo con la autorización, Cuan,ln el contrato 
do matril1louio n'l l'slif'uh ,!UC la mnjer leng;), la libre' ad, 
ministración de SllS hiones, los consortes cstiÍn casados bajo 
el régimen de la c"tllunidad, hajo el f'xclusivo régimen de 
eornunidad Ó IIHjn el rcgimon dotnl. Ahora bien, en iodos 
estos regímenes, el muido tio'l[) la administración d,~ 1"5 
hienes de la mujer, 05 un d"recho t¡tlO le pDrl~llece, Puede 
delegar su ejercicio a la rnnjer, pero si lo hace es por vía do 
mandato y no por ,'ía dn <llltori7.'lcÍ6n, El mismo P"thier 
lo reconoce iml,Jíeitumente; habla, ell efecto, ele una pro­
curación quo el tllarido da:"1 su mujer, y una procuración 
es un mandato; hn \" muchas di[prrncias, como antes lo 
hemos dicho, "ntr~ rl m:mtialo y la autorización, Pothier 

1 ArI;:, H"la¡¡, 1 J 1(), 1:~J7G. \rl~¡¡~H (JI título Contrato de lI/,(lirimonio, 
:! Potl.lier, 1'rnteAo del poder del marido) lIúm. 67. 
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110 las distingue su!i~ientemente, y esta inexactitud ha pa­
sado al art. 221.)_ 

1W. La regla de que la mujer 110 ruelle ejecutar ac1.o 
alguno jurídico ,in la alll,rizaeión especial de su mari,lo, 
recihe. Ulla s"gulIlla eXI;el'ción. Según el art. 220, .la 
rnuj"r, si es comerciallte púl.Jlica, puede sin la autorización 
de su marido, obligarse ell lo cOlH.erniollt,] Ú Sil negocio .• 
La ley se expresa mal al ,Iecil' que h mUlor comerciante 
puede oblig:U"MJ sin autorización marital; en efecto, en 105 

términos lid art. -1 del código de comercio, la mlljer no 
puede ser eOlllercianto pública sin ni consentimiento de su 
marido; n~cesita, pues, una autori7.ación, pero bast1 una 
autorización general. Así es que el art. 220 consagra una 

excepción al jll'incil,io de la autori7.ación especial. Pothier 
nos ha dicho la razón de esto, la utilidad; la lIecesidad del 
comercio; si la lllUjCI' ne'Jcsitase. de uua :tutorizaciún espe­
cial deberla tenor sielllPI'e á su ia(I,) al mari,lo, porque los 
actos del comerc:in son de todos los in"tante~ y no pe"miten 
demora alguna (1). 

¿Cuando es la mujer IJ!llllBrciantc púhlica'¡ El art. 220 
estaLlc('e: «No se le repula eomerciantlJ púl.Jlica, cuando no 
haee III1\S flue mudor al rn6nudeo las lIIercandas del cOlner­
cio (le su marido, sino (¡nicameute euantlo hace Ull comercio 
separado.. Cuando la ",ujer expende eu la ticn,la ,le su 
maridll ¿hace (,licios uc factor ú de dependiente? ¿En este 
caso uecesita Ulla autorizaei<in? Nó, por'lue no ohra en Sil 

nombre ni en el ejercicio di) sus derp,chos, obra en nombre 
y en interó. del m,ll"ido, hit" quiere decir que es manda, 
tarin, asi es,qllo el marido debe otorgarle un mandato y no 
11nfl,l1utorizaciún, :\[n,,!I;\ eg la dirererda entre la mujer 
comereiante y la llllljr.r mandataria: la primera está peroo· 
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nalmenle obligada, tlIientras clue la otc'a no lo eH:i '~rf.lcnlo ' 
1l¡20); el marido sólo es el que l'()fllrae POC' nlflllio tlo la 
muje;' mandataria. Cuantlo la mujer "s comerciaule l'úlJli­
ca, el marido no eSlá, en priGcipio, ohlig "lo por la auto­
rización general 'Iue le ha otorgado, porrlllc el 'Iue autoriza 
no se obliga. Se exceptúa el eas" en que los consortes es­
tén casados bajo el n;gimen de la comllnidad; en este caso, 
niee el 3rt. 220, la mujer obliga también á su marido, 
Esto es la aplicación de los principios que rigen la comu­
nidad; toda deuda contraída por la mujer con autorización 
del marido se vuelve deuda de comunidad, y toda deuda 
tic comunidad e, una deuda del marido (art. jl¡1.9), Asl, 
pues, cuando hay cOlIlnnidad, el marido está ouligano por 
la autorinción tanto corno por el mandato que, otorga á la 
mujer, siempre con la diferencia de que la mujer :m1nda­
taria no está obligatla personalmente. 

¿Cuándo es la mujer comerciaute? Debe aplicarse el ar­
tículo 1 ? del código de camel'cio: .Son comerciantes Jos 
que ejecutan actos de comercio y de elJoshacen su profe­
sión habitual. D Nos referimos al derecho ll1er~antil para 
las dificultades que se presenten en la aplicacióll del prin­
cipio. Lo mismo es para los aclos que b mnjOll verifique 
como comerciante púhlicla, El art. 220 dice que puede 
obligarse en lo que concierne ú su uegocio; el art. 7 del, 
código de comercio ha explicado y exte,u.Jido esta disposi­
ciólI; estahlrce que las lllujcres comereialltes I'ú!di,~as pue­
den empeflar" hipotecar y enagenar "U'; iCHIIC1(IIoI"s. No 
necesita decirse que estos t~rminds aUllque g'lnerales, de­
ben cntendel'sé en el sentido de quP. la mUjer comerciante 
no puede dispolleJ' de sus inmuebles sino en interé3 ne 8U 
~omercio. La capacidad de I~ mujer comerciaflte es una 
excepción á un principio general; debo, rue~, restringirse 
en las limites que ¡esultan de la' autoridad del comercio, 
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El ~6digo mismo aplica esta regla de interpretación. rOl' 

los términos del art. 211.;, la mujer no ruede comparecEr 
en juicio sin la autorización de Sil marido. aun cunndo sea 
eotnpr,~iantll pública. La nccesidull que ha hecho establecer 
una ('xcepción para los actos de comercio no existe. para las 
causas judiciales; los unos, eotnfl dice Pothiel', no sufmn 
demora, mientras que los otros, se prosiguen, por el eon 
lrario, con una prudente lentitud. 

Núm. J.-De la auiol'i:ación e.¡;¡)l'esa 1/ tácita. 

,H7. Résulta del arto 217 que la autorizáción madt>]1 
puede ser expresa ó tlieita. Jt;o estos términos gonerales, la 
fegla. establecida por el código no es mús que la aplieadón 
de un principio elemental. La autorización es un consen­
timiento, y el consentimiento pncele manife,tarse sea 1'01' 

·una. declaración expresa, sea por hechos que impliquen la 
voluntad de consentir. Pero el art. 217 so apal'la ae los 
principios generales en lo concerniente á los caracteres del 
consentimiento expreso y del consentimiento t.ácito. El 
col1sentimiento expreso puede darse, en gonoral, verhal· 
mente tanto como por escrito, mientras (IUC elart. 217 pa­
rece exigir un conSentimiento por escrito. Dé! misIO" 100' 

do el consentimiento tácito resulta de toda especie de he 
chos que manificstcn la volnntad dll consentir;' mientras 
que el arto 217 paro,~e Iimita.r el eonsentimiento tácito;\ un 
solo hecho, el concurso del marido al acto. ¿Hay realmen 
te derogación de los principios genfJralos? ¿ó debe interpro 
tars'! el art. .217 conform~ :i estos prineipios? En es tu hay 
controversia y, á nuestro jniciQ, int:onsecuoncia. en la tloc. 
trilla sobre estas cuestiones elementales. 

El cúdigo define la autorización tácita: el concurso dol 
marido al uctp. lJefine también la autOJ'izlcion expl'esa: el 



consentimiento por escrito, Estas definiei0ne~ derogan el 
derecho común, y snn, por lo tanto, "x~epcionIl5" ¿El in­
térprete puede no tener en eUflllta e3tas exc~pcione,¡ y ,lecir 
que, ;i pesar de los término; exe"pcionales de la ley,. ,,1 de-
1'echo común es el r¡ue debe reciuir SlI aplicación? Esto nog 
parece ¡nad misil,le, Pregllntarcmo< i.'¡Il~ para '¡ne sirvenullas 
definiciones '¡ue "!l el 1'0n,lo son excel'eitHJes, si el legisla 
dar huhiese t,~nido la intenciú:l de mantener ,,1 ,ltll'eeh) co 
mún? Dicese ¡¡ue lo '(lIe nosotros Ila!llamos delillicionc;! SOIl 

en realida,l ejelllplo,; 'IU" en e<t.e s~nt.ido ddJ,' interpretar­
se el texto del art. 217, POIl(1l0 no ha~ una t'a~611 ""1',1 des 
viarse de los prineipios gener,¡ic;_ E;tn es lo que nosot"o, 
ponemos en duda, Tal vez nI) Itay ado .inri.Ji.,o tao I'l'eeuen­
te como' la autrol'i7.aciún ma,'ital y 1)3 un ado tan impo'l'on.­
te como usual. Preciso era prevenir las disputas á que pu­
diere dar lugar. Estas disputas se Itaurian multiplicado has 
ta lo infinito si el Icgisla<lor Ituhic.ie admitido todo generL) 
de manil'cslació¡¡ de la voluntad del marido, gstoes cierto, 
sobre todo de la autori~ación tücitu; nada tan vago, y en 
consecnencia, tan dir,cil de detcl'lninars.J, E;to es tamhiún 
acto de la autorización expresa; si se :ltlmiV~ un eonsenl.Í.­
miento verbal, tI";l palalJr<' pro'lUnciada á la lig'1I'fL Ó ex­
traiua por la impo:,tLlI,i,lad, se invocarla COITl' alllori7.adón, 
Un consentimiellto sL'mo.ialltc estaria en oposi~i":1 eDil el lin 
de la autorización, El marido debe examina,' la naturaleza 
y las conileeuellcias del ado ''Iue h mujer Sd pl'Op.lO~ vll,'i .. 
rilicar, y e,; preciso 'Jlle rellexione seriamente; es, ¡me" P'l­
cesarío que haya una garantia de que su aprobación se ha 
dado COIl consentimiAllto de causa, Se tiene es la garanli~, 
ateniéndose al texto del ur!. 217; cuanclo el marido conc~I'I'" 
al acto da una prueua de su volunla,l seria y razonada; 
cuando da por escrito m cJllsentimiento, pesa sus palauras 
asi como calcula su resolución, El espíritu de la ley está, 
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pues, en armonia con el texto; uno y otro exigen que el 
alt. 217 se interprettl restrictivamente. Tal es, á nuestro 
juicio¡ el principio. Eutr~ndo en los detalles veremos cuá­
les son las opiniones divergentes. 

111:1-. La autorización expresa, dice el arto 217, es el 
consentimiento dado por escrito. ¿Quiere esto ,iedr qne la 
autorización sea un acto solemne? Nó, por'lue la ley ad: 
mite la autorización tácita, y el cotlsentimiellto tácito p,x­
c1uye toda idea de solemnidad. De aquí, la mayor parte ne 
los autores concluyen que la autorización puedo darse ver­
balmente; todo lo !Jue, según ellos, resulta del art. 217, 
es que la autorizacIón verbal no Pllede probarse por testi­
gos. y aun Zacharim ensefta que la prueba testimonial so­
ria admisible en los casos prescritos poi' los arllculos f3q7 
y 1348 (1). 

Nosotros rechazamos esta doctl'ina, porque nos pa­
rece contraria al texto y al espíritu de la ley. Sin du­
da alguna que la autorización no es un acto solemne; 
pero por los motivos que acabamos de decir, la ley quiere 
que cOnste por escrito, ó que se prucbe de una manera 
evidente por el concurso al acto. M. Demolombe es tú de 
acuerdo COll nosotros en principio, pero, como de conslum­
bre, ceja en la aplicación. Repele la prueba testimonial, 
aun cuaudo hubiese nn comien7.o de prupLa por escrito, y 
admite el juramenlo. Esto es uua inconsecuencia, se debe 
ó atenderse estrictamente á la letra de la ley, (¡ admitir to­
da especie de prueba, salvo la prueba testimonial pura y 
simplé (2). Tornemos, adelllá~, nota de la inconsecueneia 
de los que interpretan restrictivamente la definición tacita 
dada pOI' el arto 217, y que se .deSYian del texto, para ex, 

1.. Dcmallt(~! t. 1°, p. 424-. 1IÍ1111. :30U tús, Y [1. h,lchal'im
J 
~tlieiúlI dti 

Al1hrY y Pan, t. Irl, pfo. "7~, JI. ;{:16 y Ilota !íO. 
2 De.tuolombt-, l~lInl) de codi!IQ NfflJObJ",1,. 1 V p. :,?:!,q lIúrn. 19:1. 
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tender, más allá de sus términos, la autorización expresa(i). 
¿Cómo es posible que en nlla sola y misma disposici6n, dos 
definiciones del mismo hecho juridico, sean la una, una 
definición restrictiva, la otra una egpecie de explicación 
muy obscura'l ¿Por qué si el legislador querla únicamente 
retirar la prueba testimonial, no lo ha dicho en terminas 
claros y prllcisos? Nuestra conclusitín es que ia autoriza­
ción expresa, sólo por escrito puede probarse. 

1 i 9. ¿El escrito debe ser a1lténtico? El texto de la ley 
contesta la pregunta: únicamente exige un escrito, porqne 
todo escrito será snficiente. No habla razón para exigir 
un aoto auténtico, y, por el contrario, hay motivo para coh­
¡ormarse con un acto bajo firma privada, cualquiera que 
sea esta acta, aun cuando sea una simple carta; estas auto­
rizaciones son tan frecuentes, que exigir la autenticidad ha­
bría equivalido á estorbar las relaciones civiíe.. Este, es de 
toda evidencia cuando el acto otorgado por la mujer está 
bajo firma privada. Pero aun en el caso de que el acto prin_ 
cipal sea auté~tico, y todavIa más, aun cuando sea un ac­
to solemne, tal como una donación ó una hipoteca, es luer­
za mantener el principio establecido por el aJt. 2f7. Es 
cierto qne las leyes exig~n alguna vez la autenticidad para 
el mandato otorg;ldo con motivo de un contrato sOlemne: 
la ley hipotecaria belga quiere que las procuracioues á efec. 
to de -constituir hipoteca:se den en la forma auténtica, y la 
juri,prudencia extjende este principio á todos los actos so­
lemnes. ¿Debe tamhién aplicarse á la autorización manta:l? 
Nó, \Jorque cosas diferclntes son el mandato y la autoriza­
don. El mandato se confunde con el consentÍ!üiento, yen 
los actos solemnes, todo lo que se refiere á la expresión del 
consentimiento debe ser solemne; asl, pues, debe serlo 
tambi¿n la procuración. Mientras que la autorización es el 

1 MourIoo, &peticionlS, t. l· p. 395. 
P. de D._Tolllo 1It-~ 
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consentimiento del marido, nada tiene de común con la li­
bre expresión de la voluntad (le la mujer. De donde se de­
dUle que la autorizar.ión permanece en el derecho co(nún 
de los actos no solemnes (1). 

Hay una sentencia contraria (le la corte de Bcsan!40n (2). 
Esta, invoca el arto 217, cn cuyos ténninos la muje(' no 
puede donar sin autorización de su mal'i,lo; y no puede ha· 
ber donación sin la condición de la autenti"idad, lo que im­
plica que todas las partes irltegrantes de la donación deben 
ser auténticas, per lo que debe serlo también la autoriza· 
ción. Ya hemos contestado de antemano á la ()bje~ión. El 
arto 217 nada prueba; por el contrarh, pllede 'lno preva· 
lene de él á favor de la opillÍón que sostenemos, supuesto 
que se conforma con un escrito, sin distingui:' entre las Ji­
versas especies ue los actos que enumera. No os exacto decir 
que la autorización es una parte integranle de la donación. 
Es un aeto de autoridad y tie protllccion del rnal'itlo; liada 
de r.omún tiene con el consentimiento d" h mujer, y sólo 
este consentimient!) es el que debe recibIrse en la forma 
auténtica. 

f20. La aplicaeión del principio :i la letra de cambio da 
lugar á algunas dificultades. Un me,rido) gira contra Sil mn_ 
jer una letra de cambio, y ésta aeepta. ¿Est:¡ la mUler su· 
ficientemente autol'izada? La jurisprudencia decide-la cues­
~ión alirmalivame:lte, y nos parece que con razón. Cuaud" 
el marido ¡¡ira una letra de cambio contra su mujer, mani­
fiesta con este hecho la v"lunliu\ de que cUala acept·,; aho· 
ra bien, todo lo que la ley exige, es una manifestacion de 
voluntad por f\~crito, no exige, corn') el auliguo d~re0ho, 
que el marido se sirva de la palabra autoriza¡' ó do una 

fDIIRlOlólnbe, cursu de cadigo Napalel)/[, t. IV p. 230 núm. Na. 
2 S~lltcnoi" ilo 30 ,lo Uayo ,lo lSH (Oalloz, 18~5, 4, 133). 
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análoga expresión ('1;. ¿Dehe resolverse lo mismo cuando 
la IllUjer gira una lel.ra Je cambio contra su maritlo y que és­
te la acept',? Nó, dice!a corte de Par¡' (2). La autorización 
debe, evidentemente, preccller al compromiso contraido 
po¡'lla mujer, ó acompanado; antes quc la mujer SG obligue, 
el marido debe examinar si este aeto no vulnera los intere­
ses de la mtljer ó de la familia. Una vez consumado el ac· 
to, no es ya oportlloi,lad para autorizar; todo lo qlle el ma­
rido puede hacer, 8S c0ldirnur. Más adelante ,'eremos si 
la confirmación del marido hace válido el acto respecto á la 
mUler. 

121. La ley define 3;í la autorización tácitil; es el COll· 
sent.imiento del marido éll el acto (art. 217). ¿Qué deh¡ 
entender;;e por esto? Sólo dos manoras hay para el marido 
de concurrir al ¡¡d" cdebrado por Sil mujer, ó figurar en 
él, autorizando á su mujer, ó ser una de las partes. Ell el 
primer caso, hay aut')Cizaci(,n expresa. Para que haya au­
torización t:icita, prc,~isl) es quo el marido haya sido parte 
en el aoto, es ded,', que hap. p"ometido ó estipulado. N ( 
basta que el marillo se halle presente, porqufl la presencia 
ell un ~ontrato no es el COllcurso en dicho contrato. En va­
no se invltcar!a el viejo adagio: que el que calla otorga, 
porque aun suponiendo que el adagio siemprb sea. cierto, 
no podría uno prevalerse de él en el caso de que se trata, 
porque la léy exige un poco más que 01 silencio, exige el 
concurso, y el que se ealla no concurre. Hay más. NG baso 
ta que e! marido y la mujer seall partes ell un actó; se no· 
cesita también gUA el m;¡l"Ír!o hay' tenillo conocimiento del 
concurso de la mujer; sólo) con esta condición, es como 
puede sUI'0ncérsele la voluntad de confirmar lo qne la mu-

1 Selltelleia Ile C;\t'n l.') dll Noriombrc <lo 18~8 (Dalloz, en la pa· 
]¡thra mafr(mol1ifJ lI(1Jn. s:n.) 

2 Ront"",,I .. 110 12 ,lo J~Il"'O <10 1815 (Dalloz on la palabra Matri. 
»!lInio nÜm. 842.) 
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jer hace. Asi, pues, si un billAte hiciese constar únicamen­
te la obligallÍóll !:ontraida por el marido y que por la firma 
del marido la mujer se obliga solidariamente con a no hay 
antorización tácita. Hay en el caso dos actos, aunqne estén 
comprobados en el mismo billete; ahora bign, la mujer no 
es part'! en el acto firmado pur el marido y el mari,lo no es 
part!' en el acto lirm~do por la mujer; no hay, pues, con­
curso del marido en el acto, y, por Jo tanto, no h~y auto· 
rización tácita. Esta decisión que parece riguro ,a, esta en 
armonía con el esp!ritu de la ley. La autorización es una 
aprobación, y la aprobación ímplica que el marido ten­
ga conocimiento del acto; ahora bien, cuando la mujer se 
obliga en virtud del marido, nada prueba que el marido 
haya conoci,lo osa obligaoión, y, por lo mismo, no puede 
decirse que la haya aprobado (1). 

Hay una 1entencia contraria de la corte de Aix (2). El 
marido se halla ?regente á un compromiso recibi,lo por e' 
juez de naz, no os parte eu el litigio ni es contrayente; la 
CQr.te deduce de ah! que el marido táeitamenle ha autama­
do á ~u mujer. D~ hecho, es probable que tal haya sido la 
intención del marido; ¿per,) esta probabilidad ha~larr:¡ para 
qtlEl huhiese autol'izaci,"n tácita? El texto del artículo 207 
eoptesta á nuestra cuestión. Una cosa es la presencia en 
un ~f\to. y flt.ra ell'llncnrso 'Jn este acto. La ley no ae ha 
COnformado con la pr"sencia, sino que ha exigido el con­
CfL1'JU'l €sl.1l decide la cuestión. 

~ 22. La aplicación del principill se hace sin dificultad, 
euando la mujer suhsc"¡)¡e Un billete con su marido. Se ha 
juzgado q'le la mUJer que til'rna juntamente con su marido, 
e8tá autorizado, aun cuando en el cuerpo del acto no se hi. 

1. Zaebar;oo, t,o' IU, pfn .. tj~, p 3S7 not,\ 5:l. Dfl!llolombe, t, IV, p. 
Z31, nÚIII. 196.) 

:a. Senoonoh. do 29 ~le Nodombre de 148, oonfirllHl.Ila por nnq, sen· 
ténoia de denegación í Dalloz, en la pulahra matrimonio núm. 840, 2~) 
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ciese especial mención ,je la obligación contralda por la !l;\U­

jer, y por el marido; la obligación colecti1a, seguilla da la 
firma de los consortes, es bastante para rlU~ la mujer '1ue­
de legalmente obligada (1). 

La cuestión se hace dudosa, cuandlJ el marido comienza 
por firmar úna obligaoión á la que es extraIla la mujer; 
viene después una caución firmada por la muje,', ~in que 
el marido la haya autnrizallo, pero él es el '"lue ha escrito 
la acta de caución. ¿Hay concurso del marido en el acto? 
Se juzga que habla concurso del marido, ~2) Esto nos pa­
rece más que dudoso. La caución, aunque contralda en in­
terés del marido, no es un acto en que el marido figure 
como parte; nada se estipula, nada se promete y por lo 
mismo no puede ',ratarse de un concurso del mal"Ída en el 
acto; era, pues, forzosa una autorización expresa. Puedfl de­
cirse que el marido, por más que no haya sirlo parte en la 
caución, la ha conocido, supuesto que el ha levantado el 
acta; y, por lo mismo que levanta una acta hecha á favor 
suyo, la aprueba; hé aqul evidente la autorización. SI si 
se admite que Plleda haDer autorización tácita fuera del,con­
curso al acto, Nó, si se admite como lo hemos hecho, que 
no hay más autorización tácita que la que define el arlo 217 
es decir, el cuncurso del marido al acto. Esta clle~t.ión es 
controvertida; vamos á examinarla. ' 

123. La opinión generalmente seguida por los autores 
es que el arto 217 e~ restrictivo. Ya hemos dicho los mo­
tivos por los cuales la adoptamos. Zach!l"laJ on~H(la lo con­
trariQ, pero sin motivar su disentimiento, "no\'ánpos¡: en 
la jurisprudencia. Hay al'licacionr.s que conciernen {, la 
autQrizaci,ón expresa mág bien que á la aulori;>;ación tácita: 

1 Véaso In jnrigprntlelluia OH Dallo7i1 ./..lfatrilluJ/lio, n(¡di, ~32 2'" ~., 
Y 5', 

~ B~nttlueia d~ Pnrls no 11 ,le Mayo do 181t; (D"lJo".~18,iG, 2 HU,) 
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tal es el caso en que el marido gira una letra de cambio 
contta su mujer (véase el p:irrafo 120). Háy un caso pre­
visto por el CÓlligo de comercio, que parece confirmar la 
opinión de Z.charire. El Ul·t. 15 establece· que la mujer no 
puede ser comerciante pública sin el consentimiento de su 
mal'illo. No exigiendo la ley que el consentimiento se dé 
por escrito, la doctrina y la jurispl'Udencia admiten que el 
consentim\lmto puede ser táeito, en el sp,ntido de que basta 
que la mujer comercie ;i cienda y paeíencia de su marido, 
para que esté tácitamellte autorizada para ejercer 'la profe­
sión de comerciante pública. Zacharire deduee de aqul que 
toda especie de autoH~ar,ión tácita es bastantiJ en tOllo caso. 
l!.;StlJ nos parece que es razonar mal. La autorización otnr­
gada á la mujer para ser comerciante es una automación 
general, que intervienil antes de (/uo la mujer ejecute algún 
aoto de comercio. Por esto seria imposible exigir que la 
autorización Sil diese por el conéurso del marido en el ac­
to: ¿si todavía no hay acto, cómo es posible ~ue á él con 
curra el marido? El art. 15 del código de clJmercio se queda 
dentro del derecho común; ni razón ni posibilidad habrá 
para derogarlo. Otra es la hipótesis prevista por el artículo 
217. Aqul se trata de una autorización especial otorgada 
para actos determinados. La ley podia y debla definir la 
autorización tácita. En dos palitbl'as, el principio ostable­
cido por el arto 217 110 recihe aplicación al arto 1í del OÓlli­

go do comercio, porque los casos re¡;idos por estils dos dis· 
posiciones son esencialmente difer~!1tes (1). 

12~. La juri~prudencia se inclina hacia la opinión de 
Zacharllll. Esto se comprende; los tribunales recibennece­
sariamente la 'influencia de los hechos; ahora bien, es muy 
posible que, en 1111 caso particular, la voluntad dol marido 
para autorizar a su mujer, sea cierta, aun cuando 110 hay 

1 ticlll¡¡IOl1lb~, éW'$O d~ iódig'o NdPoltión ~. IV, [5.233, u(ml, 141. 



bEL MATRThl0NIO 191 

concurrido al acto; dominado por la equidad, el juez retro· 
cede ante el rigor de 103 principios. El intél'prete debe po­
nerse en guardia contra esta tendencia, porque viene á ter­
minar, como lo expr"sa un autor acel'ca de la cuestión que 
agitamos, en hacer la ley (1). siendo asL qua su misión se 
limita á interpretar. Hecorramos algunas decisiones. 

La mujer ejerce acción ue h~redero disponiendo de una 
parto del molllliario tle la sucesión á que es llamada; el 
marido concurre á este hecho. ¿Hay aulorizilcióll tácita 
.otorgada á la mujer para que acepto la herencia? SI, ha 
dicho la corte de Bourge,', porque la autorizaciór: puede 
ser tacita (2). Si, la sucesiún fuese puramente mobiliaria, 
no habría la menor duda. En efedo, el marido en el rÓgi· 
men Utl la comuDidad puede aceptar las suce;iones mobi­
liarias que t04UOD en suerte á su mujer, y al uisponer del 
mobiliario hereditario, 10 acepta t"eitamente. Para que ha­
ya cuestión hay qUE! suponer que la sucesión es en parte 
mobiliaria y en parte liÓ. En esta hipótesis creemos que la 
,:orlo de Bourges ha juzgado mal; en el case) no podia ha­
i)';r concurso del marido al acto, supuest') que él no tenia 
,:alidad alguna para intervenir 8n él; asi es que no podla 
obrar sino eomo marido que autoriza á su mujer, es uecir, 
'¡Uo la &utorización IJO podía ser tácita, r¡ue debía 8~r ex­
presa. 

Los consortes se separan voluntari,tmente; la mujer con­
trae obligaciones para su mantenimiento y pide después BU 

nulidad por dufecto de autorización. Se ha juzgado que es­
los compromisos tieneD valor si no superan las nece:lidades 
;' la fllrtuna de la mujel·. La jurisprudencia se funua en 
que el marido que permite que su mujer viva separada· 

1 ~lol1rloll, Hepefic;rmes) t. 1 '" p. ;)Utl. 
:.: SÜllteneia, t) d!~ ,Jlllio de 133* (D<l11o/., Gil la palabra matrimollio, 

Lúm. :-:;n, ~") 
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mente, la autoriza con esto á contraer obligaciones para su 
sostenimÍtlOto (f). Esta doctrina es inadmisible. Un pnmer 
punto es cierto y es que la separación voluntaria es nula, y 
asl es que él matrimonio subsiste con todos sus efectos. 
Uno oa estos tlfec10s es que el marido, común CA bienes, 
debe respetar tódas las cargas deí matrimouio. Si la mujer 
contrae obligaciones para manténerse, lo hace en virtud de 
un mandato tácito que resulta del matrimonio, y en tanto 
que dicho mandato no se revoque. el marido está obligado 
como maudante. As!, pues, la cuestión debe decidirse por 
los principios del mandato y no pul' los principios de la au­
torización. La lllujer no necesit:. estar autorizada, porque 
obra como mandataria del marido. Si el marido quiere im­
pedir á su mujer que lo obligue de esta manera indefinida, 
debe revocar elrnandato tácito que resulta del matrimonio, 
)' poner esta revocación en conocimiento del publico por 
medio de los periódicos en el sitio donde la mujer resida. 

f25. El art. 217 sólo habla de los actos extrajudiciales. 
,Qué \Jebe resolverse en las causas civiles? Una cosa es 
cierta y está admitirla por todos los autores, y es que la 
autorizaCiól1 del marido para las instancias judiciales puede 
Ber e"Xpr~sa ó tucita. El arto 210 dice sencillamentfl que la 
mUjer no puede comparecer en jnicio sin la autorización 
del marido; no dice cómo deba otorgarse esta autorización. 
Por esto loismo se permanece haj,) el imperio de los prin. 
cipios generales. 11.hora bien, la autorización es un consen­
timrante; 881 ,,~ que, como todo consentimiento, puede 
wanirestarstl pbt una declaración expresa ó por hechos (2). 
¿Pero deben a~licarse al arto 2tD las disposll!iones especia­
lila rlél arto 2i7 sobre la autorización expresa y la autoriza. 

1 Souteuoi. de Douai, 18 de Mayo 1840 (Dalloz, 1SH, 2, 60) Y ,l. 
Pur!., 23 Febrero 1849 (Dalloz. ) 849, 2, 135). 

2 Dalloz, nepertorio, eu 1" palabra matrunonio, núm. 834. 
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ción tácita? ¿ó, en otros términos, la autorización expresa 
otorgada á la lDujdr tlara litigar debo darse por escrito? ¿y 
la autorización tácita puede sólo resultar del concurso del 
marido en el proceso? Nos parece que la cuestión debe re­
solverse negativamente. Cierto es r¡1l0 hay completa analo­
gra .mtre los actos judiciales y los .dos oXl.raj utliciales; asi 
que el legislador debNra hauer esli!!Jlecido un solo princi­
pio para toda especiü de actos jmidicos. Pero no lo ha he· 
cho ¿y lo que él no ha hecho, puede hacerlo p.I intérprete? 
Siguiendo el rigor tic los principios, nó. Porr¡ue las delilli­
ciones del arto 217 ~on dHrogaciones al derecho común, y 
por lo tanto de estrí-:ta ouscrvallcia, no se les pllede exten­
der, ni siquiera por via de anal(lgia. 

La cuestión que acaLamos de suscitar no está resuolta de 
una manera explicila ni por la dodrina ni porJa jurispru­
dencia. Se ha juzgado qlle cuando c1marido sigue un rlei­
to en misión de su ruujer, hay autorización tacita. (1) Esto 
es evidente. Ha\ en este caso, concurso del marido en el 
acto, luego hay autorización, aun segú'] el ,u-t. :217. Se ha 
juzgad",ademns, que el marido (jUO hace comparecer á su 
mujer ante la justicia, por este mislllo hecho la autoriza á 
litigar. (2) También nos parece incontestable esta decisión. 
PlIede decirse que ¡ny concurso del marido en el acto, su. 
puesto que el marido y la mujer son partes en la misma 
causa. Por otra parlo, demandando en justicia á su mujer, 
el objeto del marido es conseguir contra ella un fallo; así, 
pues, intentar ~onlra ella una acción 8(f'lÍvalc ;i autorizarla. 
Otra cosa seria si la mujer intentase una acción contra su 
muido, y si ésta se presentase para defende¡·se. L~ corte 
de casación ha jllzgalo que en este caso no había autoriza­
ción. En verdad que el mariuo y la mujer concurren en la 

1 Dal!oz, I.1n la. palahra matrimonio. nÚm. 8.jJ, l? 4? 
:) Véaso la Jurisprudencia on DaIloz ibid G? Y 6? 

P. de D._Tomo III_2!; 
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misma instancia, pues el marido niega lo que la mujer de­
manda; ahor~ bien, negar equivale á decir que no encuen­
tra fundada la demanda, lo que implica que, si la mujer se 
hubiese dirigido al marido, éste le habri:! negado la auto­
rización. (1) 

~ IV.-DI<; LA AUTORIZACION DE JUSTICIA. v 

Núm. l.-Denegación del mandato. 

126. En los términos del art. 218 "si el marido se re­
husa á autorizar á su mujer para que comparezca en juicio,. 
eljuez puede dar la autórización. El art. 219 contiene una 
disposición análoga para los actos extrajudiciales. 

En general, la justicia no interviene en el ejercicio 
del poderJIlarital lo mismo que no interviene para Ii· 
mitar ó modificar los derechos de los ciudadanos. ¿Por 
qué, pues, el código permite al .i ue? otorgar la autorización 
que el marido rehusa? Es que el poder marital es un deber 
más bien que un derecho, un deber de protección con liado 
al marido, por interés de la mujer y de la familia; ahora 
bien, la protección no debe degenerar en opresión. La de· 
negación del marido puede ser injusta, y por lo mismo ha­
bla que abrir á la mujer un recurso ante los tribunales. 
Proudhón da otra razón. "El marido, dice, no es más que 
el delegado de la ley, en uso del poder cou que ella lo ha 
investido; el poder público, ql.l,e absorbe todos los poder'es 
particulares, puede con mayor razón, suplirlos. (2) Con 
todas nuestras fuerzas protestamos contra semejante doc· 
trina, que es la de la soberania absoluta del Estado, es de­
cir, la doctrina del poder absoluto, llámese el Estado re­
pública, reino ó imperio. Nó, el Estado no absorbe los de-

1. Sentellcia tlc casaciull de 21 do Buero ¡le ¡815, (Dalloz, 18·l5, 
I, 1I7.) 

2 l-'romlhóll, Tra{a,dl) sobre el estado de las personas, t. l. p. ,IGS. 
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rechos de los ciudadanos; tiene, al contrario, la misión de 
asegurar su libre ejercicio. 1'erl) cuando varios derechos 
están en conllicto, la justicia interviene para resolver el de­
bate. El marido que injustamonte rehusa la autorización 
abusa de su derecho, si es que se quiere considerar el po­
der marital corno un derecho. La mujer tiene también un 
derecho, tiene el derecho de ejecutar los actos jurídicos que 
le interesan. Tócale á la justicia pronunciar su fallo entre 
el marido y la mujer. 

Núm. !J.-Incapacidad del marido. 

I. AUSENCIA. 

127. El art. 222 establece: .Si el marido está en intu' 
dicción ó ausente, el juez puede, con conocimiento de cau­
sa, autorizar á la mujer, sea para comparecer en juicio, sea 
para contraer obligaciones.» ¿Cómo debe entenderse la pa­
labrll ausenté? ¿Acaso en el sentidl) legal, es decir, es pro· 
ciso que haya ausencia declarada ó prescrita, para que el 
juez pueda autorizar a la mujer'l ¿O basta con que el 
marido no se encuentre en lugar determinado? La cuestión 
es discutible y se presta á duda. Según el texto y el espl­
ritu de la ley, debe resolverse que el juez no puede auto­
rizar á la mujer sino en el caso de ausencia legal. En efec­
to, la palabra ausente tiene un sentido técnico en derecho; 
significa ia incertidurubre que reina sobre la vida ó la muer­
te de una persona. Se conciba que en esto caso la ley per­
mita que la justicia autorice á la mujer; tiene ésta imposi­
bilidad para procurarse el consentimiento de su marido y por 
lo tanto hay necesidad do que el juez intervenga. ¿En dón­
de está esta necesidaa cuando el marido vive, pero no se 
halla en un sitio determinado? La regla es que el marido 
dAbe autoriza, porque se trata de poner á cubierto su au· 
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toridad, y sólo cuando él abusa de su autoridad es cuando 
el juez autoriza. De aquí so siguo que si el marido puede 
manifestar Sil voluntad no hay lugar á qua el juez inter­
venga, porque est\l sería usurpar el poder marital y debili­
tarlo. Los casos en que el juez autoriza son excepcioneg; es­
tas exc,epciones no deben recibir su aplicación sino cuando 
la regla general no puede aplicarse. 

El código de procedimientos confirrr.a esta interpreta­
ción. Contienc un titulo sobre la autorización de la mujer 
casada; este titulo prescl'iue las formas que la mujer debe 
seguir para obtener la autori7.acitín. L33 arts. 861 y 862 
preveen el caso en que el marido se 'rehuse á autorizar á su 
mujer; los arts. 863 y 864, los casos en que el marido es­
tá i¡¡capacitado ó ausente. Ahora bien, el código de proce· 
dimientos, al hablar de la ausencia, agrega una explicación: 
«En el caso dQ presumirse la ausencia del marido, dice, ó 
cuando se haya declarado.)) Hé aquí en ciel"to modo una 
interpretación auténtica del código civil. Si además' del 
c.aso de ausencia legal, el legislador permitiese al juez au­
torizar en el caso de no presencia, 01 código de procedi­
mientos habría preYisto el caso. Si no lo prevee es porque 
la simpl~ no presencia no es suficiente para que el juez in­
tervenga. Esta es la opinión de AIarcadé, y ha sido consa­
grada por varias sentencias (f). 

Hay, no obstante, un motivo de dlllla que ha dominado 
á la mayor parte de los autores. En el antiguo derecho 
Pothier IlDsef\aba «qUq la mujer puede ocurrit' á la jnsticia 
cuando el marido 'está demasiado lejos para dar la ,autori­
zación con la prontitud qua el caso requiere (2). ¿Ellegis­
lador ha tenido .la intención de seguir la opinión de Po-

1 'Mflrr..Hlé, 1;, 1°, p. ;';)0, ~nhre l'] ,n't,. ~!,!, D IlJOZ, e'l 1a. palabra 
matrimonio, núm. 870. 

2 f'ot]lipf, ,7pl pode/' d~l mrrrido¡ Hílm. ]2: Inlroit nI tít. X (le h 
costUD'lhre de Órlt~.allA, núm. J4U. 
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thier? Cuando se discutía nuestro titulo en el consejo de 
Estado, el primer cónsul preguntó si la secciQn de legisla. 
ción quería hablar de un marido ausente únicamente ¡Jpl 
lugar en que la mujer se encontraha, ó si hablaba del ma­
rido declarado ausente. Beslier contestó que la mujer esta­
r!a por mucho tiempo en ia imposibilidad de obrar, si do­
biese esperar la declaración de ausencia. Esta eontestación 
no prueba todaví1 que la ley entienda la palabra ausente 
en el sentido de no pI'esente; Besller, por el contrario ¡Jico 
que ha lugal' á declarar la ausencia, lo que impliea que hay 
presunción de ausencia. Tronchet fué m-ás adelante: dijo for­
malmente que el juez puede autorizar á la mlljer aunque el 
marido no se halle lejos, si es tal la urgencia que la mujer 
no puede tomar la autorización del marido (1). 

Se vo que Tronchet y Be~lier no están enteramente de 
acuerdó, lo que oisminuye la importancia de este debate. 
Sin embargo, es probable que los autores del código enten­
dían seguir la opinión de Pothier. Así, pues, si no tuvié­
semos más texto que el art. 222, nos colocaríamos del lado 
de la opinión general (2). Pero queda el código de proce­
dimientos, y nos parece imposible conciliar el art. 863 con 
esta doctrina. Que en el arto 863 se vea una interpretación 
del arto 223 ó una derogación, poco importa; de todos mo­
dos es cierto que estamos en presencia de una ley posterior 
al código, ley destinada á poner eh ejecución el art. 223. 
Nos parece dificil no entender este articulo en el sentido 
que le da ellclgislador. No queremos hablar de los ¡TlCOII­

venieutes prácticos que se reprochan á la opinión (jue de­
fendemos; estos inconvenientes son del resorte del legisla-

1 Se~i6n del!" ,'(',ndimiario ano X, llÚll1 . .to, (fJol:n', t. n, p. :Hri.) 
2 Zaobal'ia-, t. fII, pfo. 472, p. 3:.!!J, Ilota ?l. DHlllOlónd!4', t. IV, 

p. 26,1, ,UÚIll. 21.1_Ha)" /'1!-\lItt:1Ieiafl. ell t'stt-\ F(~lltid(J (J).dltt;l;, eIJ la pa­
lahn¡ matrimonio n (1111. ~jO, \' ~t'ntC11eia üo la eorto Iln easiwiófI (1;~ 
n(~Jgiüa uul 8 dó li'cbrero de'lS6Z, eH el Pa.sicrisia., 1863, 1, 162). 
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dar. ¿Puérlese, por olra parte, invocar las distancias como 
un obstácnlo,.cuantlo ya uo hay distancias? 

/l.-Minoría. 

128. El art. 224. establece: .Si el marido es menor, la 
autorización del juez és necesaria á la mujer, sea para que 
comparezca en juicio, sea para contratar.. En el antiguo 
derecho, el marido, 'aunque menor, podia autorizar á su 
mujer; a8f es que podla autorizarla para ejecutar actos que 
él mismo no tenia dereeho de ejecutar. La razón, según 
Pothier, es que el marido, aunque menor, tiene el poder 
marital, y el poder de autorizar se consideraba como una 
dependencia del poder que el marido tiene sobre su muo 
jer (1). El código ya no permite al marido menor que au 

torice á su mujer, de donde debe concluirse que ha cam· 
biado el sigtema. En efecto, como lo hemos visto, la auto­
rización marital está fundada no sólo en el poder del mari· 
do, sino también en el deber de protección que tiene que 
cumplir. ]<;n este sentido Portalis dice: ¿Cómo podrla el 
marido menor autori7.ar á su mujer, cuando él mismo ne­
cesita autorización? 

La excepción establecida por el arto 224 no es absoluta, 
como la que .resulta de la ausencia ó de la interdicción. 
Supuesto que se funda en la incapacidad .del marido, debe 
restringirse dentro de los limites de esta incapacidad. Aho· 
ra bien, cuando el menor está emancipado tiene cierta ca­
pacidad, y el menor casado está emaneipado de pleno de­
recho. Siguese de aqui que el menor casado, capaz de ve­
rificar los actos de administración, es por esto mismo capaz 
de autorizar á su mujer para que v.erifique los actos de ad­
ministración. La cuestión no tiene importancia sino para 

1 Pothier, Tratado del poder del mari<lo, U6JllB. 29 y siguientes. 
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las acciones mobiliarias, y hé aquí la razón. Si los consor· 
tes están c"saoos hajo el régimen de la comunIdad, el ma· 
rido tiene la administración de los hienes de su mujer; en 
este caso la mujer no tiene que ejecutar ningún acto do 
administración, y por lo mismo no hay que tratar de auto· 
rizarla para que actúe. Lo mismo es bajo el régimen ex­
clusivo de comunidad y bajo el régimen dotal. Si los con· 
sortes están separados en sus bienes, la mujer puede veri· 
fi~ar t0UOS los actos de administración 'sin autoriza.ción. 
Hay excepción, según el art. 215, para los procesos; la 
mujer, aun separada en bienes, no puede ,~omparecer en 
juicio sin autorización, mientras que el menor emancipado 
puede intentar las acciones mobiliarias (art. 482). El ma­
rido menor puede, en consecuencia, autorizar á su mujer 
para que inte'lte una acci6n semejante. 

129. El código no prevee el caso en que la mujer es 
menor. Hay que resolver la dificultad según los principios 
combinados de la incapacidad oe la mujer casada y d~ la 
emancipación. La mnjer menor qne se casa está emanci­
pada por el matrimonio; el menor emaucipado no puede 
ejecutar dertos actos sino con la asistencia de UD curador; 
puede, en general, ejecutar los actos de administración sin 
esta asi,tencia. En el antiguo derecho se admitía., y toda­
vla hoy se admite, r[ue el marido mayor es el curador de 
su mujer. Hé a'!uí, pues, cuál es la posición oe la mujer 
menor. Como menor emancipada, podria ejecutar ciertos 
actos sin la asistencia de su curador, pero estando casada, 
necesita de la autorización marital. El marido, en este ca­
so, interviene, no como curaoor, sino como marido. Y si 
se trata de actos para los cuales la mujer, como menor 
emancipada, debe eotar asistida de Sil curador, el marido 
intervendrá como curado!' y como marido, para a~i8[¡r á Sl! 

mujer y para autorizarla. No siempre es suficiente esta 
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intervención. P~ra otros actos que no sean los de adminis­
tración, la mlljer menor deberá arlemás obtener la autori· 
zación del consejo de familia, y si para elloh¡¡.y lugar, la 
homologación del tribunal. 

Queda en pie una dificultad. Si el marido es menor, no 
puede SAr el cnrador de su mujer, en razón de su incapa­
cidad; asl es que no podrá, como acabamos de decirlo, in­
tervenir sino como marido para autlJrizar á su mujer para 
que verifique lo. actos de administración. Si se trata de 
otros actos, preciso es á la mujer menor la asistencia de su 
curador, y, además, según el rigor de los principios, la 
autorización del tribunal que reem plaza la que el marido 
no puede darle por razón de su minorla, porque en este 
caso la mujer está afectada de 11na doble incapacidad, es 
menor y está casada; la asistencia del marido la levanta de 
su incapacidad como menor; para levantarse de la incapa­
cidad resultante del matrimonio, deDe ser autorizada por 
el juez (1). 

lll-Interdicción. 

130. Si el marido eS incapaz, la mujer Jebe ser autori· 
zada por el juez (art. 222). Afectado él mismo de nn a in­
capacidad ausoluta para todo lo concerniente á sus intereses 
pecuniarios, conclbese que no pueda cubrir la incapacidad 
de su mujer por un consontimiento que legalmente no 
puede dar. ¿Qné debe resolverse si el m~rido se halla en 
estado de demencia sin estar decl arado incapaz? Cierto es 
que si es incapaz para consentir, no podrá autorizar á su 
mujer, porque la autorización es un consentimier:to. Pero 
es grande la diferencia entre la autol'Ízación dada por el 
marido declarado incapaz y la autorización dada por el ma-

l De.mallt~, Ourso altaldico, t. 1 QJ p. 430, llíu.ll. 307 bis lII. 
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rido enagenado. La primera es nula de derecho, por apli­
cación del principio asentarlo por el art. ñ02, el cual de­
clara nulo todo acto otorgado por el incapaz; mientras que 
ninguna ley impone la nulidad a los actos verificados por 
un flnagenado. Esos actos son de derf\cho común. Es de­
cir, que la autariza"ión será válida si se ha dado en un in­
intervalo lúcido, y nula, si en el rnomentr en que el ma­
rido ha autorizado á su mujer, se hallaba él en estado de 
demencia. 

nesta saber, de qué manera se hará autorizar la mujer, 
si su marido esta enajenado sin estar declarado incapaz. 
Los autores no deciden la cuestión. Esto nos parece inad­
misible. En principio, es el marido quien debe autorizar á 
su mujel'; el juez no puede intervenir sino en los casos 
previstos por la ley, eua ndo el marido se halla en la impo­
sibilidad de manifestar su voluntad. La ley no coloca la 
demencia del marido enlre eslas excepciones, sino cuando 
queda legalmente aprobada por un jnicio de interdicción' 
Siguiendo el rigor de los principios, habrla, pues, que de­
cidi!', que la mujer debe promover la interdicción de su 
marido, á menos que se haga aulorizar por él en nn inter­
valo de lucidez. 

131. ¿Si se nombra á la mujer tutora de su marido, 
puelle, en este caso, hacer siIi aulnrización de justicia los 
actos concernientes á la tutela? La afirmativa no permite 
duda alguna. Pothier dice que su nombramiento implica 
necesariamenle una autnrización para admillistrar los bie­
nes de su marido (1). Esto es cierto, sólo que en lugar de 
autorización, debe decirse mandato. La mujer tutora no 
ejerce derechos que le sean personales, y asl es que no ne­
cesita eslar autorizada; obra en virtud de un mandato, y 

COIDO mandataria, tiene derecho á hacer todo Jo que está 

1 Pothier, Tratado de/poller del marido, núm. 26. 
p, de D_Tomo 1II_26 
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comprendido en el mandato, imprrtando poco de quien lo 
tenga, del marido, elel consejo de familia ó del tribunal. 
No es necesario decir que si como tutora tiene que ~jeelltar 
un acto que salga de los límites del podor de administra­
ción, uecesitarla la autorización del consejo de familia, y si 
á ello hay lugar, la homolagación del tribunal. 

En cuanto a Jos bienes personales de la mujer, Pothier 
dice también que ella puede, sin autorización, ejecutal' los 
actos concerniente~, haciendo las veces de autorización su 
nombramie:Jto á la tntela. E~to es demasiado abso,uto. 
Hay que distinguir. Si la mujer está separada en bienes, no 
es necesario decir que puede administrar sus bienes sin es· 
tal' autorizada por el juez; esto es de derecho común. Hay, 
sin embargo, un acto que la mujer no puede verificar, 
aunque está separada en bienes: no puede c'lmparecer en 
juicio, ni aun para una acción mobiviliaria, sin autoriza· 
ción. Pregúntase si pueLle hacerlo, cuando es t.utora ¿e su 
marirlo incapaz. La cuestión est:í en controversia. No va· 
cilamos en decir que no puede hacerlo. Aunque tutora, 
sig,ue siendo mujer casada, y como tal, incapaz; así A~ que 
debe estar autorizada. Se objeta que corno tutora, podia 
intentar una acción mobiliaria concerniente á los bienes de 
su marido; ¿no es absurdo .declararla incapaz para promo· 
ver en justicia sus propios derechos mobiliarios (1)? La res· 
puesta es muy sencilla; hay una razón juridica de esta di­
ferencia. En el caso de tutela, tiene la mujer un manclato, 
y, como mandataria, no tiene Dunea necesidad de autori· 
zación. Si, por el contrario, se tr"ta de los derechos perso­
r.ales de la mnjer, ya no obra ésta en calidad do tu toa a, si­
no como mujer cnsada, y como tal, necesita Qstar autori· 
zada. 

Si los cónyuges eatán casados bajo un régimen que dé al 

1 Demolombe, curso de codigo Napoleón, t. IV p. 275 núm. 227. 
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marido la edministración de los bienes de la mujer, en es­
te caso hay quo decir con Potbier, que la mujer tutora 
puede administrar sus bienes sin autorización. Consiste la 
razón en que la muj,)r ejerce entónces un derecho del ma· 
rido; obra, pues, como mandataria, aunque se trate de sus 
bienes, y como mandataria no debe ser autorizada (1). 

132. La ley no pl'lwec 01 ca~o en 'lue el marido se halle 
colocado bajo consejo jurli"ial. ¿De esto deLo deducirse con 
Duranton que el marido, aun'luo incapaz puedo autorizar á 
su mujer para toda pSl'ecie de actos? Que lo pueda rospec­
to á actos que él tenga derecho á ejecutar sin la asistencia 
de su consejo, esto es cierto, porque está de acuerdo con 
los principios. El que está colocado bajo consejo es tan ca· 
paz como un mayor para todos los actos que no le han si­
do vedados. Capaz por si mismo, nada lo impide autorizar 
iL su mujer. Pero cuando se trata de un acto que los tribu­
nales le han prohibido hacer siu la asistencia de su conse­
jo (arls. q99 y 013). 

Cierto os que la ley no habla del marido colocado bajo 
consejo; ¿y esto quiere decir que lo reconozca capaz de au· 
torizar? Nó, lo contrario resulta del art. (J02, por cuyos 
términos toda clase de actos verificados por la persona co­
locada bajo consejo son nulos de derocho. La ley asimila, 
en este concepto, el nombramiento de un consejo judicial á 

la interdicción. Ahora bien, se presume que el incapaz lo 

esta legalmente para consentir en todo lo quo concierne á 
su patrimonio; así, puos, el marido colocado bajo consojo 
está afectado de la ¡¡dsma inca.pacidad: incapaz para con­
sentir, lo está por lo mismo para autorizar. Esta es la opi­
nión general, consagrada por la jurisprudencia (2). 

Pero si el marido no puede autorizar á su mujer ¿cómo 

1 DllntlltOll, Cnrso de d(Tf'r;l1O fraJ1cc'!:., t. lf, 4G·b IIÚ111. 500. 
2 Dalloz, Reperton\ en la p;tlttbra mortimoni0, nÚm. 87:1, ¡n, 2~ 
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se otorgará la autorización? La jur·ispru,lencia, tanto como 
la doctrina, están divididas en esta cueltión. Según unos, 
el marido asistido de su consejo 65 el que debe autorizar; 
los otros dicen que la justicia es la que d'lbe autorizar. Nos­
otros creemos que los tribuuales no timen dorecho para 
autorizar á la mujer sino en los casos en que la ley les 
conceda formalmellte este poder, por(¡ne la interveneión 
del juez disminuye, altera el poder marital; ahora bien, 
este poc:er es de orden público, el ¡ue" no puede modifi­
carlo t.anto corno no puede hacerlo con las convenciones 
de las pRrtes. Esti'l resuelve la cuestióo. No se puede asi· 
milar con el menor, ni aun emancipado, á la persona cnlo­
cada bajo consejo, porque es mayor, y ~n principio capaz. 
Mucho menos todavfa puede decirse que la ley comprende 
entre lo, incapacitados á la persona colocada bajo consejo; 
ésta obra por si miAma, asistirla, si necflsario es, <le su con· 
sejo, mientras que el incapaz no tiene facultad de acción. 
Es cierto que el sisl~ma del código es hacer intervenir á la 
justicia cuando el marido es incapaz; pero en el ca30 da qile 
tratamos, el marido nn lo está; asistido de su consejo pue­
de hacer todo, y, ¿por qué no habla ¡]» poder autorizar á 

su mujer? La opinión contraria es la que se sigue más ge· 
neralmente (1). 

lV.-Sentencia Judicial. 

133. El art. 221 pstahlecA: "Cuándo el marido tiene 
sobre sí una condena aflictiva ó infamante, aun cuando sólo 
se haya pronunciado por contumacia, la mujer, aun cna 
yor, no puede, durante el periodo de la pena, comparncer 

1 Be In úo ;~ae.trf:l!'l:, t. lrr. p. 8:n. nota a:J;.le Dn.:noll\lllhf', t,o IY, 
p. 271, núm. 226, VéH~P. (\11 Id fl,f'lltirlo (lt~ 1II1p·,t.la (ll'iniólI, l\f;1gnill, 
de las Alinoria.'i, mírn.90tJ. La jllrisl'rtuluwi:.\ en Dalloz, eH la 1);\1<\_ 
bra matrimonio, núm. 874. 



DEL MATRUIONIO 

en juicio, ni contratar, sino despu~s de haberse hecho au­
torizar por eljw-'z, qnien puede, en este caso, dar la auto­
rización sin que el marido baya sido oido (, convocado. n 

hsta incapacidad se funda en la indignidad del marido; es 
una caduddad temporal del poder maritaL Si la ley per­
mite al juez oirlo, es para poder ilustrarse 

V.-Del caso en que ellllarido está inlM'esado. 

13[1. ¿Cuándo la mujer trata con su marido ó cuando lo 
hace con terceros, teniendo en cuenta el interés del marido, 
necesita estar autorizada por justicia, ó bástale la autoriza­
ción del marido? Esta cuestión es vivamente discutida: se 
puede reducirla á términos muy sencillos, como lIIerlín lo 
ha hecbo. gn principio; la mujer no puede ejecutar nin­
gún acto jurldico sin estar autorizada por su marino; por 
excepción, la autorización del marido se reemplaza por la 
del juez, en los cnsos determinados por la ley; toda excep­
ción es de estricta interpretación; por el becllO mismo do 
que la mujer no se haya en uno de los casoS exceptuados, 
queda dentro dcla rpgla; así. pu~s, necesita la autorización 
marital. poro también ella lo es bastante. Se objeta el ada­
gio viejo que nadie puede autorizar por su propio interés: 
nemo po test e.~se anctor in 1'cm s1tam .. l\lerl1n contesta 
que este principio, establecido por los jnrisconsultos roma­
llOS en materia de tutela, no se aplica al ITIarido. Supone 
que la autorización tiene pl!r único objeto garantir los in­
tereses del que está autorizado: tal es el caso de h tutela. 
La autorización m~rital se exige, antes r¡ue todo, por un 
motivo de nrden pú"li~o, cnITIO una cOllscrUünci,1 del poder 
marital; sin duda que, en el derecho moderno, os t;¡mlJién 
una medida de protección, pero no ¡'S ~óJo para l,rntejer á 
la mujer por lo que ellllal'ido interviene; está llamado ¡j po· 
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nerá cubierlo'los intereses de la familia. No hay, pues, lu­
gar para aplicar el adagio latino. Por otra parte, al legislador 
habrla correspolldido hacerlo; el intérprete no puede crear 
una excl'pnión, aun cuando para ello hubiese las mejores 
razon"s del mundo. (1). 

Eltiste en favor de la opini(¡n conlraria, uua senteneia 
fuertemente motivada de rurin. La corte dice, y esto es 
inconte~table, que la autorización del marido debe, aun 
cuando no soa sino en parte, garantizar los intereses de la 
mujer y de los hijos; ¿en dónde está la garantía cuando el 
marido está personalmente interesado? ¿Si su interés está 
en oposición con el de la familia, no podría sacrificar á su 
interés el de la mujer y de los hijos? Ahí en donde hay 
conflieto de intereses, no es importante quo la justicia im­
parcial intervenga (2). Esto es cierto, pero toda esta argu­
mentación va dirigida al legislador y no al intérprete. Sólo 
la ley puede crear excepciones, y no lo ha hecho en el ca­
so de qne tratamos: esto decide la cuestión. 

N UM. 3. DE LOS CASOS IlN QUE L,\ JUSTICIA NO PUEDE 

AUTORIZAR A LA MUJKR. 

f 3ti. U na recionte sentencia de la corte de París (3) es­
tablece como principi'J que la disposición del arto 219 es 
general, que no admite excepciones y ni podía admitirlas. 

1 'M,erlín, (}Il(',~tlr)/!es (fe rlf!rer~h(jJ en la palabra P,)Jr;r l1ulrital, pfo. 4 
(t. XIJ, p. 244). Dernolomlw, t. IV, p. 38~ Y si,t('nj~t1t.e, llÚroS. 282, 
y 236. IJa .it1riAprllft(~1 ulia ~~St,{l di yjd ida (,"éaso Di\I1();~, Rcpert()rio, en 
lapnlabra.1/U1.frimonin, lI(¡,llt~. 813.r 81·1. A.grég-neso P,II el fl.ent.ído de 
nnestra opinión, f'entl'lltlia dll Hronnoble, (le]1 d(j Marzo de 1851) 
(DallC'z, 1853,2,63), elo MUlltpcllier 18 1I0Y, 185a tDalloz, 1856, 2, 
!W2 

2 Sent. 17 Diciembr~ 1808 (Dalloz, on la palabra 3latl'imonio, nú­
mero 814, l~) Hay una sentencia en el mismo sentido (lo la corte de 
Bruselas In Junio 1857 (Pasi,:ricia, L857, 2, 27'1). 

3 Sentenoia, de 3 de Enero de 1868 (Dalloz, 1868,2, 29). 
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La corte deduce de esto '1ue la jugticia puede siempre au­
torizar á la mnjer, á denegación del marido; que principal­
mente puede autorizarla para un compromiso teatral. El 
principio os dema"iado absoluto y la aplicación que le da 
la corte de Paris nos parece muy dudosa. }<;l art. 2t9 pero 
mite al juez dar la autorizadón, cuando el marido se niega 
á autorizar ú su mujer para derogar 1m acto. Esta dlspo­
sición es la consecuencia del art. 217, que exige una auto­
rización e~pecia 1 para cada acto, y el nrt. 22:3 prohibe to­
da autorización genrral, salvo la que se dé á la mujer por 
contrato de matrimonio para la administración de sus bie­
nes. El código toma, pu~s, en consi,lcl'ación, el patrimo­
nio de la mujer, los actos de enagcnación ó de administra­
ción que la mujer está en el caso ele ejecutar para la gestión 
de su fortuna. ¿Pueden extenderse esta3 disposiciones al 
caso en que se trata de ejercer una pro'esión cualquiera? 
No lo creemos. 

Si la profesió'l que la mujer '1uiere ejercer es la de co­
merciante, la mujer debe tener el consentimiento del ma­
rido, eu 103 términos del arto 4 del código de comercio. 
La mayor parte de los autores ensefian que la justicia no 
puede, en este caso, conceder la autorización, si el marÍllo 
la rehusa (1) ¿Y no debe decirse lo mismo de toda profe­
sión? Nosotros no entramos en las preocupacione5 que exis­
ten en nuestras constumbrcd contra el teatro y contra los 
artistas; no admitimos, CGn la corte de París, que la carre­
ra teatral puede ser dignamente seguida; pero la corte con­
fiesa que presenta muchos riesgns para una mujl,r jov<;ln. 
Haciendo abstracción de estos riesgos, el marido ¡Jl1etle te-

1 PardCS\lH, curso de derecho comerciol, t., J. IIÚIIl. 03 Rravard, Tra· 
tado de dCl"(~,.h.) comercial, utlic. De'l'fillg".lt, r, p. n3. ~Ias.>;é .Y Vurgé 
ace,rca de Za.;harire, t. V, lIl, pro. ]34. Dumololl1be, t. IV, núm. 
248. La jnrü¡prUIlollcia ust:~ i uClul'ta (Da.lloz en 1.\ palaul'a Conveniell­
te, nlÍlD. 177). 
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ner repugnanoia invencible de ver IÍ Sil mnjA!' en las tablas: 
¿cómo admitir que el juez le haga viol~ncia? Lo que del 
teatro decimos, lo aplicamos á todo g~nero de profesión. 
l!;1 marido es el jefe de la familia, y :i él corresponde ver 
si á ésta le couviene ejercer esta á aquella profesión para 
vivir. 

La autorización para ejercer una profesión cualquiera es 
una autorización general, y los arts. 217 y 223 exigen que 
la autorización sea especial. l!;1 arl. 4 del código .Ie comer­
cio se aparta de estas disposidones, pero únicamente con 
la condición de que el marido otorgue su autorización. 
Ningún texto permite al juez conceder una autorización 
general, negándose á ello el marido. Si el juez la cunce­
diese, el marido podrla desh~cer lo que la justicia ha he­
cho. El tribunal autoriza á la mujer para contrabT un com­
promiso teatral á pesar del marido. Egte cambia de domi­
cilio, la mujer deoe seguirlo, ¿qué sucede entunces con la 
autorización de justicia? 

136. Hay, además, otl'OS actos para los cuales el juez 
no puede reemplazar la autorización del marido. El artí­
culo 1029 dice: «La mujor casada no podrá aceptar la eje­
cución testamentaria sino eon el consentimiento de su ma­
rido. Si está separada en bienes, sea por contrato de ma­
trimonio, sea por .i "icio, podrá hacerlo con el consenti­
miento de su marido, ó, negándose éste, tutorizada por la 
justicia.» Claramente resulta de esta disposición que si la 
mujer no está separada en bienes, no puede aceptar la eje­
cución testamentaria con la autorización del juez. Insistiré­
mos en esta excepción en el título de las Donaciones. 

1':!7. El art. 1004 del código de procerlimientos esta­
blece que no puede contraerse cumpromiso respecto á nin­
guna de las contestaciones que estén sometidas a comuni­
cación del ministerio público. Ahora bien, entre estas cou-
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testaciones se encuentran, según el art. 83, núm. (j (del 
mismo código), las causas de las mujeres no autorizada, 
por sus maridos. Siguese de ar¡ui 'Iue la justicia no puede 
autorizar que la mujer se comprometa. 

Núm. 4.-Formas de la auto1'i.wciónjudicial. 

138. Hay que distinguir los procesos y los actos extra· 
judiciales. Si la mujer quiere intentar una acción /jn justi­
cia, debe primero illtimarlo á su marido. Sólo después de 
que éste se niegue, es cuan(lo la justicia interviene; asi, 
pues, es forzoso que esta denegación esté legalmente com­
probada. Después la mujer presenta installr:ia al presidente, 
le expone el asunto y los motivo. por los cuales pide ella 
la autorización. A esta instancia, el presidente librará una 
orden da¡¡do permiso, pal·a citar al marido ante la Ciimara 
del consejo. El código de procedimientos (art. 861) agrega 
que el marido deducirá las causas de su denegación ante el 
trilJUnal. Como el ju~z está Ilarllado á evacuar este con­
flicto, dehe, después de haber oído (¡ la mujer, oir tambi~n 
al marino (1.). 

Si el marido está ausente ó incapacitario, se siguen las 
formas prescritas por l,)s arts. 863 y 864 del código de 
procedimientos, á los cuales remitimos all~ctor. Si el ma­
rido tiene impuesta una cO!lllena aflictiva ó inlamante, no 
hay que hacer ninguna intimación; y según el art. 221 
del códi¡;o civil, el juez puerle, en este cas,), dar la autori­
zación sin que el marido haya sido oído ó citado. Hayal­
guna difkultad cuando el marido es menor. Nosotros 
creemos con M. Demolo'Dbe que no hay para qua hacerle 
una intimación ni para qué citarlo ante la cámara del con­
sejo. ¿A qué conduca una intimación para dejar compro-

1 Véa.e la jurisp. eu DaUoz, en la palabra matri>nonio, núm, 88' 
P. de D._ToDlO III_21 
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bada la intimación, cuando el marido no puede rehusar ni 
consentir? ¿Para qué hacerlo comparecer ante el tribunal 
"uando no hay conllicto que resolver? 

139. Hasta aqui hemos supuesto que la mujer 6S actora. 
Ni el código civil, ni el de procedirniento~ previenen el caso 
en que la mujer es la demandada. Proudhon indica un 
procedimient., muy sencillo que se sigue en la práctica y 
que se funda, sin duda, en una antigua tradición. El de­
mandante asigna al marido juntamente con la mujer. Si el 
marido comparece, se hace parte en el litigio; hay en este 
caso autorización tácita, supuesto que hay concurso del 
marido en el acto. Si el marido falta, ó, si habiendo com­
parecido. rehusa seguit' la acción judicial COIl su mujer, Ó 

se rehusa á seguirla solo, el juez está llamado, (¡ dar la au­
torización (1;. Deslier ,lice en la exposición de motivos, 
que la intm'vención del juez no es más qUtl una simple for­
malidad, es decir, r¡ue la justicia concede siempre la auto­
rización cuando el marido la rehusa (2). 

Esto e3 demasiado ausoluto. Preci~amente porque el 
mari.lo rehusa r¡ue su mujer se defiend.l, el trihunal debe 
examinar si puede, á pesar de esa ,lenegación, conceder la 
autorización. ¿El tribunal debe dar la antol'ización de una 
manera expresa? La corte de casación juzga que puede ser 
tácita. Cuando el demandante concluye en que el juez 
autorice á la mujer, á denegación del marido, hay autori­
zación implicita, si el juicio condena por falta al marido y 
á la mujer citados juntamente (3). 

140. Quédanos por decir, cuáles son las formas r¡ue la 
mujer debe seguir cuando se trata de un acto extrajndicial. 

1 Pro1Hlhon, l'ra({ldo sobre el e.)t.:;.do de {.,s pcrsorlfl.ít, t. 1'.'. p. 4.68. 
lJil jltrisl)l'wlencia esta oOlltoruH' (Senttmeia dn la cortlJ de Ol'IÜ(\IIS, 
do ¡¡ .1" ~["yo "" 1849, Dalloz,.ISi9, 2. 161 j. 

2, l.ocré, Legislacion civil, t. X, p. 345, núm. 1.']. 
a S(lIItencia tlo 21 !le l"o~rero ,lo 1853 (Dalloz, 1853, 1, 1ií7). 
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Hay alguna duda acerca de este punto. El art. 219 dice: 
.Si el marido se niega á autoriza,· á su mujer para otorgar 
un acto, la lflujer puede mamlar citar directamente it Sil 

marido ante el tribunal do primflra instancia de la circuns . 
cripciGn del domicilio comun, y éste podrá dar ó rehusar 
su autnrizacióu después de filie el marido haya sido oído ú 
citado debidamente ante la cúmara del consejo J). En la prúc· 
tiea se considera esta disposición como abl"Ogada por el art. 
861 ,Iel código de procedimientos, que exige nna Ílllima· 
ci6n prévia. Segun el rignr d,! los principios, d"¡)f]ría resol· 
verse qne no ha~ abrogación. m .Tuez sólo autoriza. El có' 
digo sólo reglamenta el p,·ocedimiento par;; los actos extra­
.iudiciales; este es el objeto del art. 209; nar!a dice de ¡as 
instancias judiciales. Este vacío lo ha lIenarlfJ el córJigo 
de proce,limientos, institnyendo que la mujer (lIJO quiera 
hacerse autorizar para la promoción [le SltS derechos de­
be desde luego hacerle una intimación á su marido. Cier­

to es, por mas que diga M. Demolombe que la expresión 
promoción de derechos marca un proceso; cuando la 
mujer otorga un acto, no puede ,lecirse que l'rosigu~ un 
derechu, puesto que no tiene aún ningnno. Hay, pues, dos 
disposiciones distilltas y qne preveen casos diferentes: ¿có­
mo se quiere que un a,·ticulo que habla de los procesos de· 
rogue un artículo que habla de los derechos extrajudicia­
les? Sin embargo, en la práctica se signe el arto 861 para 
los actos extrajudiciales tanto como para los judiciales, y, 
en electo, la misma razón asiste para exigir una intimación 
para los unos como para los otros. 

141. La autorización de justicia, lo mismo que la. del 
marido, Jebe ser especial. Esto resulta de la combinación 
del art. 219 con el arlo 217. El CÓfligo exige 01 concurso 
r1~1 marido en el acto do su consentimiento por escrito; lo 
que implica la necesidad de una autorizacióu especial. ]<;s-
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ta autorización especial es la que el juez debe suplir, si el 
marido la niega; así, pues, liene que ser también especial. 
y lo que es cierto en el caso de qUfJ 01 ma,lido se niegu~ á 
autorizal' á su mujer, so aplica, por identidall de motivos 
á los casos en gue el marido esté en la imposibilidad de 
autorizar. Si el juez diesiJ una Ilutorineión general, usur­
paría los poderes del marido, usurparía el poder marital; 
porque de antemano resolvería, sin el marido ó á su pesar, 
lo que el marido está llamado á resolver, ¡\ medida que la 
mujer vaya tenienllo que otorgar un acto. 

La jurisprutlencia está conforme. Un juicio del tribunal 
de Durdeos autorizó á una mujer casada. para tratar 
con el sefior D., ó cual'luiera otra persona, bajo las 
cláusulas y condiciones que le pareciesen más convenientes 
ú sus intereses.» La corte de B'lr,leos pronunció la nulidall 
de esta autorización, porqutl tlaha demasiada latitud á la 
mujer para responder al objeto de la especialidall; para ser 
especial, la autorización haln'íu debido determinar la exten­
sión de los compromisos á los cuales podía subscl'Íhir la mu­
jer, restringiendo sus poderes dentro de ciertos limites. 
Una autorización vaga é incierta no es una autorización es­
pecial (1). 

s V. EFECTOS DE LA AUTORIZACION. 

Nítm. l-Etecto de la autorización respecto 
á la muje1·. 

142. Pothier asienta el principio en estos términos: .El 
efecto dI) la autorización es hacp-r :i la mujer tan capaz del 
acto para el cual está autorizada COlT.o lo seria si no estu­
viese casada, .• Asl es que la mujer, de incapaz que era, se 

1 ::len ten"; .. <le ¡t; ,le Mayo 1839 (Dalln7., Repertorio, en la ]Ialn· 
bm illatrimonio, núm. 012). 



DEL MA.TRIMONIO ~13 

vuelve capaz. ¿Quiere esto decir r¡u~ el acto sea plenamen­
te válido en virtud rlo la autorización. y que la mujer nn 
pueda ya atacarlo'¡ Nó, ciertamente. L1 mujCl' ya !lO ['", •. 

de atacar el acto por motivo úe incapacidad, ol1[\I",;t'J ([ue 
ella es capaz; per0 si el acto está vid arlo 1'01' enalr¡uiem otra 
causa, la mujer puede pedir su anula"ión. Esto es lo ql¡e 
Pothier agrpga. «Asi, pues, cuando una mujer menol' (lB 

llamada por un acto que ha ejecutado con al!lori7.adón, di­
ce Pothier, la autorización no impide que el contrato sea 
susceptible de restitución» (1) No suceclcrla lo mismo en 
nuestro derecho moderno; siendo el marido el curador de 
su mujer, si ésta obm con su asistencia, uo puede ella que· 
jarse de haber sido daflada, por(luo asistida do sn enrallor, 
se hace capaz, bip-n entendido, cu~ndo se trata de un acto 
qnn puede ejel',ntar con esta simple asistencia. Si luese un 
acto de diRposición, podía ella pedir su anulación, aun 
cuando el marillo la hnbiese autori7.ado, puesto (Iue llO pue­

de ella ejecutarlo sino con la autorizadón del consejo de 
familia h homologación del tribnnal; la asistencia de su 
marido no cubre esta nuHdal!. 

143. Hay un segundo principio en esta materia: la au­
torización no da capacidad á la mujer sino en cuanto al ac· 
to para el cual ha sido autorizada. Este principio se des· 
prende de la regla que quiere que la autoriza~ión sea espe­
cial: así es que sólo vale para un acto determinarlo. Si la 
mujer, en lugar de rjecutar el acto para el cual ha sirio au· 
torizada ejecuta otro, no puede ya prevalerse de la autori· 
zación que se le ha otorgado; el acto es lIulo COI11') prove­
niente de una mujer no autorizada. En consecueneia, Scl ha 
juzgado que la mujer autori7.ada para el efecto de vender 
no habla podido hacer vúlidamentce una donación en la 
forma de venta. No hay que atenerse á la apariencia del 

1 PotlJior, tratado del poder del lnrJrido, núm. 76. 
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acto; la donación disfrazada no es u'la "enta: la mujer no 
estaba, pues, autorizada para hacerla; y, por tanto, el aeta, 
aunque calificildo de venta, era nl110 (1 l. 

144. La aplicación de este sógunJo pt"incipio no deja de 
tener dificultades. Se supone que la mujer "erifica un acto 
en ejecución de aquel que la ha autorizado: ¿es válido el 
acto? Si el acto de ejecu~ión es una dependencia necesaria 
del primero, de manera que esté implicito en éste ft título 
de acceRorio, la mujer está autorizada para hacerlo; porque 
debe suponerse que al Jar la autorización, el pensamiento 
del marido se ha fijado en elnegocb íntegro, y que en con 
secuencia ha querido autorizar á su mujer para ejecutar to­
dos los actos neeesarios. Pero si el acto que la mujer otor­
ga, aunque su ejecución de aquel por quien estaba autori­
zada, es un acto de una naturaleza diferente, un acto que 
el marido no ha podido preveer porque no era una depen­
dencia necesaria de aquél para el cual dió su autorización, 
entónces el nnevo acto es nulo. 

14ti. El principio es incontestable, pero no siompre es 
fácil aplicarlo. Se supone que la mujer est:¡ autorizada pa­
ra pedir la liquidación de bienes, y que ésta se ha pro­
nunciado. Cierto es que podrá proseguir la ejecución del 
juicio, porque la ley l~ obliga á proseguir esta ejecución 
dentro de la quincp,na 'lue siguo al juicio (art. 1444). lIé 
aqul evidenciada una dependencia necesaria del acto para 
el cual la mujer ha sido autorizada. Por esto la jurispru­
dencia decide que el juicio dá á la mujer derecho, ó para 
mejor decir, le impone el deber de hacer todo lo que es 
necesario para obtener su ejecución, es decir, la liquidación 
de la cllmunidad y el pago de lo que el marido le debe (2). 

1. S(lnt(~ncia de 1':\'.1. lU do Mnrr.o, IO:n. (Dallo7., en la palulfI'l\ 
Jl/atrimQnio núm !JIG. 

2 VéaslJ lajurigprmlencia en Dallo?; en la palabra matrimfJnio, HÚ_ 
mero 706, r, 3", 
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¿Quiere esto decir que la mujer puede ejecutar todos los acto 
que se presenten en la lir¡uidación de la comunidad? Es 
preciso aplicar el principio que <lcábamos de establecer. Si 
el acto es Una consecuencia necesaria del juicio, la mujer 
puede hacerlo. La corte de casación, pOl" aplisación del 
principio, ha resuelto r¡ue la mujer podrá pagar en subasta 
pública. Hay un motivo de duda. Ciertamente (Iue la mu­
jer puede apoderarse de los bienes inilluebles de su mari· 
do, prolllover su venta y hacel"se su adjudicataria; son es­
tos actos ,le ejecución sin los cuales la mujer no podría ob· 
tener el pago de sus derechos. ¿Pero se ha de extender el 
poder hasta la puja, cuando un terc()ro se ha declarado 
adjudicatario? La aOl"te de Gr,moc,L.le ha resuelto la cues­
tión negativamente, fundándose en la naturaleza de la puja, 
acto exhorbitante y peligroso para la !Unjer; la corte ba in­
vocado el art. 21. 7, f¡llcestablece que la mujer, aun separada 
ue bienes, UD puede adquirir sin autorización marital. Esta 
sentencia sufrió casación (1). Hay que apuntar desde luego 
el art. 216 'Iue supoce la separación consumada; en enan­
(e, ti los riesgos qua presenta la pnj~, son reales, pero al 
mis'mo tiel11pO es éste un derecho precioso, una garantiu 
para la mujer, sin la cual tal vez no obtemlria el pago de 
lo r¡ue se le debe. Estando autorizada la mujer, pOI' el jui­
cio de separaciún, para ejecutarlo por el pago de sus llore· 
ellOS J dot"" debe deducirse que puede pU.iar, supuesto que 
la puja tiene precisamente por objeto realizar el recobro de 
sn dote. 

La corte de París ha juzgado que la mujer no podía, en 
virtud del juicio de separación, ejecutar contra Un tercer 
comprador la acción de rescisión por lesión de una venta 

1 Sellt('llcLL tIc la cOlte de ca"aciólI <le 20 de Marzo llo 183:"1 (Da. 
!lo;.:, 18:13,1, 10.3> 
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llevada á cabo por el marido (1). Esto nns parece dndoso. 
Si, como debe suponerse, la rescición de l~ venta fnese ne­
cesaria para asegurar el pago de los dereehos y dote de la 
mujer, ¿por qué ésta no habla de pode!' intentar esa acción? 
¿No es esta una consecuencia necesaria del juicio que se ha 
pronunciado para garantir sus intereses? La garantla de 
sus intereses es el fin, la acción en rescisión el medio de 
alcanzal·lo. Esto nos parece que decide la cuestión á favor 
de la mujer. 

La corte de casación ha juzgado que la mujer qne ha ob­
tenido la separación no puede, sin autorización, comparecer 
en juicio con motivo de disputa suscitada por la administra­
ción del registro, concerniente á la cuanlla dCl los derechos 
por pagar según el juicio que liquida la comunidad. Hay 
una razón para dudar; puede de~il'se que el juicio es el úl­
timo acto de la liquidación, que de.de luego se deile Rpli­
cal' á este juicio el principio de que la mujer pu~de hacer todo 
lo que es necesario para el pago de sus derechos y dote. 
Pero hay una razón decisiva contra la mujIJI', y es que el 
juicio termina la liquidación. La defensa de la mujer con­
tra las pretensiones de la administración del registro 
es UNa instancia nueva que nada tiene de común con las 
operaciones de la liquidaci'\n. y que por lo mismo necesita 
una autoriz~ción especial (2). 

1l!6. Se ha juzgado que la mujer autorizada para tratar 
con un tercero acerca del establecimiento de una casa de 
educación, estaba, por este hecho mismo, autorizarla para 
suscribir las obligaciones relativas. (3). Esta decisión pue· 

1 Selltl~lIr,ia eh, 13 11t1 i\lar7.o ele un 7 (Dallo?, en 1;\. pala l,ra acción 
núm. 148). Un" ulla f-:llutpneia fl.1I{tlog-a de la corte de París, t1u 27, 
de Julio tle 1SÚO (Dnlloz, 1851, 2. IOH). 

2 Sentencia ¡le casación dll 11 de gllcro dc 1851 (DaIloz, 1854, 
1,14). 

3 lientenc;" ,le PI1rí_, de Jnllo do 181;2 (Dallo", 18ó2, 2,202). 
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de tener algún fundamento, pero está formulada de un mo­
do demasiado vago; hay que limitarla en el sentido de que , 
los compromisos con traídos por la mujer deben ser una 
consecuencia necesaria de la operación que el marido ha 
autorizado. 

La corte de casación ha resuelto que las obligaciones co­
merciales suscritas por la mujer eran nulas, aun cuando 
fuesen contraldas en ejecución de un primer compromiso 
que ella se hubiese procurado lllll la autorizació[J de su ma­
rido, siendo este co:upromiso puramente civil (1). Esta de­
cisión e, muy jurldica. Las ohligaeiones comerciales difie­
ren en mucho de las obligaoiones civiles, por lo que la mu­
jer que las contrae dcbe tener una autorización especial. 
Puede suceder que el marido consienta en qne Sil mujer se 
obligue civilmente, pero que le rehuse la autorización para 
suscribir un compromiso comercial. De ar¡ut la nccesidad 
de una nueva aUlorizació[J. 

147. La mujer está autorizada para seguir uu litigio. 
¿Qué actos puede ejercitar en virtud de esta autorización? 
Pregúntase si puede transigir. Evidentemente qUE n6. Se 
litiga para obtener justicia, sea promoviendo sus derechos 
corno actor, sea repeliendo la demanda como reo. Ahora 
bien, el que transige renuncia por lo menos á una parte de 
sus derechos. Asl, pues, transigir no es litigar. Por esto 
el art. 20111) exige que el que transi¡e tenga la capacidad 
de disponer de los objetos comprendidos en la transacción. 
1n verdad que el marido que autoriza á la mujer para re­
clamar un dereeho no entiende autorizarla para disponer 
de él, y al autorizarla para defender, quiere que ella com­
bata las pretensiones del demandante, muy lejos de aban­
donar su derecho en todo ó en parte. No hay duda acerca 
de este punto. 

I Senteueia tle ~6 de Juuiu ele 1839 (Dalloz, eu la palabra Como 
p,tencia comercial, núm. 225). 

P. de D._Tomo 111-28 
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Por la misma razón, la mujer autorizada para litigar no 
puede desistirse de su demanda sin una nueva autorización; 
porque el desistimientó implica la rennncia de un derecho, 
y por lo tanto una enagenación; ahura bien, no es para 
enagenar su derecho para lo que el marido ha autol'izado á 
su mujer, sino, al contrario, para proseguir su ejecución 
forzosa. Esto decide la cuestión, La jurisprudeucia está 
unánime en este sentido (1), 

Otro tanto hay que decir de la aquiesceucia, Consentir 
no es litigar, es reconocer las pretensiones de la parte con­
traria, y por lo tanto es renunciar á su derecho; ahora bien, 
la mujer ha Sido autorizada para sostener su derecho pOI' 
medio de un litigio, y para abdicarlo, La cuestión ha sido 
resuelta en este sentido por una sentencia de la corte de 
Parls (2). Hay una sentencia contraria de la corte de casa­
ción (3). La corte parte de este principio, qlIe la autoriza­
ción dada á la mujer para defenderse no le da únicamente 
el poder de seguir el procedimiento y de comhatir las pre' 
tensiones del demand,'nte, sino también el de consent.ir en 
ellas si las halla justificadas ó dar su nquiescencia al juicio 
promovido contra ella, Ahora biAn, al dar su aquiescencia, 
detiene ella el curso de la j llstieia, y pone tél'mino fl la 
causa judicial. Hay, no obstante, un moti\'o de dUlla cuan­
do la aquiescencia s'lbreviene después que se ha pronun­
ciado ~I juicio, La mujer puede 110 interponer apelación, 
lo Cjue equivale á ulla aquiescencia túcita; si puede ella 
consentir tácitamente ¿por qué no hahia de poder hacerlo 
expresamente? La respuesta es muy sencilla: pOl'f[U9 hay 
diferencia entre el consentimiento ex;)reso y el hecho de no 
interponer apelación. Al consentil', la mujer renuncia al 

1 SontencÍn. fle 7 tlo Dicimnhre a(1 18G:~ (D,t1loz, 18G 1, 1, 11 D), 
j Scntelloia. 4le 16 do 1\Iarzo 183U (Dnrlloz, en la palaura matrimo­

nio, núm. 796, 4~) 
3 Sentenoia!le 7 !le Diciembre l8()3 (Dallez, lSG1, 1, 110). 
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derecho de apelación. ¿Y la autorización para litigar impli­
ca el poder ele la mujer para renunciar á litigar? Mientras 
ella no consiclIte, conscrva el derecho que le da la ley para 
interponer apelación. Cierto es que en definitiva, la mujer 
al guardar cilencio, renun(~ia á la apelación . ¿Y puede ha­
cerlo sin autorización? Esto cs lo que examinarem6s más 
adelante (1). 

148. ¿La mnjer autorizarla para litigar puede deferir el 
juramento ó aceptar el que se le defiere? Nó, porque el ju­
ramento impliea una transacción; y la mnjer, aunque auto­
rizada para litigar, no puede transigir. Esto decide la cues­
tión, tanto para la aceptación del juramente como para la 
delación. Se hace nna objeción para el caso en 'Iue el jn­
ramento le es deferido á la mujer. El adversario de la mu­
jer, se dice, tiene el dorer-ho ele diferirle el juramento, y si 
se niega á la mujer autoriz~ciótl para aceptarlo, este dere­
cho no puede ser ejercitado. Sin duda que cada parte puo­
de deferir á la otra ei juramento. ¿Pero es éste un hecho 
absoluto? Nó, el ejercicio de nn derecho supono la capaci­
dad de las partes contrayentes; y como la mujer es incapaz 
de transigir sin autorizacÍ<in especial, es también incapaz 
para deferir eljllramento y para aceptarlo. La doctrina y la 
jurisprudencia están de acuerdo (2). 

¿La mujer autorizada para litigar puede hacer una con­
fesión? N 050tros creemos que la cuestión debe decidirse 
negativamente. La confe~ión implica la disposición, la ena­
genación del derecho de que es objeto; en efecto, según 
105 términos del art. 1306, hace fe plena contra aquel de 
quien emana. Así es que la autorización para litigar no 
implica la de hacer una confesión: La mujer no puede 

1 Véase en el sentido de nuestra opinión, una sentencia ele 13m 
solas. 17 ele Febrero 1868 (Pasicrisia, 1868, 1, 40~). 

2 Dalloz, Repertorio, en la palabra matrimonio, núm. 018. 
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transigir; ahora bien, al transigir hace también una confe­
sión, pero parcial, renuncia á una parte de sus derechos. 
Con mayor razÓn no puede abdicar todo su derecho, ha­
ciendo una confesión. Existe ulla sentencia contraria de la 
corte de casación, pero corno no está motivada no tiene 
valor doctrinal (1 J. M. Demolombe objeta que la mujer 
autorizada para litigar lo e~tá «para correr todas las vicisi­
tudes de la lucha judicial. D lIé aquí una de esas frases de 
efecto que de Lían proscrihÍl'se del lenguaje jurídico. Sin 
duda que la mujer corre todas las vicisitudes del proceso, 
en el sentido de que puede perderlo; está autorizada para 
perderlo por la decisión del juez, pero no para perderlo 
disponiendo de su derecho, ni por una confesión, ni por 
un juramento. En vano se dice que el adversario de la 
mujer tiene derecho á interrogarla sobre hechos y articu­
los. Si, tiene ese derecllo, pero con la condición de que la 
mujer sea capaz de contestar; ahora bien, cuaudo la res­
puesta es una confesión, la mujer es incapaz y necesita una 
autorización especial para cubrir su ineapacidarl (2). 

i~9. ¿La mujer autorizada para litigar puede seguir to­
dos los grados de jurisdicción, interp"ner apelación y casa· 
ción? No es necesario decir que si la autorización se da pa­
ra un grado determinado de jurisdicción, debe restringirse 
dentro de estos limites. Esta es la aplicación del principio 
de la especialidad. La mujel' autorizada para litigar en pri­
mera instancia, necesita una nueva autorización para ir á 
casación. ¿Si la autorización se da expresamente para to­
das las instancias, la mujer puede litigar en apelación yen 
casación? La doctrina y la jurisprudencia admiten la a!ir­
mativa. La autorización, se dice, es especial, supuesto que 

1 Seut(mcia de 22 dn Abril 18~3. DallfJz, en la palabra matrimo_ 
nio, nfim. 919. 

2 Demolomlle, C!l/'80 del código .Nflpoleon, t. IV p. 3i3 lIúm. 284. 
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sólo se da para un proco,;o determinado (1). Sin ,luda al­
gUlIa, ¿pero oasta COll esto? La ley exige la autot"Ízaeión, 
no sólo para a¡:nparat· la autoridad marital, SillO t¡¡moión 
para proteger á h mujer y á la hmilia. Para que S,] 00-
tenga este resultado, preciso es que el muido, on el mo­
mento en que autoriza á su mujer, se dé cuenta exacta del 
negteio. Hay, en este concepto, una gran ¡liferencia entro 
los contratos y los procesos. Cuando la mujer otorga un 
acto el negocio se consuma en el momento mismo en que 
se celebra el cO'l.trato; el marido sabe toJo lo 'lue debe sa­
ber; mientras que el marido que autoriza á sn mujer para 
litigar no puede conocer los medios que el adversario hara 
valor; el negocio puede completamente cambiar de faz en 
el curso de la primera instancia, y deslle entonces, si se 
quiere una protección eficaz para los intereses de la mujer 
y de la familia, se necesita que después del juicio de pri­
mera instancia intervengan una deliberación y una autori­

zación nuevns. U na autorización general otorgada para to­
uas las instancias, podría comprometer los intereses que el 
marido est:i llamado it garantir; no responde, puos, al oo· 
jeto tle la ley, y por lo mismo es nula. 

Hay una opiniÓll absolutamente contraria:i la que aca­
bamos de sostener. M. Demolombe ensefia que la mujer 
autorizada para litigar puede ir á apelación y :i casación, 
desde el momento en 'lue la autorización no se limita ú fIlia 
sola instancia. Autorizada la mujer para litigar pnede, por 
esto mismo, sostener su derecho á travé3 de todas las i,,,tan­
cias, hasta casación. Acerca de este último punt~, M. De­
molombe parece vacilar, porque aconseja al adversario ¡Jo 
la mujer que ponga al marido en causa ante la cort.o s[!-

1 nomolomhe, curso dl'l cÓlii,r¡n J!{t1pfJ[rón, t. IV, p. 37.1, núm. ~g5. 
Sentencia. de la corte llo ea~acióll d.l! 1" !lo i\lnrr.o lH5R, Da!loz;, lR,í8, 
1, 104. Una scutenci:1 do Hrns4.l1as, 26 de T!'ehroL'o lSG~, nllmite !a 
autorización ge~eral, hasta tácita, Pasicrisia, 1868, 1, 151. 
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prema. Confiesa que después de cada instancia, sería útil 
que el marido examin<lsc Ile nuevo, supuesto que no ,es la 
misma la situación (1). 

Esta cOllfpsión es la conl!enación de su doctrina. Supues­
to que la situación no as la misma, es como si hubiese un 
nuevo acto jurídico, y por lo mismo necesidad de una au­
torización nueva. La doctrina de Demolombe se ha queda­
do aislada (2). 

La jurisprnnencia está nivirlüla é incierta. Hay senten­
cias que consagran una distinción. La mujer autorizacla 
para litigar ha ganacl .. en primera instancia; la parte con­
traria interpone apeladón. No necesita estar autorizada, se 
dice. ¿Y para qué? El marido desea que ella gane su pro­
ceso cuando la autoriza para litigar; ella lo ha ganado; desele 
este momento la intp'llciÓll elel marido es ciertamente que 
ella sostenga su del'echo en apelación. Inútil es proceder 
á un nuevo examen supuesto que las previsiones del ma­
rido se han realizado. Nosotros creemos que aun en este 
caso, seria necesaria una nueva autorización. La apelación 
interpuesta por el contrario de la mujer destruye el i uicio 
de primera instancia; se traba un nuevo debate y puede in­
teresar á la mujer transar en lugar de litigar. Hay tal vic­
tOl'Ía en primera instancia que anuncia una derrota cierta 
en apelación. Se dice que la apelación es una via ordinaria 
que ha debido ser prevista por el marido; y hasta hay una 
corte que ha llegado á decir f¡Ue la apelación no es una 
nueva instancia puesto que se trata siempre de los mismos 
derechos que defender y de las mismas cuestiunes que 
juzgar (3). Esto no es exacto, porque pueden presentarse 

1 DemolO1nhe, curso del códlqo Napoleón, t. IV, p. 375, núm. 387. 
2 Véaso la doctrill:\ mI Dalloz, en la palalJr matrimonio, núm. 782, 

y sentencia tle la oorto ,lo casac:ón Ile 15110 Marzo Ile 11148 (Dalloz, 
1848, 1, 119). 

3 Sentenoia ue Bourges, uo 27 ,le Noviero!>re de 1829, DalIoz, en 
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en apelación nuevas cuestiones. ¿Por otra parte, aCM O la 
apelación no reduce á h nada el primer juicio? ¿No es 
element~l que hay una segunda instancia? ¿Y habiendo 
perrlido la mu.ier en primera instanci~, no están contra 
ella las probabilidades, mientras que, antes de entablar el 
proceso, el marido podía creer que las probabilidades estR­
ban á favor de su mujer (iJ. 

Aun podría sostenerse quela mujer necesita de autorización, 
cuando sUGUlllbe en primera instancia, au'n'lue no interpon. 
ga apelación. }<;n efedo, no interponer apelación, e'luiva­
le á desistirse de SllS pretensiones, c'1ui vale á dar aquies· 
cencia al juicio. Ahura I)ien, la opinión geueral es que la 
mujar no puede consentir sin U[\R autIJr¡za.cil',n especial. 
¿Y cómo es 'iue lo 'lile nu puede hacer r[iJ'eetamente podría 
hacerlo indirectamente? Cierto cs que la mujcr en este ca­
so no concurre á acto alguno, sino quo guarda silencio; 
pero su silencio implica un acto, y un acto que puede serlo 
muy perjudicial, tanto á ella como á su familia, y este acto 
es la renuncia de un. seguada instancia. ¿No se necesita 
qne el marido interveIlga para examinar si hay lugar á 
¡lpelación, Ó si es prefelible consentir? 

150. Hasta aquí, hemos supuesto qlle el marido autori­
za ¡\ su m·ljer. ¿La autorización judidal e.<tlt regirla por los 
mismos principios? No es dudosa la alirmativa. En efecto, 
la autorización no cambia de naturalrza cuando la da el juez, 
porque el tribunal no hace más que ponerse en lugar del m:J.· 
Titlo. La jurisprurlencia está en este sentirlo; las sentencias 
que hemos citado, aplican indistintamente al juez y al mari· 

la l'.tlahi';l m,¡fi'i,'nOi¡io, núm. íS:,) :~o, y ¡fJtd, otras sOlltendrLO en e t 
Illi:-;lllfl ~l>lItid() 

1 Vi~.lnSlJJ ea 1'.-;t,t1 f,Lllltilld, lit~ !,pnt,tJIICLI3 (ji!,a,llH por Oi.\lloz, tm 
b palabra 1ilflf,.im:Jl1i,J, IiÚ!lI, í·8~ Y 7';'(i, ,\- ~'~Ilt,~ql,',i,l do la ullrt.e 4;0 
c:uueión \kl 15 (llJ lJiei!'!lI\¡n~ (!t.1 VHj, 1):l\loz¡ lS1~, 5, ID; dlJ Bltr· 
deos (lu 3 ,lu ~tarz.1) 4h~ 18;31. D,I,l1lJi~, 18;)~, :!, LH Y de Aix de 13 d~ 
)huzo üe 181.12. ]).dlo1., 186~,~, H).!. 
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do el principio de que la autorización se limita al acto para el 
cUHl se ha otorgado. Ella aplica igualmente á la autoriza­
ción judicial el principio de que la autorización dehe res­
tringirse ú la instancia para la cual se ha ot0rgado. La 
corte de casación interpreta de una manera todavía más res­
trictiva la autori7.ación que se da incidentalmente por el 
tribunal penetrado de la contienda; ha resuelto que la 
mujer autorizada de este modo para una primera ins­
tancia no puede interpouer apelación, ni defeuderse con­
tra la apelación interpuesta por la parte contraria, sin una 
nueva autorización, aun cuando el tribunal hubiese dicho 
que la mujer esta autorizada para proceder y para prose­
guir la acción, no pudiendo referirse eotos términos sino á 
la acción que se habla entablado por el momento (1). ¿Por 
qué la corte interpreta de UQ modo tan restricto la autori­
zación concedida bcidentalmente por el juez? Porque, co­
mo lo exprr.sa otra sentencia, la autorización que se dú inci· 
dental mente para la instancia principal, está necesariamente 
limitada para esta instancia (2). 

Podrlamo5 invocar estas sentencias á favor de nuestra 
opinión si no hubiese otras igualmente' emanadas de la 
corte de casación, que admiten una ir.terpretación más am· 
plia, cuando la autorización la da al juez á una demanda 
principal. Asl es 'lne se ha resuelto que el juicio que auto­
riza á una mujer para comparecer en justicia, cuando se 
verifica después de un juicio precedente pronunciado con­
tra la mujer, se aplica tanto á las instancias comenzadas ca· 
mo á las que se tienen que seguir, y por consiguiente á la 
apelación que se puede intentar (3). Una sentencia más re-

1 Selltenci~, 18 !lo AgORto de !857, Dallo", lS:}!, 1, 33.J. 
2 Sentenllia, 20110 JUlliu tIe 18!~ Dalloz, (jllla li;llabra Contrato de 

matrimonio, l¡Útll. 201. 
3 Sentencia, ó del Agosto 184.0, D.llloz, Repertorio, eu In. palabra 

Matrimonio, n(ull. 001. 



DEL MATRl3IONIO 225 

ciente ha juzgado que la autorización otorgada á una mujer 
casada para lJroceder á instancia sllya en separación de 
cuerpo, debo, en razón á la generalidad de 9stas exprE)~iones, 
interpretarse en d ~entido de que se aplicá á todos los gra­
dos de,procedirniento; que, en consecuencia, la mujer,auto­
rizada de este modo puede, sin nueva autorización, int"-rpo­
ner apelación del juicio que ha desecha~o su acción (1). 

Esta última decisión nos parece c(jntraria al principio dt1 
la especialidad de la autorización. Los términos proceden á 
instancia suya, no significan mas que la autorización para 
seguir la instancia que va ú entablarse, es decir, la primera 
instancia. De nuevo confesamos que no entendemo,s la distin­
ción que la corte parece hacer y que 111. Demolombe aprueba 
(2 , entre la autorización que se da incidentalmente y la auto­
rización concedida sobre una acción principal. Trátase siem­
pre de un solo y mismo hecho jurídico. ¿Cambia la auto­
rización de carúctor según que es incidental ó principal? 
¿Por qué ha de ser que la mujer esté menos protegida cuan­
do pide la antorización por acción p"incipal? El derecho es 
una ciencia lógica; ¡que la lógica presida, pues, á sus de­
pisionesl La autorización es una; los principios que la rigeu 
deben, pues, ser idénticos. 

Núm. 2.-Efecto de la anto1'ización respecto 
ál marido. 

11>1. Los efectos de la autorización en cuando al marido, 
difieren según que él ó el juez la otorgan. Cuando él es 
el que autoriza á su mujer, la autorización á Sil respecto, 
no tiene en principio ningún efecto; él no está obligado 
por el acto jurídico que la mujer lleva a cabo con su auto­
rización. E$to es la aplicacióu del antiguo adagio: .El que 

1 Seiltcllda de ~3 de Dicicruhrll <le 1864, Dalloz, 1B65 1, 384. 
2 Dmuolombe, Curso d. Oódigo Napoleon, t, IV, p. asl, nám. ~O. 

P. de D._Tomo III_29 
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autoriza no se obliga.» Esta máxima runda en el mo· 
tivo sencilllsimo de que sin consentimiento no hay obliga. 
ción. Ahora bien, cierto es que el que autoriza consienta 
en lo que se obliga la persona autorizada, pero esto no 
quiere decir que se obliga. Asl, pues, el marido que auto­
riza á su mujer no se obliga. La autorizacióu interviene 
únicamente para cubrir la incapacidad de la mujer cas9da; 
ast es que, en general, no puede tener efecto alguno reg· 
pecto al marido. Esto es elemental, é inútil es citar testi· 
monios y autoridades. No obstante, la regla sufre algunas 
excepciones. 

11i2. Hay excepción cuan,lo los consortes cstúr¡ cas;¡llos 
bajo el régimen de la comunidad. El art. 1419 establece: 
«Los acreodores pueden perseguir el p.1g0 de las deudas 
que la mujer ha contratela C<ln el consentimiento del mari­
do, tanto sobre los bienes Jo la comunillad como sobre los 
del marido y los ,le la mujer .• Nosotros diremos en el 
contrato de matrimonio, por qué y en qné sentiJo estas 
deudas caen sobre la comunid'arl; pOI' este solo hecho, 
vuélvense deudas del mari,lo; porque e, de principio qUA 
toda deuda de la comunidad se vuelve deuda del marido, 
por razón de qne los bienes de la comunidad y los del ma· 
rido no forman más qUA nn patrimonio solo y único. De 
aqu! resulta nna consecuencia muy importante. Según los 
términos ,Iel arto 220, la mujer comerciante obliga también 
á su marido, si hay comunidad entre los Jos. Consiste la 
razón en que la mujer no puede comerciar sin autorización 
marital; por lo que las obligaciones que ella suscribe están 
contraldas con el consentimiento del marido; y por lo 
mismo están á cargo de la comunidad, es decir, del marido. 

La excepción que establece, el arto 1419 y la aplicación 
que d" ella hace el art. 220 están limitadas por la ley al 
régimen de oomunidad. Están, en olecto, fundadas en la 
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naturaleza particular de este régimen. Bajo los otros regl. 
menes, hay que mantener el principio de que el que auto· 
riza no se obliga .. hsto sería así aun cuando ia obligación 
suscrita por la mujer aprovecnase al marido, aun cuando 
se hubiese contraído consultando el interé, de éste. Y esto 
os consecuencia de este principio elemental: que nadie pue· 
de obligarse sino por su consentimiento. Sólo hay ex­
cepción cuando hay cuasi-contrato de gerencia de negocio; 
pues este caso nada tle común tiene C01l la autorizad'\n 
marital. A"í, pues, cuando una obligación no ha sido con­
traída ni por el marido ni para él y en su nombre, el ma­
rido no puede ser obligado. La aplicación de estos princi. 
pios n" carece de dificultatl. La aplazamos para el titulo 
del Contrato de matrimonio. 

¿Quiere esto decir que, baio otros l'egímenes qUfJ 110 seall 
el de la comunidad, la autorización d,~l mal'ido no tiene 
efecto alguno á S11 respecto? La r1bcisi6n de la cuestió'l ,le­
pende de la natlll'alen del régimen y dlJ los términos de la. 
autorización tlada por el marido. Bajo el régimen de sepa­
ración de bienes los oonsortes son completamente extraclos 
el uno al otro en lo concerniente á 8US intereses; el marido 
no tiene ningún derecho sobre los bienes de l.l mujer, y 
desde luego las IJbligacioncs q~() ésta contraiga no pueden 
tener efecto alguno sobre el marido. Supongamos que éste 
la autorice para enagenal' un mueble tle que él disfruta ¿es­
ta cnagenacióll lo privaría tle disfrutarlo? Esta'3S una cues­
tión de intención, y para clJnocerla hay que conocer los 
términos de que se ha servido el maritlo. Si el marido ha 
autorizado á la mujer para enagenar la propiedad desnuda, 
ni siquiera hay cuestión; pero si la ha autorizado para ena· 
genar el total de la propi'ldad, entonces él renuncia á su 
usufructo. Esto se decide así por argumento del art. 1555. 
Insistiremos acerca de este punto en el tItulo del Contrato 
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de matrimonio. Hagamos notar únicamente que aqu! no 
se trata ile nna verdadel'a excepción al principio de fIne el 
que autoriza no se obliga. Si el marido pierde el goce de 
la cosa, es porque asi lo ha qUdrid~. No por esto está obli­
gado por el compromiso que la mujor ha contraido. 

Hi3. La autorización judicial ningún efecto tiene ros 
pecto al marido, ann cuando los consortes estén casado~ 
por el régimen de la comunidad; según los términos del 
art, 1420, los actos ejecut<dos por la mujer con autoriza 
ción de la justicia no comprometen los bienes de la comu 
nidad. No hay más excepción á esta regla sino en los casos 
previstos por el arto 1427. Volyeremos más adelante á in­
sistir en esto. 

El arto 1426 no distingue si la justicia ha autorizado á 
la mujer á denegación riel marido, ó porque éste es inca· 
paz, y no hay lugar á distingníl·. En efecto, según los tér· 
minos del arto 149, el marido no está obligado sino cuando 
la mujer ha cor..traitlo una deuda con su consentimiento; 
ahora bien, el m~rido menor ó ineapacitado ciertamente 
que no puede consentir; asl, pues, no está obligado. El ar 
ticulo 1427 conlit'ma esta doctrina, dis[lonientl,) qUA la mu 
jer no obliga 11 la cDmunUa·l, y por cons'guiellte al mari· 
do, en caso de ausencia, sino pOI' excepción ¡\ la regla ge­
neral. La regla es, pues, que en los dem:is ca,os en que el 
marido es incapaz de consentil', no está obligado. Objétan­
se los arts. Ht13 y 1417, que sólo preveen el caso de de­
negación del marido; pero no siendo esta. disposiciones 
más que aplicaciones del principir> general asentado por el 
arto 1426, deben interpretarse en el sentido de la regla y 
no corno una excepción á ésta, excepción (1110 nada justifi 
caria; la ley ha previsto el caso ordinario de denegación, 
pero sin pretender excluir los casos de incapacidad. Esta 
es la opinión general (1). 

1 Znoha"iro, t. ILI, 1'fo. '172, p. 3-12, nnt¡~ 17. DOlllolnmlw, t. lII, 
p. 423, n(IOl. 319. 
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S VI. DEL DEF1CTO DE AUTORIZACION. 

Núm. L.-De la nulidad. 

Hí4. El código no pronuncia la nulidad de los actos eje­
cutados por la muje¡' sin autorización marital, en una dis­
posición directa y l'rincipal; 5e limita á deci,lir en el artI­
culo 22t.i cuül es el r,aráctet' de la nulidad. Esta disposición 
supone que hay nulidad; ésta, en efecto, resulta de los tér­
minos pruhibitivos de que se sirve el legislador para esta­
blecer la incapacidad de la mujer casada (1). Queda por 
saber si la nulidad es absoluta ó relativa. En el antiguo 
derecho era absoluta, hasta el punto de que la misma mu­
jer no podla prevalerse de los actos que había verificado 
sin autorización, aun cuando le fuesen ventajosos. Justifi­
cübase este rigor diciendo que la nulidad se fundaba en el 
deber de decoro que el matrimonio imponía á la mujer; 
ésta no debía mezclarse con los hombres, ni tratar con 
ellos, sin estar autorizada por Sil marillo (2). El código 
parlo de olro principio. Exige la autorización del marido, 
como consecuencia del po(:or marital y como garantía do 
los intereses de la mujer y de la familia. Desde entonces 
el "arácter de la nulidad debla cambiar: de absoluta que 
era se vuelve relativa. Según los términos del art. 225 «la 
nulidad fundaua en el defecto de autorizur:ión WI puede 
oponerse sino por la mujer, por el marido ú por Jos hefe-
deros.» Esta disposición no hace mas qlle aplicar ,,1 prill­
cipio general que rige las nulidades: ouando no son abso­
lutas no pueden ¡nvocarse sino por aquellos jJor cuyos inte­
reses se establecen (3). La mujer puede 0Jloner la nu!illall 

1 ''''t\¡u",e 01 j,O~110 l~ IItl Tlli.~ Crlflápi08, lIÚ111. (jI. 
Z ~lprl¡lI. "'He¡wrtnrio," l',!! la pal¡¡!n'a (\!lnljlriZ:H',iúlI Hl:ll'it.;.lJ,'· -"l'n· 

cionnR 1 y J 1. 
.1 Yéi~;;e el torno 1 de mis 4\Principios,'J 
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porque es incapaz; el marido porque se ha desconocido su 
autoridad; los henlderos porque la autorización tiene por 
objeto poner á cubierto los intereses de la famili&. 

io!). Los tereeros no puedon, pues, prevalerse del derel)­
to de autorización, poco irr.porta flue sean Ó nó partes en 
el contrato. Cuando han contraído con la mujer no autori­
zada, son recha7.ados por el arto H25. Y aun cuando no 
hubiesen contraído obligación, no pueden pedil' la nulidatl, 
p(\r la sencillísima razón de qne la nulidad es relativa y que 
no puede introducirse :i favor de ellos. La jurisprudencia 
es constante en esto sentido, y debe ser snperior á las va· 
cilaciones que existpn en la doctrina. 

La mujer consiente en una hipoteca sin autorización ma­
rital. Hay nulidad; ¿d detentador tercero del inmueble 
puede oponcrla? La corte tle Lyón ha resuelto que no lo 
podla (1). Hace. la mujer una puja en subasta pública sin 
estar autorizada para ello; el acto es nulo, porque el que 
puja contrae una obligación, y la mujer no puede obligar. 
Se sin autorización. l'regúntase si el adjudícatario ó un ter­
cer adqllirientll puede invoc~r la nulidad. Las cortes tle 
Grenoble y de Caen han juzgado que no lo pueden ~2). En 
vano se ha ohjetado que como los terceros no han tratado 
con la mujer, no incurren en ralta (3). La consideración de 
la falta es extrai'la á la cuestión. Trátase únicamente de sa­
ber si la nulidad es abooluta ó si es relativa; el art. 225 
decide que es relativa, é indiea las personas por cuyo inte­
rés se estahlece, y las que, en consecuencia, pueden preva­
lerse de ella. Asl, pues, otra persona cualquiera no lo pue-

1 Sentenoiado 27 <le l\IaJ'zo Ile j8:3~! Dallo7., en 1¡1 palabra autrj­
ri:ncitm marilal, fo>t',ccionef.l 1 .r II. 

~ t;cllttlllf:ia ,It' Gronohlt\ dH 11 (le ,JH1do lit' 1835. O<lllo~. en la. 
]mlahrll mafrinlOulo núm. U·l~; .hl C:WH, (l,,1 n dr. Ellmn dl~ lB!!); Dn_ 
IIoz, 1853, :J. :l(;. 

a Esta m~ la. opinión de Troplollg, df, [:;8 hipfJtecn.'i, t. IY, UTIru 055, 
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d~; lo que excluye á todos los terceros, Cierto 1)5 que fll 
art. 1120 no habla más que de las personas que han con­
tratado con la mujer casada; pet'O ¿'1ué impol'ta? El art, 
2i15 es el que asienta el principio; el arlo 1125 sólo un ob­
jeto tiene, y es decir que las personas capaces que tratan 
con un incapaz, no pueden prevalerse de la incapacidad de 
éste; no dice que los terceros que no han sido partes en el 
contrato \0 pueden; el art. 225 decide que !lo lo pueden. 

156. Estos principios se aplican :'l \a mllj"r qUf' compa­
rece en justicia sia autorización marital. Si la nmjer inton, 
ta nna acción sin r¡ue para ello esté aut.orihada, es lIula la 
asignación, pero el demandado no puede oponer osta nuli­
dad. ¿Quiere esto decir (Iue el demandad .. no pueda pedir 
que la posición de la mlljcl' se regula, iee,'! Ciertamente que 
lo plled~, porqulJ está en su interes no enlrar en un proce, 
dimiento frustratorio, ¿De qué le serviría ganar su proceso, 
supuesto que la mujer podría oponerle la nulidad del jui. 
cio'/ ¿Qué c~rnino debe tomar? El puede ó traer á la causa 
al marido, ú oponer llna excepción dilatoria ú la mujer, En 
rigor, el dcmamlado 110 puede p oponer la nulidad por vía 
de excepción, tanto CO[\11> por vía de acción. Prevalee,e la 
opinión cuntl':tl'ia en la docll'ina y en la jurisprudencia ~1). 
Nosotros DO insistimos, porque es esta una cuestión de pro· 
cedimiento, 

Si la mujer I'S la parto demandada, la asignación es 
nula, por el 8010 hecho de que se da contra la mujer sola; 
en consecuencia, todo el procedimiento, asi corno la sen­
tencia, sun igua!mente nulos. Potbier asl lo decide, y la 
jurisprudencia está on el mismo sentido (2; Se objeta que 

1 M"l':íl\, U"jlNtr,rir¡, f~H lot llaJahra ¡}lIr'!1'i::llciórt marital, R8ccl6u 
lII, ~ .1. DelJlolomlw. t. IV, p, 'lal, lI(lIn 351. DaIloz en la palabra 
nla.trimonin. núm. 9-In. 

2 Pothit:ll', del pr,rJer del mm'ido, Jlnm. 55. Dalloz, en la palabra 
matrimonio núm 860" 
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esta jurisprudencia es dura (1). Sea, hay que contestar con 
Jos jurisconsultos romanos: la leyes dura, pero es la ley. 
Permitir al juez que invoque la equidad contra l¡¡ severidad 
de la ley, es ponerlo por encima del legislador. 

157. La nulidad que resulta de la falta de autorización, 
es una nulidad relativa, como todas las nulidades que se 
fundan en la incapacidad. Seguir los términos del art. 
1125, «el menor, el incapacitado y la mujer casada no 
pueden atacar, á causa de su incapaeidarl, sus compromi. 
sos, sino en los casos previstos pOI· la ley.» Esta disposi. 
ción está mal redactada; coloca en la misma linea todas las 
nulidades que resultan de la incapacidad I siendo as! que 
hay considerables diferencias enll·e el menor, por una par­
te, y la mujer casada y el incapacitado por la otra. 

La cuestión es saher si los actos otorgados por los inca­
paces son nulos de derecho,en el sentido de que basta que 
el acto lo verifique un incapaz para que deba anulars,:. As! 
pasa con el incapacitado, según el art. 502, qUfl dice: .S~­
rán nulos todos lo~ actos en que intervenga un incapacitado 
después del juicio que lo declara incapaz.» Sábese que no 
sucede lo mismo con Jos aclos en que intervienen meno­
res, á estos puédese aplicar literalmente el art. 1125; no 
pueden atMar los actos que ejecutan, sino en les casos pre­
vistos p"r la ley, y hay que ;ogreg.r para los casos por ella 
previstos. ¿Débese asimilar álas mujeres casadas con los mo­
nores y con los incapacitados? Hay que decir de ellas lo que 
la ley dice de los incapacitados: los actos en que intervie. 
nen sin autorización, son nulos de derecho. Ellas pueden 
atacarlos por solo el hecho de que han sido autorizadas, y 
el tribunal deberla fallar la nulidad. No tienen ellas nece­
sidad de probar que han sufrido lesión ¿POI' qué la ley no 
exige que las mujeres prueben la lesión, as! corno en ge. 

1 DemolomlJe, Curso da Codigo 1{apoleo1l, t. LV p. 4! . .lU, núm. 352. 
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neral lo exige á los menores? Porque la ou)¡,larl se fuuda. 
en que ha sido rlcsconodoo el poder maritn, esto nado tilH 

ne de común con la lesión. No se ne"esita deci,' quo en 
los casos en que la ml1jer no necesita autol"lzación¡ no pue­
de tratarse de nulidad. 

Núm. 2.-Quién puede opone/" la. nulidad. 

158. La acción en nulidad pertenece al marido, según 
el art. 221). EIl tanto que el matrimonio dure, su derecho 
es incontestaLle; él puede ataca,' el acto llevado á cabo por 
la mujer sin estar autorizada, [undül1iI,,;;c cn la falta sola 
de la autorización. g¡ interés del llJarid" es moral en este 
caso; él venga su autoridad IlIonospreciada pOI' la mujer. 
Nuestro texto lo expresa: «L'1 nlllidad fundada en la falta 
de a1¿(07'ización.» ¿Pue,le tamb,én el marido atacar el 
acto despué3 de la disolución del matrimonio? Ya no pue­
de hacerlo á nombre del perler marital violado, supuesto 
que ya no hay poder que poner ü cubierto. ¿Y puede ha­
cerlo si hay un interés rewlIiario? Si; el <lrt. 22;; lo prue­
ba, supuesto que da acción. de nulidad a los herederos del 
marido, ooa mayor rnzón el marido oebe tenerla; pero co­
mo no puede obrar en virtllll de un interés moral, y como 
no hay acción sin interé<, hay '1ue decir que deberá funrlar 
su acción en UH inte"és pecuniario. Esto raras veces suce­
derá, pero puede suceder. La mujer ha renunciado :í una 
sucesión moLiliaria que JeIJia entrar en comunidad; sus 
coherederos se han apoderado del mobiliario heredita­
rio. En este caso, r,iertamente que el marido tieue interés 
en pedir la nulidad de la renuncia: si no lo hizo durante el 
matrimonio, podrá hacerlo después de su disolución. Sus 
mismos acreednre~ pOllrian hacerlo, porque el derecho del 
marido es puramente pecuuiario; mientras que ellos no po-

I'. <le D._Tomo nI_30 
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drlan obrar durante el matrimonio, porque entonces 01 do­
recho del marido es puramente moral (1). 

/l.-De la mujer. 

11'>9. La mujer puede pellir la nulidad, fundándose en 
la falta de autorización. Y lo puede sin que esté obligarla 
á probar lesión. La ley no lo exige, y con razón. No hay 
que distinguir si se trata de un acto do administración ó da 
un acto de disposición. Se haM esta distinción para el me­
nor y no para la mnjer casad~, porque no h"brla lugar pa· 
ra hacerla. La ley quiere que la mujer esté autorizada (la­
ra pon al' f¡ cubierto no sólo su. intereses, sino los do toda 
la familia. Supue~to que la antol'ización se considera nec,,· 
saria para proteger á la familia, la consecuencia debe ser 
que por el sólo hocho de que la ml1jer ha o~rado sin estar 
antorizada, esto., inlereses se presumen losion~dos. Asl, 
pues, la mujer dehe tener derechos:i intentar la nulidad, 
por el solo hecho de que no ha sido autorizada. 

160. ¿Puede la mujer pedir la llnlidad si en el acto no 
ha declarado que era casada? ¿ú si S8 ha Jedarado doncella 
ó viuda? ¿ó si se han empleado maniobras fraudulentas pa­
ra hacer creer que no era casaua? Nosotros creemos que es 
fuerza distinguir. Si la mujer figura en una instancia, ó en 
un acto, como doncella, sin que ¡j este respecto haya hecho 
ninguna declaración, puede intentar nulidad. En este caso 
no hay duda alguna, y todos están do acuerdo (2). Nada 

1 j\farcadt\ I'Cnr~o eil.'lmelltaJ/' t, 1~. p. 567, itrt. 225, lIúm.l11.. 
La (Iorto de mumoión ha, rcsu~lto, qlto los :wl'cotlOl'cS Im(~¡Je" t,tHler 
acoióll anullnr,lllto üllllntrilllonio, si el marido tilma na intmés Jlu­
onniario en 1;\ ann!<w,ión (selltAlIcia ,1'3 11 Ile Agosto 110 1822, en Dil· 
llfts ou la pnlllhr.\ l'matrirnoniu," núm. 039). Voh-cl'clIloS á la cucs_ 
tiún en el título de 1us ·¡Obliga(lione~." . 

:3 Marcaclé, t. 1?, p. 561, al't. 2:m. núm. 11. Sontencia (le la corto 
de oasución de 15 de No\;iembre de 1836 (ValloR, en la palabra "ma· 
trimonio, núm. 059, 3~) 
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más que el silencio puede echarse ('ln cara á la mujer, pues 
no es á ella ;\ quien corresponde da r á conocar su condición, 
sino que al que con ella trata toca informarse sollre oste 
punto. La cuestión se hace m~s dudosa cuando la mujer r.e 
ha declarado doncella ó viuda. Si no ha puesto tlll jUégo 
procedimientos fraudulentos, hay que aplicar por analogi.1 
el art. 1307, que dice: «La simple declaración de mayoría 
heeha por el menor, no es obstáculo para su restitución. 
¿Por qué permite la ley que el menor intente la nulidad, 
aunque se haya declarado ma yor? Si la simple declaración 
de mayoría fuese bastante para hacer válido el acto vel"ili· 
cado por un menor, la protección que la. ley ha querido 
asegurarle seria ilusoria las más de las veces; la deelaración 
de mayoría ven<iría :i ser de estilo, y el menor se quedaría 
sin garantia. Estos motivos se nplican tambiéfl á la mujnr 
casada (1). Hay, pues, que decir con el adagio, que ahí 
en donde hay la misma razón para decidir, debe haber la 
mism1 decisión. ¿Los torceros dirán que han sido engana­
dos? Esta consideración no ha ,letenido al legislador cuan­
do se trata de los menores, y no debe detenernos cuando 
se trata de la mujer casada. G1rresponde á los terceros in­
formarse, y nada tan fácil como esto, supuesto que los re­
quisitos del estado civil son públicos. El principio está ad­
mitido generalmente por la doctrina y por la jurispruden­
cia. Marcadé objeta que hay una diferencia entre el monor 
y la mujer casada: que se puede, al aspecto solo de la fi· 
gura de un menor, adivinar ó conjeturar su edad, mientrtis 
que en la cara de una mujer de treinta anos no puede leer­
se si es casada, viuda ó doncella. !Argumento singularl 
¿Q,Jé tendr[a que resolverse si la mujer tuviese veintiun 
años? No es la figura la que deben consultar los terceros, 
sino las actas del estado civil. 

1 Pothier, "Tratmlo tlel poller tlclma.rido," núm. 54. 
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La jurisprudencia está en gr,neral en este sentirlo (1). 
Existe, sin embargo, una sentencia contraria de la corte de 
casación. Esta ha juzgarlo f¡Ue si la mujer se dice autori­
zada por su marido Bn un ado de apelar,ión, y si c'Jn el 
mismo título aparece en las calidades de la seJltencia, no 
puede intentar la llulida,l; la cortA se funda en la autenti­
cidad de los actos, en lus cuales la mujer SB ha dichn au· 
torizada; estos ados, dice, hacen fe en justicia, hasta ins· 
cripción de falso (2). Hay aqui una singular confusión de 
ideas. ¿Qué es lo que SJ) pnwlJa hasta la inscripción en 
falso por el acto en 'Iue la mujer se declara autorizada? Es 
el hecho material de que la !lIujer ha hecho esa declara­
ción; pero no prueba que la tal declaración sea verdadera, 
ni prueba que la mujer esté realmente antorizada. Si nolo 
ha estado puede ella pedir la nulidad, sin que se pueda 
oponerle la declaración falsa que se ha hecho. 

161. Queda en pie la última hipótesis. La mujer ha 
empleado manejos fraudulentos, ha producidn una acta 
de defunción falsa para ha,:er creer que es viuda. ¿Puede, 
en este caso, intent:ll' la nulidad? Es cierto que ella es res­
ponsable de su dolo y que puede reparar el daño que ori­
gina. La dificultad ostriba en saber en qué consistirá esta 
reparación. La opinión que ú nuestro juido es la más ge­
neral y la m:\s jurldica, es que en 85t.fJ caso el acto queda 
válido, y que la mujel' no Pllede pedir la nulidad. Así se 
decide por analogla del 1l1't. 1310, que dice: «No es resti­
tuible el menor contra ¡¡,S obligaci'mes que resultan de su 
delito ó cuasi-delito.» De aqui resulta que el menor no 
puede pedir la nulidad tIe los actos en los cuales ha em­
pleado manejos fraudulentos para engailar á terceros, por-

1 DaDo?, Repertorio, ml la ]I,dn bra 1/l,rftrirnonio, llúm. í15!'); S SelL 
tt3ncill ele DijulI, de l° (lo .JIlI110, 181H (Dalloz, 18:'6, 2, 230). 

2 Seutollcia (le 24 de Fehreru, 182U (Dallnz, en la paluhra matri­
nlonio, núm. 959, p. 445). 
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que este hecho es más que un cuasi·oelito, es un delito 
civil y á veces un delito criminaL Afllli la analogia entre 
el menor y la mujer casada es completa; hay, plle<, que 
admitir la misma decisión. Zacharire ohjeta el art. 216, en 
cuyos tél'minos la autorización del mal'if!o no es necesaria 
cuando la mujpr es perseguirla en materia criminal. L~ 
respuesta ii la objeción es mny facil: la mujer no está per­
seguida criminalmente, tratase ,la interesp,s puramente ci· 
viles; slguese ele aquí que la obligación que ella contrae es 
nula, sólo que la mujer no puede p ,dir sn nulidad á causa 
de su delito. Tal es la común opinión (1), que se fnnda en 
la razón tanto como en los textos. La parte engallada tiene 
derecho a una npanción; lo' más natnral es mantener en 
sn provecho el acto nnlo, permitiéndole qne oponga la ex· 
cepción de nnlidad á la mnjer qne invocarla la falta de ano 
torización, 

Pneden los terceros ser inducidos á error ~in fine haya 
nada por parte de la mujer. P"thier snpone quo una mujer 
no vive con su marido; se ignora Sil matrimonio en ellu­
gar de sn residencia, pasa en el público por soltera, ¿Si 
ella contrata sin antorización marital, pour:i pedir la nnli­
dad? Pothier decide ,¡ne ella estará valederamente obliga. 
da. Como casi liD era posible, dice él, en este caso, á las 
personas qne han contratado con est" mujer, informarse si 
ora casada, no puede impntárselcs ,¡ue no lo hayan hecho. 
Aqní viene al caso aplicar la m:ixima vieja, que el error 
común constitn)'e derecho (2). J;;sta opinión es la qU!l ge­
neralmente se acepta, y la que estú consignada por la ju­
risprudencia (3). Sin duda qne está funJada en la equiJad; 

1 Véallt\e lo~ antorcR .Y las sc·.lltollcias cihHla~ {,JI Da1Jos, lHl la pa._ 
labra m({lrintrm1o, núm. D60. 

2 Puthior, Trat'u]u riel pnder del maridfJ, núm. 54. 
3 Demolom ue, t. l \T, p. 120, núm. 33:!. Sent~IHJia. de Ageu de 18 

de Noviembre, 1822 (Dallaz, en la palabra motrimonio, nÍlm, 385'. 
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¡,pero puede el intérprete admitir una excepción fundada en 
la equidad, cuando dicha excepción se desvía de un texto 
de la ley? Pothicr podia hacerlo, y muy á menudo le acon· 
tece decidir por equidad; pero Pothier no estaba atado por 
un código; en derto sentido estáualfl, pues, permitido hacer 
el derecho. No sucede lo mismo bajo el imperio de nues­
tra legislación, como ya lo hemos hecho IlOtH (1). Hay 
que hacer á un lado la equidad, y consultar los principios. 
La máxima de que el error común viene a constituir dere· 
cho, es falsa, porque el error jamás puede dar un derecho. 
Pe¡'o hay qlltl ver 'Iuien ha producido este error. ¿Si es la 
mujer, no pur"le decirse que se ha hecho culpable de Ull 

cuasi·delito? Para que exista el cuasi· delito, llasta con que 
se cause un dalio [lor nllgligellcia Ó por imprudencia. La 
mujer asi como ellUtmOI' no es restituible contra sus cuasi· 
delitos (art. 1010). En este sentido, nosotros admitimos 
que llO pueda pedir. la nulidad ue los compromisos que ha 
contraído, cuando por causa de ella los terceros han igno. 
rado su matrimonio. COIl mayor razón seria asi si los espo­
sos hubiesen manknido en secreto su matrimonio (2). 

162. El art. 1312 modiliea los principios que acabamos 
de exponer, el! el sentido de ¡ue si la mujer ha obtenido la 
anulación de un acto otorgado sin autorización, está obliga­
da á reemuolsar lo que hubiese recibido en virtud de ese como 
promiso, á pl'ueba rendida por el acreedo¡' de que lo que 
!C ha pagado ha sido en provecho de ella, Esta dispusición 
es común á todos los incapaces, y se funda en la máxima 
de equidad de que nadie puede enriquecerse á expensas de 
otro. La aplicacióll presenta alguna dificuitad. La mujer 
pide prestada una suma de diez mil francos; sllponga-

1 YéH~O (jI tonlO J (lt~ lIli~ l'rl¡icl/IÚJS. 
2 SlllIttmeia t1f~ la 00l'tB 11e ea:-aniún (l~ JO \lo St'ptielllhrp, 1808 

(Dalloz, eH la palaura matrimonia, núm. t)G~, 1") Compú,rcso M,ourlo11 
"Rilpeticiollos," t. 1", p, 403. 
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mos que el préstamo le ha aprovechado. ¿Resultaría de 
aquí que no podrá pedir la nulidad del préstamo? La juris­
prudencia l'ur¡,ce decidir que el arto sin autori7.ación es vá­
lido cuando ha aprovechado á la mujer (1) y considera el 
art. 1312 COHlO una excepción á la regla establecida por el 
art. 217 (2). Esto no es enteramente exacto. El art. 1312 
supone, al contrario, que la mujer ha sido admitida a ha­
cerse restituir contra el compromiso 'lue contrajo sin estar 
autorizada. Surge Antonces la cuestión d,~ saber si debe ella 
reembolsar In que ha recibido; el código denide que 110 

esta ouligada al reomboloo, á menos 'Tl1e no se pruebe que 
lo que se ha pagado le ha sido provechoso. El acto, pues, 
es anulado, aun cuando haya aprovech;uro :i la mujer. Solo 
que hay qne agregar que no tiene r~lla IIltC\'és alguno en pe­
dir la nulidad, si el acto le ha aproveeha,lo por la totalidad, 
porque, en este caso, debería restituir esta totalidad. 

163. ¿Los acreedor,," de la mnjer pueden oponerse á la 
nulidad? La afirmativa no nos parece ¡]u'¡,)sa; está ensena­
da por todos los autores con ex(:epcion de Toulier (3). E.ta 
es una aplicación de la regla establt'cirla por el art. 116G. 
Los acreedores pueden ejercitar todos los derechos de su 
dellllnr, cun excepción de aquellos que estan exclllsi vnmen· 
te afectos á la persol1il.. Aho\'a bien, el derecho de la mujer 
para pedir la nulidad, es un derecho puramente pecuniario, 
por lo que entra en la regla y no eu la cxcepción. Se obje. 
tan lo~ términos restrictivos del art. 221): .La l1ulidad no 
puede oponerse sino por la mujer, por el marido ó por los 
hereder,'s de ambos.» Este argumento que ha dominado á 
algunas cortes (4) carece de valor. Si el legislador se ha 

1 Sentellt',bl ¡le la. corte 110 ea~aci(ln 'In 1~ de 1\-Iayo ,In 18,14, Da-
lloz, en la, p;dah[',t malri1lloni,), lIÚIll. !H~. 

2 S!'llt('Hoia de l:t edrtt) ,le eas:witb tlll 3! fIn EII('m (h~ lB!}:;, 1, !JJ. 
:J Dat:oz, Repertorio, en la pa:;\!lra JI.¡fr¡J/loltlo, lIúm, 930 
~ Suutcllcia, du JJrusolus do?U (lo ~lll~ro lle l8U8, ,.lu Aligere, de 1~ 
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expresado en estos términos restrictivos, es porque querla 
derogar el antiguo derecho, que consideraba la nulidad re­
sultante de la falta de autorización, como una nulidad ab­
soluta, de interés general, y permitía, en consecuencia, á 

toda persona interesada, el oponerse; el código hace de ella 
una nulidad relativa; esto es todo lo que el arto 221) quiere 
decir (1). 

llI.-Los herederos. 

1M. El art. 2215 dice que los herederos del marido y d6 
la mujer pueden oponer la nulidad. Ninguna dificultad hay 
respecto á los herederos de la mujer, y hasta sería inútil 
darles este derecho por medio de un texto de ley, porque 
sin decirlo se sabe ya (¡ue los derechos pecuniarios de la 
mujer, pasan á sus herederos. En euanto á los derechos 
del marido, Demante diJe que es inoportuno que la ley los 
comprenda entre las personas que puedan pedir la nuli­
dad (2). Cierto es que ellos 110 pueden in vocar un derecho 
moral, porque ya no hay matrimonio y por consiguiente, 
tampoco poder marital. ¿Pueden ellos invocar un derecho 
pecuniario? Pl'eténdese que el mismo marido no tendría in­
terés: as!, pues, sus herederos no pueden tenerlo. Hemos 
citado, siguien,lo á M.¡rcadé, el caso en que la mujer re· 
nuncia á una sucesión 1ll0lJiliaria. Objétase contra esta hi­
pótesis, que el marido que tiene derecho á aceptarla ó á 
repudiarla, y que por lo misrnn la rP,lluncia de la mujer 
es nula, haciendo abstracción de la falta de autorización (3). 

de Agosto ,lo 1810, y ,lo Grenohle ,le ~ de Agosto ,le 1827, Dalloz, 
en 1" pa.lithm ,lJatrwlOflio, níufl. 93\), 

1 Véa~6, un t'~te ROlltillo, ti" juioio fU{lrtemm1te 1Il:)tint'lo del tri. 
bunal tI .. Gantt·, OHllfil'lll¡ldo por selltl\ll{'.i~\ de la corte tlo G.mte de 6 
de Agosto tll' 1861, P"slcrú:;tl, 18U~~ ~I [>-l. 

2 Demante, Curso anfllltú:lJ, t. 1.0 p. 4:l9, núm. 303, !lis L 
3 Demolombe, Curso de código Napoleón, t .• IV. p. '135, núm. 341. 
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Nosotros examinamos la cuestión en el titulo del Contrato 
de Matrimonio. De todos modos, siempre es cierto que el 
marido puede pedir la nulidari de la renuncia fundándose 
en la falta de autorizaeión, y, en consecuencia, sus herede· 
ros también lo pueden. 

Núm. S.-De lit confirmación. 

i65. La nulidad que resulta de la falta de autorización, 
puede cubrirse por la confirmación, como toda nulidad. 
Esto es la aplicación del principio general establecido 
por el art. 1338. Respecto á la nIujer, ninguna dificultad 
se presenta: puede coufirmar el aclo que ha ejecutado sin 
estar autorizada para ello, sea duranle el matrimonio, sea 
despuéH de su disolu,,;ón. Si ella confirma durante el ma­
trimonio, necesita la autorización marital; en este caS3, el 
acto se hace plrmamente valedero respecto al marido, ca· 
mo respecto á la mujer, y en consecuencia, respecto á los 
herederos de ambos. Si la mujer confirma (lespués de la 
disolución delmatrimoniq, la confirmaeión tiene valor res' 
pecto ti ella y a sus herederos; pero no priva al marido del 
derecho que tenia para pedir la nulidad. Bien puede la mu­
jer renundar del deredlo que le corresponde, pero no pue· 
de renunciar al derecho que corresponde al marido ó á sus 
herederos. 

i66. l~l mari,lo pued,~ también confirmar el acto que la 
mujer ha ¡¡"vado á ca bu sin la autorización. ¿Tendrá esta 
eon[irmilción pur objeto hacer Válido el acto respecto á la 
mujer? L'I "uestión está pn lela de juicio. Hay desde lue­
go que distillguir si el mari,lo ha cQnfirmado durante el 
matrimonio ó después de m disolución. Si la confirmación 
tuvo lugar durante ellllatl'ifn('nio, hace válido el acto, aun 
respecto ti la lIIujJr. En el derecho antiguo, esto se admi­
tia sin disputa en cuanto al principio. Parécenos, en efec-

P. (le D._ToblO 111_31 
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to, que el principio es incontestable. ¿Por qué se exige la 
autorización? Para cubrir la incapacidad de la mujer. Es 
un consentimiento dado al acto que la mujer quiere otor· 
gar; ahora bien, la confirmación equivale al consentimien­
to, en el sentido de qUtl desvanece el vicio que derivaba de 
la falta de consentimiento. 

El código aplica este principio en el art. 183. La muo 
jer menor tle edad contrae matrimonio sin el consenti­
miento de sus padres. De aquí resulta una acción de nuli­
dad. Para la mujer, cou motivo ele su incapaeidad, y para 
los padres porque se ha menospreciado la autoridad patero 
nal. Pero si los ascendientes conlirman el matrimonio, la 
mujer no puede ya pedir la nulidad. Hay una pequeña ana· 
logia entre esie caso y aquel en que la mujer ejecl1ta un ac· 
to sin autorización marital. En ambos casos, trátaso de un 
incapaz, que puede solicitar la t1uliuad [nnciado en sn inca­
pacidad; en ambos, la nulidarl se cubre pOI' el cousenti· 
miento de aquel cuya autoridad ha sido menóspreciada. 
Desde el momento en que interviene el consentimiento, 
la mujer cesa de ser incapaz. y as! es fIno no puede invocar 
su inCápacidad para promover una acción de nulida,lll). 

Objétase que es nulo el acto ejecutallo por la mujer sh 
autorización; que tle aquí resulta para la mujel' el derecho 
de provocar la nulidad, y que este derecho no puede arre· 
batárselo el marido. La respue3ta se llalla en el al't. 103; 
la mujer que se casa sin el consentimiento Ile su; aseen· 
dientes, tiene también la acción de nulidad, lo r¡ne no im­
pide que la cJnfirmación de los ascendientes la rei ve de 
ese derecho. Hay una razón muy sencilla para esto. ¿Por 
qué en uno y otro caso tiene la mujer del'ech" para pro-

1 Esta es 111 opinión d" 1,acha,iro, t. Uf. p. 3!LHG, § J7:l, Y ,le 
los autores citarlos en Dalloz, en la palabra matrimonio n(ull. 8,j7, p. 
41lí. 
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mover la nulirlarl? Lo tiene por la falta de co nsentimiento 
de aqud fIue está llamarlo á cubrir su incapacidad; si este 
vicio queda borrado por un cf,nsentimiento postQrior, la 
mujer por el mismo hecho cesa ue ser)ncapaz, y ya no tie' 
ne derecho alguno que ejercitar. 

Merlín invoca la uiscusión del consejo de ~stauo. Lo que 
prueba lo poco convincente que es la discusi'6n, es que Mar" 
cadé se prevale de ella en lavar de la opinión que nosotros 
sostenemos. El proyt3cto que fué sometido al consejo, con" 
tenia, después del art. 217, unas lineas que declan: d~1 

consentimiento tiel mariuo, aunque posterior a I acto, es su­
ficiente para hacerlo valido.» bsta disposición se confirmó: 
así, pues, dice Merhn, la confirmación tiel m3rido no hace 
válido el acto respecto á la mujer (1). Esto es razonar mal, 
dice Mal'caué. bl consejo de Estado, adoptó, ¡'ar el contra­
rio, la disposici6n del proyecto. El consejo de legislación 
fué quien la suprimió después de una remisión pronuncia­
da por el consejo. ¿Por qué? Se ignora(2). Hay otra contes­
tación que puede darse á Merlín. La disposición del pro­
yedo no concierne á la confirmación: est.ablecla como prin­
cipio que la allt0rización podí~ uarse con posterioridad ~l 
acto. Este principio es el que ha sido rechazado: en cuanto 
á la cO!lfil'ma~ión, no se trataba de ella en el proyecto, aB! 
es que no puede decirse que el consejo la haya rechazado. 
Que no se diga, pues, que esta es una disputa de palabras, 
las condiciones de la confirmación son más rigurosas que 
las de la aut~rizacióu; la confirmación ofrece, pues, mayor 
garantía. 

La jurisprudencia es conlraria; pero los fallos poco valor 
doctrinal tienen en esta materia, porque la mayor parte de 

1 ,Merlín, Repertorio, cn la palabra autorización marital, seo. IV, § 
UI núm. 2 y § IY. 

2 Marcmlé, curso demental t. 1, p. GGil, arto 325 núm.!. 
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ellos no discuten la cuestión; limítanse á invocar el arto 
21. 7, que exige qU6 la autori7.aciÓn se d'IÍ nntos del acto, ó 
á más tardar, dur-lnte el acto; de donde concluyen que la 
autorización no puede sor posterior (1). Esto es evidente, 
pero no es esa la cnestión. SI'! trata de saher si el marido 
puede confirmar; esta confirmación esta decillida, no por 
el arto 217, sino por el art. 1338. 

No hay mas que una objeción seria r.ontra la opioión que 
estamos soste'liendo. Si el marido puede ('onfi"mar, se di­
ce, la confirmación puede ser también tácita; ahora bien, 
es tácita en el caso del arto 1304, es dedr, cuando han pa­
sado diez anos sin que el mari,lo haya iutentado la acción; 
así, pues, si esos diez años han transcurrido durante el ma­
trimonio, la mujer no tllflllrá acción; sin embargo, el arto 
f304 le da este derecho durante diez afias, contados de,'le 
la disolución del matrimonio (2). El argumelltfl es especioso 
y lo desechamos porque prueba demasiado. El implica que 
la mujer tiene un deredlo absoluto de interponer su acción 
durante diez años cnntados desde la disolución del matri­
monio. El art. 1.30l¡ no dice eso; únicamente arregla el 
punto de partida de la prescl'Ípción en lo que concierne á 
la mujer. La prescripción supone que hay todavía un de­
recho que ejercitar. Ahora bien, si el marido ha confirma­
do el acto, sea expresa ó tácitarnente, ya no hay derecho, 
ya no hay acción rlll nulidad; y desde entónces ya no pue­
de tratarse de pre~cripción. 

1 Sentencia. <le GreHoble do 26 de Julio de 1828, n"lIor., eH 1 .. 
palabra matrimonio, núm. 857, 1"; de ROlwn, 18 dB Noviemhre de 
1865 y do 1:.\ corto (le casación elel 12 (In l¡\\hri~rO de 1828, Dalloz, 1.'11 
la palabra Oon{.ra(n de matrimrmio, núrtl. 1B71 p. 4U; Ue la corte de 
casacióll, 22 do M¡\rzo dn 18:31, D:dlnz, lm ¡,,, palabr.-\. malrimo,¡,io, nú­
mero 858, y do 26 de Junio rItl l$,'J!J, D,tlloz, (>11 la palabra Competen_ 
da .:omercial, núm. 225; 110 Paríl-i, 2:~ lit, }1'\~brero de 1 8t9, Dalloz, 184!), 
~, 135; (le Bruselas, l. ode Junio 1857, Pasicricia, 1857, 2, 272. 

2 Valette sobre Promlholl, t. r, p. 467, Ilota. Demolombe, t. IV, 
p. 251, núm. 211. 
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167. Se preg-unta si el marido puede todavía confirmar 
después que la mujer ha intenlac:o la acción ue nulidad. 
La negativa no permite duda alguna. Confirmar es aprobnr 
lo '1ue la mujer lu he"ho, os, plles, COfJ5P,ntil' en unión de 
la mujer. Esto supone qun el eonsentimient~ de la mujer 
subsiste. Si ella ha revCJcallo su cousentimiento, es imposi. 
ble que el marido apruebe 10 que la mujer 110 '1uiere llacer. 
El marido no puede imponer un acto que la mujer no apll' 
tece. Ast, pues, si la mujer ha retractado su consentimien· 
to, no importa de qué manera, ya no puede haber connr· 
macion (1). Cuando la mujer ha r(~vocado su consenti· 
miento promoviendo una acción de nulidad con autorización 
judicial, hay además otra razón para decidir, y es que la 
mujer ha usado de un derecho; su acdón es regular, y por 
lo tanto válida (2). 

168. La confirmación del marido tiene un efecto retro­
activo, como toua confirmación. En el derecho antiguo, 
decidiase que la confirmación no tenia efecto sino desde el 
dia en que se otorgaba. Se consideraba el acto verificado 
por la mujer sin autorización, como absolutamente nulo, 
como inexistentll á los ojos oe la ley; y lo que no existe no 
puede confirmarse. No se admitía la conlirmación sino ca· 
mo una nueva autorización, y por lo mismo no podía tener 
valor sino en el porvenir (3). Tal teorla !lO es la del código. 
1<;1 acto ejecutado por la mujer solamente se vicia por falta 
de autorización; la confirmacióu equivale á ilulori7.ación, y 
desde entonces el acto se torna perfectamente v,¡lido. 

169. ¿Puede, además, el marido confirmar el acto des· 
pués de la disolución del matrimonio? Ciert~mente que 
puede renunciar á la acción de nulidad '1ue le pertenece; 
pero esta confirmación no tiene efecto respecto á la mujer 

1 PralHlhr)l1, 7'rafa-la Mbre el est.(uJo de las PCrY)1I0S. t. r, p. 467. 
~ Zaohnrioo, (Jurso de d,recho civilfrrtJ1cis, t. 111", JI. 34f\ uuta .'3;",í. 
3 Pothier, Tratado de [,1 potestad del marido, núm. 74. 
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ó SUS herederos. En efecto, respecto á la mujer, la confir­
mación quiere decir autorización; ahora bien, después de 
la disolución del matrimonio, no há lugar á autorizar, por­
que autorizar es consentir, y el poder del marido cesa 
cuaudo el matrimonio cesa. 

---... ---
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